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Principales  Funionarios  del  Poder  Judicial  y  Secretarios  respec 
tivos,  residentes  en  la  Capital,  y  dirección  de  cada  uno. 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


Presidente 

Magistrado 


Secretario 


Lie.  don  Rodolfo  E.  Sandoval,  5a.  Av.  N.  Núm.  34. 

”  Quirino  Flores  y  Flores,  Callejón  Colegio,  2. 

”  ”  José  Serrano  Muñoz,  5a.  Av.  N.  Núm.  11. 

”  ”  Abel  Paredes,  4a.  Av.  Sur  Núm.  66. 

”  ”  Juan  F.  Rodríguez  Castillejo. 

”  Salomón  Carrillo  Ramírez,  3a.  C.  O.  Núm.  45. 


SALA  PRIMERA  DE  LA  CORTE  DE  APELACIONES 


Presidente 

Magistrado 

Fiscal 

Procurador 

Secretario 


Lie.  don  Carlos  Castellanos  R.,  2a.  Av.  N.  Núm.  15. 

”  Darío  Molina,  6a.  Av.  Sur,  No.  66. 

”  Francisco  Menéndez,  11  C.  O.  Núm.  26. 

”  Benjamín  Gómez  Urruela,  Chalet  Pamplona. 
”  ”  Filadelfo  de  León,  7a.  Av.  Sur,  Núm.  44. 

”  Encarnación  Mazariegos,  9a.  C.  O.  Núm.  36. 
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SALA  SEGUNDA  DE  LA  CORTE  DE  APELACIONES 


Presidente 

Magistrado 

Fiscal 

Procurador 

Secretario 


Lie.  don  David  Pivaral,  Callejón  Variedades  Núm.  14. 
”  Daniel  Ramírez,  5a.  C.  P.  Núm.  11. 

”  Daniel  Menéndez  A.,  4a.  A.  N.  Núm.  12. 

”  ”  Alfonso  Hernández  Polanco,  10  A.  N.  3. 

”  ”  Francisco  Medina,  10  C.  O.  Núm.  34  y%. 

”  ”  Rodolfo  Gálvez  Molina,  13  A.  S.  Núm.  19. 


SALA  TERCERA  DE  LA  CORTE  DE  APELACIONES 


Presidente 

Magistrado 

Fiscal 

Procurador 

Secretario 


Lie.  don  Abel  Leiva,  Chalet  Tibidabo,  (Ref.) 

”  ”  Ernesto  Rivas,  4a.  C.  P.  Núm.  16. 

”  ”  Max.  García  R.,  11  A.  N.  Núm.  25. 

”  ”  Leopoldo  Rosales,  Av.  Central  Núm.  78. 

”  Abelino  Mariscal,  6a.  A.  Sur,  Núm. 

”  ”  Fernando  Orellana,  Callejón  del  Admor. 


JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA  DE  LA  CAPITAL 


Juez  1’.  Lie.  don  Miguel  Alfredo  Gil,  5a.  C.  P.  36. 


Juez  2’. 
Juez  3?. 
Juez  4». 
Juez  59. 
Juez  69. 
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Celso  D.  Cerezo,  Av.  del  Golfo  Núm.  6. 

Rigoberto  Valdéz  Calderón,  Callejón  Carrocero  10. 
Manuel  V.  Marroquín. 

Héctor  Polanco  R.,  6a.  Av.  Norte. 

Ricardo  Peralta  H. 


Gaceta  de  los  Tribunales 

DE  LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA  t 

PUBLICACION  MENSUAL  DEL  PODER  JUDICAIL 


Tomo  XIV  Guatemala,  agoáto  de  1924  Húmero  42 


Director:  La  Dirección  de  la  “Gaceta  de  los  Tri¬ 

bunales”  hace  constar,  que  solamente  los 
Rafael  Castellanos  A.  autores  son  responsables  de  las  doctri- 

_  ñas  sustentadas  en  los  artículos  que  se 

publiquen  en  ella. 


LA  FALTA  DE  CUMPLIMIENTO  DEL  ARTICULO  415  DEL 
CODIGO  DE  PROCEDIMIENTOS  PENALES  ES  UNA  , 
ANOMALIA  QUE  DEBE  CORREGIRSE 


Con  frecuencia  se  observa  que  algu¬ 
nos  de  los  Jueces,  por  razones  que  ig¬ 
noramos,  no  cumplen  con  ciertos  requi¬ 
sitos  o  formalidades  que  la  ley  estable¬ 
ce.  Concretarémos  algo  en  lo  relativo  a 
las  copias  que  se  deben  expedir  al  dic¬ 
tar  el  auto  de  prisión.  Fuera  de  que  la 
ley  por  tener  un  carácter  imperativo  se 
debe  acatar  en  sus  mandatos,  esa  dis¬ 
posición  que  el  Código  de  Proced'mien- 
tos  Penales  determina  en  el  Artículo  415 
es  de  una  verdadera  trascendencia  por 
sus  alcances  inmediatos,  ya  que,  la  per¬ 
sona  a  quien  se  le  dicta  auto  de  bien  pre¬ 
sa  queda  limitada  en  su  acción,  toda  vez 
que  es  uno  de  los  casos  por  los  cuales 
se  suspende  la  ciudadanía,  que  implica, 
mientras  subsista,  la  prohibición  de  ejer 
cer  el  derecho  del  sufragio  y  de  ocupar 
puestos  públicos;  y  si  es  por  cierta  cla¬ 
se  de  delitos  como  el  de  falsificación  de 
letra,  sello,  o  moneda,  no  puede  ser  tes¬ 
tigo  por  falta  de  probidad  el  que  en  ta¬ 
les  circunstancias  se  encuentra;  así  co¬ 
mo  tampoco  el  Notario  que  esté  reduci¬ 
do  a  prisión  preventiva  puede  cartular, 
por  corresponder  al  ciudadano  el  ejer¬ 


cicio  de  la  Profesión,  entendiéndose 
siempre  que  haya  hecho  los  estudios  del 
caso. 

Por  todos  estos  motivos  es  fácil  com¬ 
prender  que  no  fué  un  simple  capricho 
del  legislador  el  obligar  a  los  Jueces  a 
compulsar  las  copias  que  corresponde, 
para  el  detenido,  el  Jefe  de  la  Prisión 
respectiva  y  el  Encargado  del  Registro 
Civil,  ya  que,  con  la  que  se  le  dá  al  re¬ 
cluido  se  le  hace  saber  $1  motivo  de  su 
detención;  es  como  su  calificación  legal 
en  la  que  se  le  comunica  o  se  le  dá  á 
conocer  que  se  encuentra  detenido,  por 
haber  indicio  de  su  delincuencia.  En  lo 
que  respecta  a  la  que  se  le  envía  al  en¬ 
cargado  de  la  prisión,  fuera  de  otros 
fines  administrativos,  tiene  el  muy  im¬ 
portante  de  tener  en  conocimiento  a  di¬ 
cho  empleado  del  tiempo  dentro  el  cual 
se  principia  a  computar  la  pena;  y  con 
la  que  se  remite  al  Registro,  se  obtiene 
el  resultado  de  que  se  hagan  las  anota¬ 
ciones  que  dan  margen  a  las  limitacio¬ 
nes  anteriormente  apuntadas.  Por  lo  ex¬ 
puesto  aquí,  es  conveniente  que. los  Jue¬ 
ces  llenen  cumplidamente  este  requisito 
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ya  que  no  se  trata  de  un  detalle,  sino  de 
algo  muy  importante  que  en  más  de  una 
ocasión  ha  producido,  por  su  falta  de 
cumplimiento,  verdaderos  trastornos. 
Pero  cabe  así  mismo  apuntar  que  la  ley 
es  imperativa  no  solo  con  los  Jueces  o 
autoridades  que  dicten  el  auto  de  prisión 

EL  ARTICULO  208  DEL 

El  Legislador  al  explicar  en  el  Pró¬ 
logo  del  Código  de  Procedimientos  Ci¬ 
viles  las  mejoras  que  este  aparejaba  en 
la  Administración  de  Justicia  y  refirién¬ 
dose  al  Juicio  Ejecutivo,  dice  textual¬ 
mente:  “El  Juicio  Ejecutivo  tiene  trá¬ 
mites  precisos  e  ineludibles.” 

Pero  el  devenir  de  la  contratación 
trajo  la  renuncia  de  los  preliminares  de 
eSté  juicio  y  se  pactó,  haciendo  uso  de 
la  libre  contratación,  que  el  juicio  ejecu¬ 
tivo  debería  empezar  por  señalamiento 
de  día  para  el  remate  de  la  garantía;  y 
se  dió  así  el  caso,  que  para  los  posterio¬ 
res  trámites  había  o  hay  que  partir  de 
un  supuesto,  el  de  que  en  ese  juicio  ya 
se  ha  dictado  sentencia,  la  cual  se  eje¬ 
cuta  por  el  Juez  de  la  causa. 

Es  verdad  que  conforme  a  la  doctiina 
del  Art.  215  del  Dto.  273  la  sentencia 
dada  en  juicio  ejecutivo  no  produce 
efectos  de  cosa  juzgada,  salvo  que  hava 
precedido  el  JUICIO  DECLARATI¬ 
VO  o  que  la  cuestión  sea  puramente  de 
derecho;  y  que  hay  cosa  juzgada  cuan¬ 
do  la  sentencia  es  ejecutoria  o  ha  sido 
ejecutoriada  mediante  la  declaración  res 
pectiva  (Arto.  189  del  mismo  decreto) 
y  que  el  Arto.  190  del  propio  decreto  se¬ 
ñala  y  precisa  nué  sentencias  causan 
ejecución. 

Ahora  bien,  los  Artos  .1523,  1524  y 
1525  de  Prs.  Civiles  establecen:  (a) 
Que  el  Juez  que  dictó  la  sentencia  o  aue 
conoció  en  primera  instancia,  ejecuta  la 
sentencia,  (b)  Que  se  llama  ejecutoria 
la  copia  expedida  por  el  Tribunal  Su¬ 
perior  o  el  testimonio  de  ella  dado  por 
el  Juez  competente;  y  (c)  Que  se  ejecu- 


1 
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sino  que  obliga  también  a  los  Jefes  de 
cárcel  y  a  los  que  por  razón  de  la  mis¬ 
ma,  deben  obtener  las  copias  respecti¬ 
vas,  ,y  los  cuales  cuando  no  las  reciban 
de  los  funcionarios  obligados  a  expe¬ 
dirlas,  deben  reclamarlas  con  la  urgen¬ 
cia  que  el  caso  requiera. 

DECRETO  NUMERO  273 

tan;  además  de  estas  sentencias,  las 
transacciones,  los  convenios  de  concilia¬ 
ción  o  los  ejecutados  en  juicio,  y  el  jui¬ 
cio  de  contadores  cuando  reúna  las  con¬ 
diciones  exigidas  por  el  Arto.  914  de  P. 
Civiles. 

Este  conjunto  de  Leyes,  por  sí,  y  por 
su  enlace  y  congruencia  establecen  cla¬ 
ramente  que  las  sentencias  y  actos  que 
se  ejecutorían  o  causan  ejecución  o  au¬ 
toridad  de  cosa  juzgada  son  aquellos 
en  que  interviene  directamente  la  autori¬ 
dad  Judicial,  y  que  se  señalan  y  precisan 
en  las  leyes  citadas. 

Y  así  lo  confirma  el  Arto.  915  de 
Prs.  Civiles  que  dice:  “Las  sentencias 
que  conforme  al  Arto.  905  causan  eje¬ 
cutoria  y  los  títulos  comprendidos  en  los 
incisos  1,  7  y  8  del  Arto.  914,  MOTI¬ 
VARAN  EJECUCION.” 

El  Arto.  905  a  que  se  refiere  el  Arto, 
transcrito  fué  reformado  por  el  190  del 
Dto,  273,  citado  arriba. 

Aunque  no  es  indispensable  recordar 
lo  anterior  a  los  lectores  que  no  son  le¬ 
gos  en  derecho,  quiero  recalcar,  que,  so¬ 
lo  motivan  ejecución  los  documentos  y 
actos  especificados;  y  por  ende,  que  la 
sentencia  que  se  dicta  en  juicio  ejecuti¬ 
vo  o  que  se  suponga  dictada  por  la  re¬ 
nuncia  de  los  preliminares,  no  es  una 
ejecución  de  sentencia. 

Ahora  bien,  el  Arto.  208  del  Dto.  273, 
que  sirve  de  acápite  a  este  artículo,  di¬ 
ce:  “La  excepción  de  Incompetencia  se 
sustanciará  y  decidirá  conforme  el  títu¬ 
lo  X  del  L.I.  de  este  código ;  con  las  re¬ 
formas  hechas  a  él.  Son  admisibles  en 
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el  juicio  ejecutivo  las  mismas  excepcio¬ 
nes  que  en  el  ordinario ,  pero  SI  SE 
TRATA  DE  LA  EJECUCION  DE 
SENTENCIA,  solo  serán  admitidas 
las  excepciones  que  tengan  origen  pos¬ 
terior  a  ella,  y  consten  en  instrumento 
público.” 

La  primera  parte  de  esta  ley,  no  ofre¬ 
ce  duda  alguna,  pero  la  segunda  en  su 
aplicación  ha  dado  lugar  a  variadas  y 
opuestas  jurisprudencias,  como  adelan¬ 
te  se  verá,  aunque  el  texto  del  articulo  es 
muy  claro  para  el  iniciado  en  la  Ciencia 
del  Derecho. 

La  frase,  “pero  si  se  trata  de  la  eje¬ 
cución  de  sentencia”,  es  indudable  que 
se  refiere  a  la  ejecución  de  la  sentencia 
o  sentencias  a  que  se  contrae  el  Arto. 
190  del  Dto.  273  y  a  los  actos  compren¬ 
didos  en  el  Arto.  1525  de  Prs.  Civiles  e 
incisos  1,  7  y  8  del  914  del  mismo  Cód. ; 
y  nó  a  la  sentencia  dictada  o  presumida 
como  dictada  en  un  ejecutivo. 

Y  esto  se  confirma  con  su  propio  tex¬ 
to,  pues  al  establecer  que  solo  serán  ad¬ 
misibles  las  excepciones  que  tengan  ori¬ 
gen  posterior  a  la  sentencia,  es  por  que 
durante  el  juicio  declarativo  en  que  e 
dictó,  se  propusieron  y  tramitaron  to¬ 
das  las  excepciones  que  el  reo  creyó  per¬ 
tinentes  a  su  defensa ;  y  sería  un  absur¬ 
do  tornar  a  proponerlas  en  la  ejecución 


de  ella,  ya  que  esto  haría  el  procedim!  a 
to  interminable,  pero  como  esto  es  lo  na¬ 
tural  y  lógico  en  cuanto  a  la  buena  in¬ 
terpretación,  natural  y  lógico  es  pensar 
que  el  no  admitirse  excepciones  en  los 
juicios  ejecutivos  que  empiezan  por  se¬ 
ñalamiento  de  día  para  remate,  es  aten¬ 
tar  contra  el  derecho  de  defensa  consa¬ 
grado  por  la  Constitución,  ya  que  ellas 
no  podrían  ser  desechadas  sin  violar  la 
congruencia  de  la  Ley. 

Unos  jueces,  aceptan  las  excepciones 
propuestas  por  el  ejecutado,  pero  otros 
las  rechazan  en  estos  juicios  ejecutivos 
sin  sentencia,  bajo  la  razón  de  que  están 
ejecutando  la  sentencia  que  se  presupo¬ 
ne  dictada.  Como  se  vé,  existen  pues  dos 
jurisprudencias  absolutamente  opuestas 
y  que  emanan  de  la  interpretación  que 
cada  uno  hace  de  las  palabras :  “pero  si 
se  trata  de  la  ejecución  de  sentencia.” 

Y,  como  tratándose  de  la  aplicación 
de  la  ley,  no  es  posible  que  existan  a  la 
vez,  dos  prácticas  opuestas,  bueno  es 
que  los  entendidos  en  materias  de  dere¬ 
cho,  esclarezcan  el  punto,  ilustrando  a 
los  que  estamos  deseosos  de  saber  la  ver¬ 
dad. 

Queda  pues,  la  palabra  a  los  entendi¬ 
dos. 

José  L.  Pinetta  C. 


SE  NOMBRA  AL  C.  CORONEL  J.  JOAQUIN  DIAZ,  VOCAL 
MILITAR  SUPLENTE  DE  LA  SALA  4A  DE  APELACIONES 


Casa  del  Gobierno,  Guatemala  23  de 
julio  de  1924. 

El  Presidente  Constitucional  de  la 
República  de  conformidad  con  lo  dis¬ 
puesto  por  los  artículos  471,  472  y  473 
del  Código  Militar  2a.  Parte, 

ACUERDA: 

Nombrar  Vocal  Militar  Suplente  pa¬ 
ra  que  integre  la  sala  4a.  de  Apelacio¬ 
nes  residente  en  Quezaltenango,  en  con¬ 


cepto  de  Corte  Marcial,  al  Coronel  C. 
J.  Joaquín  Díaz,  en  sustitución  del  Te¬ 
niente  Coronel  C.  Vicente  de  León,  que 
renunció  y  a  quien  se  dan  los  debidos 
agradecimientos  por  los  servicios  pres¬ 
tados  en  dicho  puesto. 

Comuniqúese 

Orellana. 

El  Secretario  de  Estado  en  el 
Despacho  de  la  Guerra. 

Franco.  Fuentes  •  Aij  -T  . 
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CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

RESOLUCIONES  CIVILES  Y  CRIMINALES 

I  * - - - : - '  ■ 

CIVIL 

Para  formular  el  recurso  de  casación 
por  medio  de  otro  se  requiere  poder  o 
cláusula  especial. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema¬ 
la,  dos  de  Julio  de  mil  novecientos  vein¬ 
ticuatro. 

Vista  por  recurso  de  casación  con 
sus  antecedentese  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones  el 
tres  de  Abril  último,  en  el  juicio  ordi¬ 
nario  de  nulidad  seguido  por  los  Síndi¬ 
cos  de  las  Municipalidades  de  San  An¬ 
tonio  Aguas  Calientes  y  San  Andrés 
Cebados  contra  doña  Dolores  Quiñonez 
de  Valdés,  el  Licenciado  don  Manuel 
Estrada  Cabrera  y  General  don  José 
Barrios,  en  que,  sin  revocar  de  manera 
expresa  la  sentencia  dictada  por  el  Juez 
30.  de  Primera  Instancia  de  este  depar¬ 
tamento  que  declara  nulo  el  juicio  su¬ 
mario  de  despojo  seguido  por  la  misma 
Señora  contra  los  Señores  Estrada  Ca¬ 
brera  y  Barrios,  declara  sin  lugar  la 
nulidad  a  que  se  contrae  la  demanda 
de  los  expresados  Síndicos. 

RESULTANDO:  que  el  veinticinco 
de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  los 
Señores  Eusebio  Martínez  y  Juan  Her¬ 
nández  en  concepto  de  Síndicos  de  las 
Municipalidades  de  San  Antonio  y  San 
Andrés,  respectivamente,  y  debidamen¬ 
te  autorizados  para  el  efecto,  se  presen¬ 
taron  ante  el  Juez  30.  de  Primera  Ins¬ 
tancia  de  este  Departamento,  manifes¬ 
tando:  que  con  el  objeto  de  obtener  una 
comunicación  expedita  entre  los  pueblos 
de  San  Antonio  y  San  Andrés  con  el 
de  Dueñas,  las  Municipalidades  de  los 
dos  primeros  gestionaron  ante  el  enton¬ 


ces  Presidente  de  la  República  don  Ma¬ 
nuel  Estrada  Cabrera  la  apertura  de 
un  camino  atravesando  la  finca  “Urías” 
perteneciente  a  la  Señora  de  Valdés. 
Que  Estrada  Cabrera,  previos  los  trá¬ 
mites  e  informes  accedió  a  la  solicitud 
y  dió  sus  instrucciones  al  Jefe  Político 
de  Sacatepéquez  General  José  Barrios, 
para  que  procediera  a  la  apertura  de 
dicho  camino,  como  en  efecto  se  verifi¬ 
có  el  siete  de  Septiembre  de  mil  nove¬ 
cientos  diez  y  nueve  según  constaba  en 
acta  levantada  con  ese.  objeto.  Que  el 
año  siguiente,  la  Señora  de  Valdés 
aprovechando  la  caída  del  Poder  del 
Señor  Estrada  Cabrera  inició  el  juicio 
sumario  de  despojo  contra  él  y  el  Gene¬ 
ral  Barrios,  y  en  virtud  de  esa  acción, 
se  mandó  cerrar  la  vía  causándose  con 
esto  un  verdadero  despojo  porque  los 
pueblos  interesados  no  fueron  oíd<s  ni 
citados.  Que  este  juicio  debió  haberse 
tramitado  contra  los  pueblos  ya  expre¬ 
sados  porque  de  haber  habido  despojo 
estos  eran  los  que  lo  habrían  consuma¬ 
do  y  de  ninguna  manera  contra  perso¬ 
nas  extrañas  que  no  tenían  ningún  in¬ 
terés.  Que  la  acción  deducida  tampoco 
era  procedente  ni  legal  porque  ninguno 
de  los  demandados  era  Juez  ni  dictaron 
por  lo  mismo  ninguna  providencia  ju¬ 
dicial  para  que  se  les  pudiera  aplicar 
el  precepto  del  Arto.  1173  Prs.  C. ;  pe¬ 
ro  aún  suponiendo  que  esto  no  fuera 
así,  el  procedimiento  seguido  es  contra¬ 
rio  a  la  ley  porque  no  era  competente 
el  Juzgado  3°  para  conocer  de  esa  que¬ 
rella  de  despojo,  ya  que  la  gerarquía  del 
General  Barrios  se  equiparaba  a  la  de 
un  Juez  de  Primera  Instancia,  y  en  ese 
caso,  la  querella  solamente  pudo  inter¬ 
ponerse  ante  la  Sala  de  Justicia  corres¬ 
pondiente  como  lo  preceptúa  el  Arto. 
1175  Prs.  C.  Que  pof  otra  parte  el 
Juez  competente  para  conocer  del  des¬ 
pojo  es  el  del  lugar  donde  está  situada 
la  cosa  y  en  el  caso  sub-júdice  no  se  po¬ 
día  objetar  que  se  había  prorrogado  ju¬ 
risdicción  porque  era  improrrogable  al 
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tenor  del  Arto.  56  del  mismo  Cod.  Que 
fundados  en  lo  que  queda  expuesto  pe¬ 
dían  que  se  declarara  nulo  el  juicio  su¬ 
mario  de  despojo  seguido  por  la  Señora 
Valdés  y  en  consecuencia  que  se  resta¬ 
blecieran  las  cosas  al  estado  que  tenían 
antes  de  iniciarse  dicho  juicio;  y  con¬ 
cluyó  manifestando  que  se  citara  a  los 
Señores  Estrada  Cabrera  y  Barrios  por 
tener  interés  en  el  asunto. 

RESULTANDO:  que  se  mandó  co¬ 
rrer  traslado  en  vía  ordinaria  y  no  se 
proveyó  nada  con  relación  a  la  citación 
de  los  Señores  Estrada  C.  y  Barrios. 

RESULTANDO:  que  al  contestar 
el  traslado  el  Licenciado  don  Julio  Ce¬ 
sar  Martínez  como  apoderado  de  la  Se¬ 
ñora  de  Valdés,  manifestó:  que  según 
aparecía  en  el  acta  celebrada  en  la  Mu¬ 
nicipalidad  de  San  Antonio,  el  Gene¬ 
ral  Barrios,  Jefe  Político  de  Sacatepé- 
quez,  asociado  de  Alcalde  y  Oficiales, 
se  constituyó  en  la  finca  “Urías”  y  sin 
ninguna  diligencia  previa  y  mucho  me¬ 
nos  la  tramitación  legal  requerida  para 
la  expropiación,  se  procedió  a  despojar 
a  su  demandante  de  una  faja  de  terre¬ 
no  considerable  destrozando  plantacio¬ 
nes  de  caña  de  azúcar,  y  otras  más,  así 
como  a  romper  cercas  y  paredes,  sin 
ninguna  autorización;  teniendo  el  refe¬ 
rido  General  Barrios  por  única  base  pa¬ 
ra  cometer  el  referido  atentado,  según 
decía  él,  una  orden  del  entonces  Presi¬ 
dente  de  la  República,  Estrada  Cabre¬ 
ra;  y  contestando  los  argumentos  de  la 
demanda  expone:  E  que  no  fueron  los 
pueblos  los  que  causaron  los  despojos  si¬ 
no  que  el  Jefe  Político  abusando  de  su 
puesto,  razón  por  la  que  al  no  ser  parte 
en  el  juicio  no  tenían  que  ser  oídos  en 
él.  29  que  el  juicio  se  siguió  contra  el 
General  Barrios  como  responsable  civil¬ 
mente  del  acto  que  contra  la  ley  come¬ 
tió  y  el  único  Tribunal  competente  pa¬ 
ra  conocer  era  un  Juzgado  de  Primera 
Instancia.  5P  que  la  nulidad  la  debían 


haber  interpuesto  en  su  tiempo  y  no  hu¬ 
bieran  prorrogado  jurisdicción  como  lo 
hicieron  y  que,  en  cuanto  a  la  incompe¬ 
tencia  que  alegan  de  que  adolecía  el 
Juez,  solo  había  que  ver  que  el  General 
Barrios  no  conoció  de  ningún  asunto, 
sino  que  únicamente  cometió  un  despo¬ 
jo  por  no  haberse  seguido  las  diligen¬ 
cias  de  utilidad  pública  para  la  expro¬ 
piación  e  indemnización  de  la  faja  de  te¬ 
rreno  que  dicen  los  vecinos  necesitaban 
para  camino,  y  concluyó  pidiendo  que  se 
tuviera  por  contestada  negativamente  la 
demanda;  que  se  resolviera  este  asunto 
como  punto  de  derecho,  en  vista  del  jui¬ 
cio  respectivo  cuya  sentencia  está  ejecu¬ 
toriada  y  se  declarara  la  legalidad  y  sub 
sistencia  del  juicio  sumario  a  que  la  de¬ 
manda  se  refiere. 

f 

RESULTANDO:  que  accediendo  a 
lo  pedido  se  tuvo  por  contestada  nega¬ 
tivamente  la  demanda  y  se  llamaron 
autos. 

i 

RESULTANDO:  que  al  folio  diez  y 
siete  aparece  un  escrito  firmado  a  ruego 
de  los  personeros  de  las  Municipalida¬ 
des  por  José  L.  Ortiz,  en  el  cual  se  pide 
que  se  mande  continuar  el  traslado  con 
el  General  José  Barrios;  pero  solamente 
se  mandó  hacer  saber  el  proveído  ante¬ 
rior  en  que  se  llaman  autos,  siendo  no¬ 
tificados  de  este  proveído  todos  los  inte¬ 
resados  sin  que  ninguno  hiciera  obje¬ 
ción  alguna. 

/ 

RESULTANDO:  que  el  General  Jo¬ 
sé  Barrios  se  presentó  en  memorial  fe¬ 
chado  el  diez  y  nueve  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  veintitrés,  manifestan¬ 
do:  que  está  de  acuerdo  en  un  todo  con 
la  demanda  de  que  se  trata. 

RESULTANDO:  que  a  petición  de 
la  parte  actora  y  “para  mejor  fallar’  se 
mandó  que  se  tuviera  a  la  vista  el  juicio 
de  despojo  a  que  se  refiere  la  demanda. 
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RESULTANDO:  que  el  Juez  dictó 
sentencia  declarando  nulo  el  juicio  su¬ 
mario  objeto  de  la  demanda;  pero  la 
Sala  3a.  que  conoció  en  virtud  de  ape¬ 
lación  interpuesta  por  el  personero  de  la 
demandante,  declaró  como  se  dijo  al 
principio  de  este  fallo,  sin  lugar  la  nuli¬ 
dad  pedida.  Ni  en  primera  ni  en  segun¬ 
da  Instancia  se  resolvió  nada  con  rela¬ 
ción  a  las  costas. 

RESULTANDO :  que  contra  el  pro¬ 
nunciamiento  de  la  Sala,  el  General  Ba¬ 
rrios,  en  su  propio  nombre  y  en  el  de 
los  personeros  de  las  Municipalidades 
demandantes  y  con  auxilio  del  Aboga¬ 
do  don  Eleazar  Urmeneta,  introdujo  el 
recurso  de  casación  citando  como  viola¬ 
dos  los  Artos.  56,  61,  87,  1097,  539»  883, 
885,  887  incisos  i9  y  29  del  Arto.  16 
Cod.  de  Prs.  Cls.  9  y  17  del  Cod.  Civil. 
Este  memorial  fue  firmado  por  el  Gene¬ 
ral  Barrios  y  por  el  Licenciado  Elea¬ 
zar  Urmeneta  teniendo  la  firma  de  este 
último  la  antefirma  que  dice  que  es  en 
auxilio  de  los  presentados. 

CONSIDERANDO:  que  no  habien¬ 
do  sido  parte  en  este  asunto  el  Gene¬ 
ral  don  José  Barrios,  ya  que  no  se  le 
quiso  dar  intervención  alguna  a  pesar 
de  haber  solicitado  la  parte  actora  en 
el  escrito  de  demanda  que  fuera  citado 
al  juicio,  y  posteriormente  que  se  le  die¬ 
ra  traslado,  no  puede  estimarse  como 
definitiva  en  cuanto  a  él  y  al  Licencia¬ 
do  Estrada  Cabrera  que  tampoco  fué 
citado,  la  sentencia  que  se  examina, 
una  vez  que  estos  Señores  tienen  expe¬ 
dito  su  derecho  para  promover  más 
tarde  si  les  conviene  otro  juicio  con  el 
mismo  objeto  que  el  presente,  razón  por 
la  cual,  así  como  porque  no  se  funda  el 
recurso  interpuesto  en  quebrantamien¬ 
to  sustancial  del  procedimiento  por  fal¬ 
ta  de  la  expresada  citación,  es  impro¬ 
cedente,  Arto.  560,  563,  1870  y  1871 
Prs.  Civiles. 


CONSIDERANDO:  que  siendo  re¬ 
quisito  indispensable  la  presentación  de 
poder  especial  o  general  con  cláusula 
especial  para  introducir  en  nombre  de 
otro  el  recurso  de  casación;  y  no  cons¬ 
tando  en  autos  el  poder  con  que  actúa 
el  Señor  Urmeneta,  también  es  improce¬ 
dente  por  esta  causa  el  recurso  inter¬ 
puesto  en  cuanto  a  los  personeros  de  las 
Municipalidades  de  San  Antonio  Aguas 
Calientes  y  San  Andrés  Ceballos,  sin 
que  sea  suficiente  para  justicar  esta 
falta  de  poder  la  razón  escrita  por  el 
Licenciado  Urmeneta  y  que  dice  que  lo 
hace  en  auxilio  de  Iqs  presentados,  por 
que  en  todo  caso  la  firma  de  Abogado 
es  otro  el  requisito  indispensable  para 
la  admisibilidad  del  recurso.  Arto.  1877 
Pr.  C. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  con  fundamento  de  lo  ve 
además  de  los  ya  citados  disponen  los 
Artos.  330  Dto.  273  y  1887  É r •  C.  de¬ 
clara  improcedente  el  recurso  inter¬ 
puesto,  manda  ingresar  a  la  Receptoría 
de  Fondos  de  Justicia  el  depósito  cons¬ 
tituido  y  condena  al  recurrente  al  pago 
de  las  costas  del  mismo. 

1 

R.  E.  Sandoval. 

Quirino  Flores  y  Flores. 

José  Serrano  Muñoz. 

Abel  Paredes.  Benjamín  Urruela. 

Salomón  Carrillo  Ramírez. 


Corte  Suprema  de  Justicia :  Guatema¬ 
la  cuatro  de  agosto  de  mil  novecientos 
veinticuatro. 

Vistos  y  considerando:  que  la  solici¬ 
tud  presentada  por  el  Gral.  José  Ba¬ 
rrios,  sobre  que  se  aclare  y  amplíe  la 
sentencia  que  con  fecha  dos  de  julio  úl¬ 
timo  dictó  este  Tribunal,  declarando  im¬ 
procedente  el  recurso  de  casación  intro¬ 
ducido  en  el  juicio  ordinario  promovido 
por  los  personeros  de  las  Municipalida- 
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des  de  San  Antonio  Aguas  Calientes  y 
San  Andrés  Ceballos  contra  doña  Dolo¬ 
res  Quiñónez  de  Valdés,  no  expresa  ra¬ 
zón  alguna  en  que  se  apoye  ni  tiene  fun¬ 
damento  legal ; 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  declara  que  no  ha  lugar  a  la 
aclaración  y  ampliación  socilitadas.  Ar¬ 
to,  184  y  186.  Dto.  No.  273.  Notifique- 
se,  Sandoval. — Flores  y  Flores. — Serra¬ 
no  Muñoz  j — Pcúr^des. — Rodríguez.  — 
Salomón  Carrillo  Ramírez. 


CIVIL 

El  abandono  de  la  acción  ejecutiva  no 
implica  la  pérdida  del  derecho  para 
reclamar,  por  otro  medio,  el  cumpli¬ 
miento  de  la  obligación  contraída. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema¬ 
la,  veintiocho  de  Junio  de  mil  novecien¬ 
tos  veinticuatro. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con 
sus  antecedentes  la  sentencia  de  la  Sala 
Tercera  de  Apelaciones,  fecha  veinti¬ 
cuatro  de  Diciembre  último,  que  revoca 
la  del  Juez  3*.  de  Primera  Instancia  de 
este  Departamento,  de  veintiuno  de  Ju¬ 
nio  de  mil  novecientos  veintitrés,  y  re¬ 
solviendo  declara  sin  lugar  las  excepcio¬ 
nes  opuestas  y;la  nulidad  solicitada  por 
la  parte  reo;  condena  a  la  heredera  de 
don  Manuel  J.  Alvarado,  doña  María 
Meza  v.  de  Alvarado,  a  pagar  dentro 
de  tercero  día,  a  las  señoritas  Clara, 
Isabel  y  Romelia  Roberts,  las  sumas  de 
dos  mil  y  cinco  mil  pesos,  los  intereses 
estipulados  en  los  correspondientes  do¬ 
cumentos  desde  las  fechas,  en  que  fue¬ 
ron  suscritos  hasta  su  efectivo  pago,  y 
los  gastos  del  juicio.  El  fallo  apelado  ab¬ 
suelve  a  la  representación  de  la  mortuo¬ 
ria  de  don  Manuel  J.  Alvarado  de  la 
demanda  de  las  señoritas  Roberts. 

RESULTANDO:  que  el  veintiuno 
de  Septiembre  de  mil  novecientos  vein¬ 


tidós  las  señoritas  Roberts,  se  presen¬ 
taron  al  indicado  Juez,  demandando  en 
vía  ordinaria  de  la  heredera  de  don  Ma¬ 
nuel  J.  Alvarado,  doña  María  Meza  v. 
de  Alvarado,  representada  por  su  hijo, 
don  Manuel  F.  Alvarado,  el  pago  den¬ 
tro  de  tercero  día  de  la  cantidad  de 
veinticuatro  mil  ciento  ochenta  pesos, 
cuya  obligación  consta  en  dos  pagarés 
autenticados  que  aparecen  subscritos  por 
don  Manuel  J.  Alvarado  a  favor  de  don 
Martín  Roberts,  uno  por  la  cantidad  de 
cinco  mil  pesos  fechado  el  quince  de  Ene 
ro  de  mil  ochoceintos  noventa  y  nueve, 
expresa  que  devenga  el  interés  anual  de 
doce  por  ciento,  y  el  otro  por  la  canti¬ 
dad  de  dos  mil  pesos  y  de  fecha  quince 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  siete,  indica  que  el  interés  es  del  seis 
por  ciento  al  año ;  que  hasta  el  quince  del 
mes  en  que  comparecen  las  peticiona¬ 
rias,  los  intereses  caídos  arrojan  diez  y 
siete  mil  ciento  ochenta  pesos,  que,  agre 
gados  al  capital,  hacen  la  suma  pedida. 
Demandaron  también  los  intereses  que 
continúen  devengándose,  las  costas,  y  los 
daños  y  prejuicios. 

| 

RESULTANDO :  que  corrido  el 
traslado  correspondiente  ,1a  señora  Me¬ 
za  v.  de  Alvarado  negó  la  demanda,  opu¬ 
so  las  excepciones  de  cosa  juzgada  y; 
prescripción,  pidió  que  se  reciba  a  prue¬ 
ba  el  juicio  para  justificar  su  defensa, 
y  que  se  le  absuelva  y  se  condene  en 
costas  a  la  parte  actora. 

RESULTANDO:  que  al  llamarse 
“autos”  con  citación  se  reservaron  para 
resolver  en  su  oportunidad  las  excepcio¬ 
nes  perentorias  propuestas,  y  abierta  a 
prueba  por  cuarenta  días  la  contienda, 
las  actoras  presentaron  certificadas  sus 
partidas  respectivas  de  nacimiento  para 
demostrar  que  la  acción  intentada  no 
está  prescrita,  y  pidieron  se  agregaran 
y  tuvieran  por  presentados  los  pagarés 
de  referencia  que  obraban  en  el  embar¬ 
go  preventivo.  '  k 
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RESULTANDO:  que  mandadas  reu 
nir  las  pruebas  producidas  a  los  autos, 
por  haber  vencido  el  término  probato¬ 
rio,  y  corridos  los  respectivos  traslados, 
la  parte  reo  acompañó  a  su  alegato  cer¬ 
tificación  de  la  Secretaría  del  Juzgado 
i9  de  Primera  Instancia  en  que  consta 
que,  don  Martín  Roberts  promovió  con¬ 
tra  don  Manuel  J.  Alvarado,  el  veinti¬ 
cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  no¬ 
venta  y  nueve,  ejecución  fundada  en 
dos  pagarés  por  dos  mil  y  cinco  mil  pe¬ 
sos,  la  cual  se  declaró  abandonada  en 
Primera  Instancia,  el  veinticuatro  de 
Agosto  de  mil  novecientos  veintidós,  y 
abandonada  también  la  segunda,  por 
auto  de  diez  y  seis  de  Marzo  de  mil  no¬ 
vecientos  veintitrés,  y  en  consecuencia 
firme,  la  resolución  que  la  motivó. 

« 

RESULTANDO:  que  la  misma  par¬ 
te  en  su  alegato  de  buena  prueba  sostu¬ 
vo  y  pidió  la  nulidad  de  los  documentos 
que  sirven  de  base  a  la  controversia, 
porque  el  Notario  al  certificar  la  auten¬ 
ticidad  de  las  firmas  no  dió  fé  de  cono¬ 
cer  a  don  Manuel  J.  Alvarado,  ni  a  los 
testigos  que  intervinieron,  deficencia 
que,'  en  su  concepto  causa  la  ineludible 
invalidez  de  las  expresadas  obligaciones. 

RESULTANDO:  que  citados  los  li¬ 
tigantes  para  sentencia,  recayó  esta  que, 
apelada  por  los  actores  originó  Ja  que  se 
examina,  y  contra  la  cual  la  señora  viu¬ 
da  de  Alvarado,  patrocinada  por  el  Abo 
gado  José  L.  Charnaud  introdujo  el  in¬ 
dicado  recurso  extraordinario  por  esti¬ 
mar  violadas  las  disposiciones  de  los 
Arts.  641,  645  y  658  del  C.  C.  163,  603, 
673-  689,  723,  724,  439,  443  Y  444  C.  C. 
de  Ps.;  46,  ni,  113,  189,  19°  y  2I5  del 
Dto.  Número  273. 

CONSIDERANDO:  que  el  abando¬ 
no  de  la  Primera  Instancia  es  un  deses- 
timiento  tácito  que,  así  como  el  expre¬ 
so,  repone  las  cosas  al  estado  que  an¬ 
tes  tuvieran,  sin  que  produzca,  el  que 


fuere  declarado  en  juicio  ejecutivo,  efec¬ 
tos  de  cosa  juzgada  en  el  ordinario,  co¬ 
mo  no  la  produce  la  sentencia  de  no  ha¬ 
ber  lugar  a  trance  y  remate  que  si  bien 
definitiva  en  su  clase,  no  es  ejecutoria, 
toda  vez  que  los  derechos  de  los  litigan¬ 
tes  quedan  a  salvo  para  discutir  en  jui¬ 
cio  plenario  la  obligación  que  la  produ¬ 
jo,  a  menos  que  haya  procedido  juicio 
declarativo  o  la  cuestión  hubiere  sido 
puramente  de  derecho,  y  bajo  tales  con¬ 
ceptos  deberá  entenderse  que  la  acción 
extinguida  de  que  habla  el  Arto.  113 
del  Decreto  273,  es  la  ejecutiva  y  no  la 
ordinaria,  la  cual  está  expedita  como  lo 
previene  el  precepto  contenido  en  el  ar¬ 
tículo  215  del  mismo  Decreto,  y  en  esta 
acepción  no  puede  estimarse  que  el  fa¬ 
llo  recurrido  haya  violado  las  mencio¬ 
nadas  disposiciones  ni  las  que  encierran 
los  Arts.  439,  443,  444  del  C.  C.  de  Ps. ; 
ni,  189  y  190  del  citado  Decreto. 

CONSIDERANDO:  que  computado 
el  tiempo  desde  que  la  mayor  de  las  se¬ 
ñoritas  Roberts,,  cumplió  su  mayoría  de 
edad,  a  la  fecha  de  la  demanda,  apare¬ 
ce  que  no  han  corrido  los  diez  años  que 
la  ley  requiere  para  la  prescripción  ne¬ 
gativa  cuando  la  obligación  no  está  ase  - 
gurada  con  hipoteca,  y  en  esa  virtud  la 
excepción  opuesta  al  respecto,  como  lo 
aprecia  la  Sala  es  improcedente,  y  por 
consecuencia,  dicho  Tribunal  no  infrin¬ 
gió  lo  dispuesto  en  los  Arts.  641,  645  y 
658  del  C.  C. 

CONSIDERANDO:  que  aparte  de 
la  prescripción  y  paga  o  conpensación 
que  pueden  oponerse  en  cualquier  esta¬ 
do  del  litigio  hasta  la  citación  para  de¬ 
finitiva,  la  ley  prescribe  que  las  demás 
excepciones  perentorias  han  de  discutir¬ 
se  al  mismo  tiempo  que  el  negocio  prin¬ 
cipal,  decidiéndose  en  una  sola  senten 
cia  sin  que  sea  permitido  por  esta  razón 
oponerlas  después  de  contestada  la  de¬ 
manda,  y  no  habiendo  la  parte  reo  pro- 
pusto  en  tiempo  la  de  nulidad  que  des-' 
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pues  alegara,  el  fallo  que  se  examina  al 
desestimar  tal  defensa  no  violó  los’ prin¬ 
cipios  estatuidos  en  los  Artos.  673,  6S9, 
723  y  724  del  C.  C.  de  Ps. 

CONSIDERANDO:  que  por  to¬ 
do  1  oexpuesto,  es  indudable  que  tampo¬ 
co  hubo  contravención  a  lo  que  dispone 
el  Arto.  603,  del  repetido  Cod.  de  Ps 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de 
Justicia  con  presencia  además  de  lo  que 
preceptúa  el  Arto.  1887  del  Cod.  últi¬ 
mamente  aludido,  declara  que  no  ha  lu¬ 
gar  al  recurso  extraordinario  de  refe¬ 
rencia  ;  que  los  gastos  causados  con  mo¬ 
tivo  de  él  son  de  cuenta  del  recurrente 
y  que  el  depósito  constituido  debe  in¬ 
gresar  a  fondos  de  justicia. 

Notifíquese  y  devuélvanse  los  ante¬ 
cedentes  con  certificación. 

R.  E.  Sandoval. 

Quirino  Flores  y  Flores. 

José  Serrano  Muñoz. 

Abel  Paredes.  Benjamín  Urruela. 

Salomón  Carrillo  Ramírez. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema¬ 
la,  veintidós  de  agosto  de  mil  nove¬ 
cientos  veinticuatro. 

/ 

Vista  para  resolver  la  solicitud  pre¬ 
sentada  por  el  personero  de  doña  María 
Meza  v.  de  Alvarado,  contraída  a  que 
se  aclare  y  amplíe  la  sentencia  proferi¬ 
da  por  este  Tribunal  con  fecha  veinti¬ 
ocho  de  junio  retropóximo;  petición  que 
funda  el  representante  legal  de  la  seño¬ 
ra  Meza  v.  de  Alvarado,  en  el  hecho  de 
que  esta  Suprema  Corte,  al  fallar,  no 
tomó  en  cuenta  la  nulidad  que  alegó  el 
mencionado  personero  contra  los  docu¬ 
mentos  en  que  apoyan  su  acción  las  de¬ 
mandantes. 

CONSIDERANDO:  que  la  senten¬ 
cia  referida  no  es  ambigua,  contradic- 


1 

toria  ni  se  encuentra  concebida  en  tér¬ 
minos  obscuros;  y  en  ese  concepto  no 
procede  aclararla  Arto.  881  C.  P.  Cvs. 

CONSIDERANDO :  que  el  fallo  en 
que  se  declaró  sin  lugar  el  recurso  ex¬ 
traordinario  de  casación  al  hablar  de  la 
nulidad  opuesta  por  la  parte  reo  en  su 
tercer  “Considerando”  expresa  de  un 
modo  categórico,  que  la  demandada  no 
cuidó  de  interponer  en  tiempo  la  ex¬ 
cepción  aludida;  razón  por  la  cual  pro¬ 
cedía  desestimar  esa  defensa  .Que  ha¬ 
biéndose  resuelto  por  este  Tribunal 
acerca  del  único  punto  controvertido,  y 
no  tratándose  de  ningún  otro  de  los  ca¬ 
sos  que  se  enumeran  en  el  Arto.  186 
del  Dto.  273,  tampoco  corresponde  am¬ 
pliar  la  sentencia  relacionada. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  con 
fundamento  en  las  disposiciones  legales 
que  acaban  de  citarse,  declara:  sin  lu¬ 
gar  la  ampliación  y  aclaración  de  que 
se  hizo  mérito.  Notifíquese  y  como  está 
mandado  devuélvanse  los  antecedentes 
al  Tribunal  de  su  origen. 

Sandoval. 

Flores  y  Flores. 

Serrano  Muñoz.  Paredes. 

J.  F.  Rodríguez. 

Salomón  Carrillo  Ramírez. 


CIVIL 

Para  que  un  instrumento  público,  se  ten 
ga  como  nulo  o  falso,  es  necesario  que 
el  actor  acredite  debidamente,  todos 
los  extremos  que  para  hacer  dicha  de¬ 
claratoria  exige  la  ley. 

\ 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema¬ 
la,  veintiocho  de  julio  de  mil  novecien¬ 
tos  veinticuatro. 

Vista  por  recurso  de  casación  con  sus 
antecedentes,  la  sentencia  de  quince  de 
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Mayo  de  mil  novecientos  veintidós,  pro¬ 
ferida  por  la  Sala  Primera  de  lq  Corte 
de  Apelaciones,  en  la  que  revoca  la  dic¬ 
tada  por  el  Juzgado  Primero  de  Prime¬ 
ra  Instancia  del  Departamento  de  Gua¬ 
temala  el  veintiocho  de  Noviembre  de 
mil  novecientos  veintiuno,  y  resolviendo 
en  lo  principal,  condena  al  Licenciado 
don  Manuel  Estrada  Cabrera,  a  pagar 
dentro  de  tercero  día,  a  la  señora  doña 
Clara  Novales  de  Palláis  los  alquileres 
que  le  debe  desde  el  primero  de  Enero 
de  mil  novecientos  diez  y  seis  al  diez  y 
siete  de  Agosto  de  mil  novecientos  diez 
y  ocho,  a  razón  de  TRESCIENTOS 
CINCUENTA  PESOS  moneda  nacio¬ 
nal  mensuales,  y  sin  especial  condena¬ 
ción  en  costas,  le  absuelve  de  los  otros 
capítulos  de  la  demanda. 

i 

RESULTANDO:  i9  Que  en  memo¬ 
rial  de  catorce  de  febrero  de  mil  nove¬ 
cientos  veintiuno,  doña  Clara  Novales 
de  Palláis,  autorizada  por  su  esposo  don 
Juan  Bautista  Palláis,  se  presentó  al 
Juzgada  i9  de  Primera  Instancia  del 
Departamento  de  Guatemala,  exponien¬ 
do  :  que  por  herencia  de  su  tío  don  Brau¬ 
lio  Novales  adquirió  la  casa  núme  o  (3) 
tres  de  la  (8a.)  octava  Calle  Poniente 
de  esta  Ciudad,  inscrita  en  el  Prmer 
Registro  de  la  Propiedad  Inmueble  al 
número  (76)  setenta  y  sies,  folio  (278) 
doscientos  setenta  y  ocho  del  Libro  ( 10) 
diez  de  Guatemala,  con  una  paja  de 
agua  de  Mixco  y  Pínula  que  disfruta, 
inscrita  en  la  matrícula  número  (1222) 
mil  doscientos  veintidós  del  Registro 
respectivo:  que  el  Licenciado  don  Ma¬ 
nuel  Estrada  Cabrera,  Presidente  de  la 
República  entonces,  ocupó  de  hecho  con¬ 
tra  su  voluntad  dicha  casa  desde  el  quin 
ce  de  Junio  de  (1899)  ochocientos 
noventa  y  nueve,  sin  previo  contrato,  y 
valiéndose  del  alto  puesto  que  disfruta¬ 
ba,  sin  pagar  renta  alguna;  que  repeti¬ 
das  veces  le  escribió  con  el  objeto  de  que 
le  pagara  el  alquiler  de  TRESCIEN¬ 
TOS  PESOS  ORO  AMERICANO 


alquiler  que  ella  estimaba  justo)  y  ja¬ 
más  obtuvo  respuesta;  que  procuró  ha¬ 
blarle  para  cobrarle  los  alquileres,  pero 
que  nunca  le  concedió  las  audiencias  que 
le  solicitó;  que  por  más  de  siete  años, 
no  recibió  un  centavo  de  renta  hasta 
que,  por  un  acto  propio  del  Licenciado 
Estrada  Cabrera,  resolvió  mandar  pa¬ 
garle  alquileres  a  razón  de  doscientos 
cincuenta  pesos  moneda  nacional,  por 
mes :  que  ese  pago  ad  libitum  consta  en 
escritura  autorizada  en  esta  capital, 
por  el  Notario  don  Juan  Mata  C.,  el  tres 
de  Diciembre  de  mil  novecientos  seis, 
que  por  coacción  y  miedo  tuvo  que  fir¬ 
mar  la  compareciente:  que  posterior¬ 
mente,  por  medio  de  amenazas  y  coac¬ 
ciones,  la  obligó  a  firmar  a  su  favor, 
otras  escrituras  de  pagos  de  alquileres 
ínfimos  no  estipulados,  y  finiquitos  que 
ella,  de  su  voluntad,  jamás  le  habría  otor 
gado,  tales  son:  la  de  seis  de  junio  de 
( 19 1 1 )  mil  novecientos  once,  ante  el  No¬ 
tario  don  Antonio  Rivera;  la  de  (15) 
1  quince  de  Enero  de  (1914)  mil  novecien 
tos  catorce  y  (30)  treinta  de  marzo  de 
(1916)  mil  novecientos  diez  y  seis,  an¬ 
te  el  Notario  don  Abel  Girón;  después 
de  cuya  fecha  quedaron  pendientes,  sin 
carta  de  pago  ni  finiquitos,  dos  años, 
siete  meses  y  diez  y  siete  días,  pues  en  la 
última  de  las  indicadas  escrituras,  ¿se 
hizo  constar  que  se  le  cancelaban  alqui¬ 
leres  hasta  (31)  treinta  y  uno  de  Di¬ 
ciembre  de  (1915)  mil  novecientos  quin¬ 
ce;  que  dichas  escrituras  no  contienen 
un  acto  jurídico  válido,  sino  un  acto  pa¬ 
sivo  de  su  parte,  en  que  actuó  impulsa¬ 
da  por  la  violencia  y  las  amenazas  que 
en  ella  y  en  su  familia  se  ejercían  de 
modo  incontrastable  y  que  por  lo  tanto, 
eran  nulos  los  finiquitos  o  cartas  de  pa- 
<*o  relacionadas:  que,  así  mismo,  Estra¬ 
da  Cabrera  se  valió  de  la  violencia  y 
de  las  amenazas  para  apropiarse  el  in¬ 
mueble,  a  la  fuerza,  y  que,  por  medio 
de  varias  personas,  le  exigió  que  le  otnr 
so  de  dominio  por  supuesta  compra- 
gara  a  su  favor,  la  escritura  de  traspa- 
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venta  y  como  ella  se  resistió  y  manifes¬ 
tó  su  resolución  de  no  querer  vender 
dicha  casa,  le  mandó  hacer  nuevas  y 
graves  amenazas,  como  la  de  expulsar, 
por  extranjero  pernicioso,  a  su  marido; 
la  de  poner  en  prisión  a  su  menor  hijo 
Emilio  Enrique  Palláis  Novales  y  la  de 
expropiarla  del  inmueble  por  una  fingi¬ 
da  causa  de  utilidad  pública  si  no  acce¬ 
día  a  sus  deseos:  “Tales  amenazas  fue¬ 
ron  hechas  por  medio  de  varias  perso¬ 
nas  en  días  diferentes  y,  por  fin,  un  día 
recibió  con  el  ultimátum  de  que,  al  ne¬ 
garse,  se  ejecutarían  inmediatamente  di 
chas  amenazas,  la  orden  de  recibir  en 
su  casa  de  habitación  a  un  Notario,  que 
se  constituiría  ahí  para  que  ella  firmara 
la  escritura  traslativa  del  dominio  de  la 
casa:  y  en  efecto,  el  (17)  dies  y  siete 
de  agosto  de  (1918)  mil  novecientos 
dies  y  ocho  se  presentó  en  su  casa  de  ha¬ 
bitación,  ubicada  en  el  callejón  de  la  An¬ 
tigua  Aduana  de  esta  Ciudad,  el  Nota¬ 
rio  don  Leonardo  Lara  G.  acompañado, 
únicamente,  del  General  don  José  María 
Letona  con  la  escritura  de  forzada  com¬ 
pra-venta  que  tuvo  entonces  qué  firmar, 
sin  su  consentimiento,  contra  su  volun¬ 
tad,  violentada  y  amenazada,  solo  para 
evitar  el  cumplimiento  de  las  tremendas 
amenazas  y  los  sufrimientos  morales  y 
físicos,  que  Estrada  Cabrera,  tenía  re¬ 
servados  a  los  dos  seres  para  ella 
más  queridos;  y  que,  a  la  autorización 
de  la  misma  escritura,  no  llegaron  los 
testigos  que  en  la  misma  figuran,  seño¬ 
res  don  Abel  Corzo  y  don  Enrique  Sa- 
lazar  G.  ni  el  seudo-comprador,  Estra¬ 
da  Cabrera ;  que  el  precio  en  que  figura 
vendida  su  casa,  es  de  SETENTA  MIL 
PESOS  MONEDA  NACIONAL,  sien 
do  así  que  ella  al  venderla  lo  habría  he¬ 
cho  por  el  precio  justo  que  es  de  CIN¬ 
CUENTA  MIL  PESOS,  ORO  AME 
RICANO,  valor  igual  al  en  que  fué  ven 
dida  la  casa  contigua,  donde  vivió  el  Ge¬ 
neral  Barrios,  igual  en  todo,  a  la  de 
que  se  ocupa ;  que  el  contrato  de  supues¬ 
ta  compra-venta  a  que  se  ha  referido 


es  nulo  porque  sin  observarse  las  for¬ 
mas  y  ritualidades  que  el  Código  Civil 
establece  y  exige  para  la  validez  de  las 
obligaciones,  recayó  en  un  hecho  delic¬ 
tuoso ,  mediando  las  amenazas,  la  coac¬ 
ción,  la  fuerza  y  el  miedo;  y  es  falso, 
porque  no  existió ,  como  es  falsa  la  es¬ 
critura  en  que  se  hizo  constar,  porque 
se  hicieron  aparecer  en  ella  hechos  fal¬ 
sos,  como  son :  el  de  que  ella  hubiera  fir¬ 
mado  en  “La  Palma”  pues  fué  obligada 
a  hacerlo  en  su  casa  de  habitación  indica 
da ;  el  de  su  consentimiento  que  no  dió ; 
el  de  que  Estrada  Cabrera  hubiese  esta¬ 
do  presente  al  acto,  en  unión  de  los  tes¬ 
tigos  instrumentales,  con  ella  (la  vende¬ 
dora),  no  habiendo  estado;  en  el  de  que 
en  ese  acto  a  presencia  de  Notario  y  tes¬ 
tigos  hubiese  aceptado  Estrada  Cabrera 
el  contrato  d’  compra-venta,  q’  no  le  pro 
puso :  el  de  que  los  testigos  hubiesen  com 
parecido  al  otorgamiento  y  firma  del 
contrato,  siendo  así  que  no  comparecie¬ 
ron;  y  el  de  que  el  Notario  hubiese  fir¬ 
mado  a  su  presencia  en  “La  Palma” 
donde  ella  no  estuvo  o  en  su  indicada 
casa,  con  Estrada  Cabrera  y  los  testigos 
instrumentales,  a  donde  estos  no  com¬ 
parecieron.  Que,  dados  esos  anteceden¬ 
tes,  que  son  los  hechos  que  ha  de  pro¬ 
bar,  demanda  al  señor  Licenciado  don 
Manuel  Estrada  Cabrera,  para  que  pre¬ 
vios  los  trámites  de  ley,  se  hagan  las  de¬ 
claraciones  siguientes:  Primero :  que 
son  nulos  los  contratos  y  nulas  las  es¬ 
crituras  de  (3)  tres  de  Diciembre  y  (ó) 
seis  de  junio  de  mil  novecientos  once  au¬ 
torizadas  por  los  Notarios  Juan  Mata 
C.  y  Antonio  Rivera,  respectivamente 
por  las  cuales  recibió  la  demandante 
$17.728.19  y  $16.800  moneda  nacional 
por  alquileres  de  la  casa  número  3  de 
la  Octava  Calle  Poniente.  Y  son  tam¬ 
bién  nulos  los  contratos  y  escrituras  de 
finiquitos  y  cartas  de  pago  que  se  le  for¬ 
zó  a  otorgar  el  15  de  enero  de  mil  no¬ 
vecientos  catorce  por  $12.600  y  30  de 
marzo  de  1916  por  $8.400  moneda  na¬ 
cional  ante  el  Notario  Abel  Girón.  Se- 
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gundo :  que  el  señor  Estrada  Cabrera, 
debe  pagar  por  el  uso  de  la  casa  que  ha¬ 
bitó  durante  19  años  la  renta  de  tres¬ 
cientos  pesos  oro  americano  al  mes,  abo¬ 
nándole  las  cantidades  que  en  moneda 
nacional  le  fueron  entregadas.  Tercero : 
que  es  falso  y  nulo  el  contrato  de  com¬ 
pra-venta  contenido  en  la  escritura  fal¬ 
sa  y  nula  de  (17)  diez  y  siete  de  agos¬ 
to-de  (1918)  mil  novecientos  dieciocho 
autorizada  en  esta  capital  por  el  Nota¬ 
rio  don  Leonardo  Lara  G.  Cuarto :  que 
en  consecuencia,  debe  reivindicar  la  ca¬ 
sa  vendida ;  cancelarse  la  undécima  ins¬ 
cripción  de  dominio  de  la  misma  hecha 
en  el  Registro  a  favor  de  Cabrera  y  que, 
los  setenta  mil  pesos  se  le  abonaran  en 
cuenta  de  los  alquileres  que  ha  de  pa¬ 
garle.  Quinta :  que  la  casa  referida  y  la 
paja  de  agua  de  Mixco  y  de  Pínula  de 
que  disfruta,  son  de  la  exclusiva  propie¬ 
dad  de  la  demandante;  y  Sexta :  que  el 
demandado  debe  pagarle  dentro  de  ter¬ 
cero  día,  los  intereses  legales  sobre  Ls 
cantidades  que  cobra  en  esta  demanda, 
las  costas  y  gastos  del  presente  juic:  > 

< 

RESULTANDO  29 —  Que  junto  con 
la  demanda  la  parte  actora  presentó  los 
dos  testimonios  de  las  escrituras  si¬ 
guientes:  el  primero  extendido  y  entre¬ 
gado  a  la  señora  Novales  de  Palláis,  por 
el  Notario  don  Juan  Mata  C.,  en  el  mis¬ 
mo  lugar  y  fecha  de  la  escritura  que 
contiene,  la  cual  fue  otorgada  ante  el 
propio  Notario  el  tres  de  diciembre,  de 
mil  novecientos  seis  y  en  ella  ap  trece  : 
que  la  señora  de  Palláis,  con  autoriza¬ 
ción  de  su  esposo  don  Juan  B.  Palláis, 
confesó  haber  recibido  del  Licenciado 
don  Manuel  Estrada  Cabrera,  en  mone¬ 
da  de  curso  legal  y  a  su  satisfacción,  la 
suma  de  diez  y  siete  mil  setecientos  vein 
tiocho  pesos,  diez  y  nueve  centavos 
($17,728.19)  por  alquileres  de  la  casa 
de  su  propiedad  número  tres  de  la  Octa¬ 
va  Calle  Poniente  de  esta  Ciudad,  co¬ 
rrespondientes  al  quince  de  junio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  (1899)  al 


treinta  ^  uno  de  diciembre  de  mil  nove¬ 
cientos  seis  (1906)  a  razón  de  doscien¬ 
tos  cincuenta  pesos  mensuales,  quedan¬ 
do  incluidas  en  la  cantidad  relacionada, 
todas  las  mejoras  que  el  inquilino  Li¬ 
cenciado  don  Manuel  Estrada  Cabrera 
hizo  en  dicha  casa  por  cuenta  de  la  pro¬ 
pietaria  :  El  otro  es  segundo  testimonio 
y  fue  extendido  por  el  Notario  Leonar¬ 
do  Lara  G.  el  doce  de  mayo  de  mil  no¬ 
vecientos  veinte  ( 1920)  y  corresponde  a 
la  escritura  que  literalmente  dice:  “En 
Guatemala,  a  diez  y  siete  de  agosto  de 
mil  novecientos  diez  y  ocho,  ante  mí  el 
Notario  y  testigos  aptos  por  derecho  y 
de  mi  conocimiento  don  Enrique  Sala- 
zar  y  don  Abel  Corzo,  estuvo  presente 
en  su  finca  La  Palma,  el  señor  Licen¬ 
ciado  don  Manuel  Estrada  Cabrera,  ma 
yor  de  edad,  viudo,  Presidente  Consti¬ 
tucional  de  la  República.  Comparece 
también  la  señora  doña  Clara  Novales 
de  Palláis  de  cuarenta  y  tres  años,  de 
oficios  de  su  sexo,  casada  con  don  Juan 
Bautista  Palláis,  de  cuarenta  y  tres 
años,  comerciante ;  ambos  son  vecinos  de 
esta  ciudad.  Doy  fé  de  conocerlos  así 
como  de  que  procediendo  el  Lie.  Estra¬ 
da  Cabrera  y  la  Señora  Novales  por  sí 
y  el  señor  Palláis  autorizando  a  su  es¬ 
posa  para  la  validez  de  este  acto  y  ase¬ 
gurando  los  señores  Palláis  Novales, 
hallarse  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
civiles,  manifestaron  haber  celebrado  el 
siguiente  contrato.  1’  Doña  Clara  No¬ 
vales  de  Palláis  vende  al  Licenciado  don 
Manuel  Estrada  Cabrera  por  el  precio 
recibido  a  su  satisfacción  de  SETEN¬ 
TA  MIL  PESOS,  la  casa  número  tres 
de  la  Octava  Calle  Poniente  de  esta 
Ciudad,  inscrita  en  el  Primer  Registro 
con  el  número  setenta  y  seis  (76)  folio 
doscientos  setenta  y  ocho  (278)  libro 
diez  (10)  de  Guatemala.  En  la  venta 
queda  incluida  una  paja  de  agua  de 
Mixco  y  Pínula  registrada  en  la  Parti¬ 
da  Número  (1222)  mil  doscientos  vein¬ 
tidós.  La  casa  mide  veinte  y  seis  varas 
por  55  de  fondo  y  se  vende  libre  de  gra- 
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vámen,  de  modo  que  cualquiera  que  apa¬ 
rezca  al  ser  presentada  ésta  al  Registro 
será  cancelada  por  cuenta  de  la  venL- 
dora  quien  como  es  de  ley,  queda  sujeta 
a  la  evicción  y  saneamiento.  29  El  Li¬ 
cenciado  Estrada  Cabrera  acepta  'a 
venta  en  los  términos  consignados  v  yo 
el  Notario,  advertí  lo  relativo  al  Regis¬ 
tro  y  doy  fé  de  haber  tenido  a  la  vista 
el  título  de  propiedad,  que  es  la  escri¬ 
tura  de  veintiséis  de  Octubre  de  mil  no¬ 
vecientos  ( 1900)  ante  el  Notario  don 
Manuel  J.  Alvarado;  el  título  de  agua, 
certificación  de  solvencia  con  los  fon¬ 
dos  de  Propios  y  los  que  dicen  (siguen 
las  solvencias  con  el  Fisco,  por  el  seis 
por  millar,  datada  el  23  de  julio  de  mil 
novecientos  diez  y  ocho  (1918)  y  los  de 
pago  de  alcabala  por  setenta  mil  pesos 
($70,000)  extendidas  el  16  de  agosto 
del  mismo  año  por  el  Director  de  Ren¬ 
tas  General,  y  el  Tesorero  de  las  Ca¬ 
sas  de  Beneficencia).  Leí  integramente 
lo  escrito  a  los  otorgantes  en  presencia 
de  los  testigos,  e  impuestos  de  su  con¬ 
tenido  y  efectos,  lo  ratificaron,  acepta¬ 
ron  y  firmaron,  de  que  doy  fé.  Manuel 
Estrada  C.,  Clara  N.  de  Palláis,  J.  B. 
Palláis,  Abel  Corzo,  E.  Salazar  G.,  An¬ 
te  mí  Leonardo  Lara  G.”  El  referido 
testimonio  está  sellado  con  la  estampilla 
del  Notario  y  tiene  razón  puesta  al  pié 
por  el  entonces  Registrador  de  la  Pro¬ 
piedad  Inmueble  Licenciado  F.  Quinte¬ 
ros  Andrino,  fechada  el  catorce  de  ju¬ 
nio  de  mil  novecientos  veinte,  de  que  el 
veinte  de  agosto  de  mil  novecientos  diez 
y  ocho  (1918),  se  registró  el  raíz  en  fa¬ 
vor  del  señor  Estrada  Cabrera  bajo  la 
na.  inscripción  de  dominio. 

RESULTANDO:  3’.— Que  el  Juz¬ 
gado  dió  traslado  de  la  demanda  por  el 
término  ordinario,  al  señor  Estrada  Ca¬ 
brera  y  que,  en  memorial  de  veintiocho 
de  marzo  del  mismo  año  (1920)  mil  no¬ 
vecientos  veinte,  la  señora  Novales  de 
Palláis,  solicitó  que  se  diera  interven¬ 
ción  al  Agente  Fiscal  en  el  juicio,  por 


estar  intervenidos  por  el  Gobierno  los 
bienes  de  aquel  señor,  a  lo  cual,  el  Juz¬ 
gado,  resolvió  que  no  había  lugar  por 
no  ser  parte  el  Agente  citado. 

RESULTANDO:  4’ — Que,  por  no 
haber  contestado  el  señor  Estrada  Ca¬ 
brera  la  demanda,  a  solicitud  de  la  ac- 
tora  se  tuvo  por  contestada  en  sentido 
negativo,  llamándose  autos  para  resol¬ 
ver  y,  el  diez  y  ocho  de  abril  de  mil  no¬ 
vecientos  veintiuno,  fué  abierto  a  prue¬ 
ba  el  juicio  por  el  término  ordinario  de 
cuarenta  días. 

1 

RESULTANDO  5* — Que  en  memo¬ 
rial  de  veinte  de  Abril  del  mismo  año 
(1921)  mil  novecientos  veintiuno,  la 
señora  Novales  de  Palláis  expuso:  que 
el  juicio  ordinario  que  inició  contra  el 
Licenciado  don  Manuel  Estrada  Ca¬ 
brera,  afecta  a  la  masa  del  concurso 
formado  al  propio  señor  en  el  Juzgado 
Tercero  de  Primera  Instancia  de  este 
Departamento  y  pidió  que  remitiéndose 
el  asunto  al  Juez  que  declaró  el  con¬ 
curso,  dé  audiencia  al  Síndico  de  este, 
para  lo  que  haya  lugar.  El  Juzgado  pro¬ 
veyó  dando  traslado  por  dos  días  al  Sín¬ 
dico  del  concurso  de  los  bienes  del  Li¬ 
cenciado  Estrada  Cabrera  de  la  incom¬ 
petencia  propuesta;  pero  en  memorial 
de  (6)  seis  de  mayo  subsiguiente,  la 
señora  Novales  de  Pallaeis  desistió  de 
tal  petición  y  previos  los  trámites  del 
caso,  en  auto  de  veintidós  de  junio  de 
mil  novecientos  veintiuno  el  Tribunal  tu 
vo  a  la  señora  Novales  de  Palláis  por 
desistida  de  la  incompetencia  de  mérito. 

RESULTANDO  69 — Que  durante  el 
término  de  prueba  fueron  rendidas  por 
la  parte  actora  las  siguientes:  A)  Exa¬ 
men  de  los  testigos  Francisco  Navas,  J. 
Marcos  Leiva,  José  Guadalupe  Cifuen- 
tes,  Jacinto  R.  Rosales,  Salvador  Sala- 
zar  e  Isidro  Rosal,  de  conformidad  con 
el  interrogatorio  presentado  al  efecto 
(folio  Primero  de  la  pieza  de  pruebas) 
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y  relativo  a  establecer:  “que  el  día  lu¬ 
nes  doce  de  agosto  de  mil  novecientos 
diez  y  ocho,  como  a  las  tres  de  la  tarde, 
llegó  a  la  casa  de  habitación  de  la  de¬ 
mandada,  situada  en  el  Callejón  de  la 
Antigua  Aduana,  entre  quince  y  diez  y 
seis  calle  oriente  de  esta  ciudad,  don  Fe¬ 
lipe  Márquez  padre  (conocido  como  ami 
go,  confidente,  ejecutor  y  agente  del  se¬ 
ñor  Estrada  Cabrera)  y  le  dijo  a  do¬ 
ña  Clara  Novales  de  Palláis,  que  iba 
en  nombre  del  señor  Licenciado  don  Ma 
nuel  Estrada  Cabrera  a  manifestarle: 
que  debía  venderle  la  casa  número  tres 
de  la  Octava  Calle  Poniente  de  esta 
Ciudad;  que  la  señora  Novales  de  Pa¬ 
lláis  contestó,  al  señor  Márquez,  que  no 
se  la  vendía :  y  que  éste  al  oír  tal  res¬ 
puesta  agregó:  que  el  señor  Presidente 
Estrada  Cabrera,  le  había  ordenado  que 
le  comunicara  que,  si  la  señora  Nova¬ 
les  de  Palláis  y  su  esposo,  no  firmaban 
la  escritura  de  compra-venta  de  la  refe¬ 
rida  casa,  mandaría  expulsar  del  país, 
como  extranjero  pernicioso,  a  don  Juan 
Bautista  Palláis,  mandaría  poner  en  la 
cárcel  a  su  hijo  Emilio  Enrique  Palláis 
y  la  expropiaría  del  referido  inmueble 
por  causa  de  utilidad  pública;  y  que  a 
pesar  de  todo  lo  expuesto,  la  señora  No¬ 
vales  de  Palláis  contestó  a  Márquez: 
que  no  vendía  su  casa”.  Los  seis  testi¬ 
gos  citados  en  el  orden  dicho  (folio  n 
a  14)  contestaron  afirmativamente  a 
las  preguntas  que  se  les  dirigieron, 
agregando  que  les  constaban  los  hechos, 
Quien  por  haber  ido  a  la  casa  de  la  in¬ 
terrogante,  en  busca  de  cajones;  otro  a 
comprar  cristalería,  china  y  peltre;  tres 
de  ellos  por  haber  llegado  a  comprar 
algunos  objetos  y  el  último  a  comprar 
un  poco  de  clavo  que  necesitaba.  B) 
Examen  de  don  José  Morales  M.  de 
conformidad  con  el  interrogatorio  pre¬ 
sentado  (folio  15  de  la  pieza  de  prue¬ 
ba)  relativo  a  establecer:  “que  el  día 
miércoles  diez  y  siete  de  julio  de  mil  no¬ 
vecientos  diez  y  ocho,  como  a  las  diez 
de  la  mañana,  fué  a  la  casa  de  la  señora 


Palláis,  enviado  por  el  Licenciado  don 
Manuel  Estrada  Cabrera,  Presidente  de 
la  República,  para  manifestarle  de  su 
parte:  que  necesitaba  que  la  señora  de 
Palláis  le  vendiese  su  casa  número  tres 
de  la  Octava  Calle  Poniente  de  esta  Ciu 
dad:  que  dicha  Señora  le  contestó  que 
no  se  la  vendía :  que  al  recibir  tal  res¬ 
puesta,  el  señor  Morales  M.  de  orden 
del  Licenciado  Estrada  Cabrera,  le  pre 
vino  que  si  no  le  vendía  la  casa  citada, 
expulsaría  del  país,  como  extranjero 
pernicioso,  a  su  esposo  don  Juan  Bautis 
ta  Palláis,  mandaría  poner  en  la  cárcel 
a  su  hijo  Emilio  Enrique  Palláis  y  que 
decretaría  la  expropiación  de  la  casa  ya 
dicha,  por  causa  de  utilidad  pública; 
que  a  pesar  de  esas  graves  amenazas, 
la  última  contestación  de  la  señora  de 
Palláis  fué:  “ que  no  le  vendía  su  refe¬ 
rida  casa”.  El  declarante  contestó  afir¬ 
mativamente  a  todas  las  preguntas  y 
repreguntado  por  el  Licenciado  don 
Manuel  Estrada  Cabrera,  de  conformi¬ 
dad  con  el  interrogatorio  presentado 
para  el  caso  (folio  cinco  de  la  pieza  de 
pruebas)  relativo  a  establecer  “que  ja¬ 
más  ha  tratado  con  el  Licenciado  Es¬ 
trada  Cabrera  ni  con  otra  persona  de 
alguna  cosa  que  a  este  se  refiera ;  o  que 
diga  cuando,  donde  y  porqué  motivo  so¬ 
licitó  audiencia.”  El  interrogado  señor 
Morales  M.  contestó  que  hacía  como 
diez  años  que  Cabrera  lo  llamó  para 
que  viniera  a  esta  Ciudad  desde  Que- 
zaltenango,  para  tratar  la  venta  de  una 
parte  del  portal  de  “ANGUIANO”,  en 
aquella  ciudad,  propiedad  de  su  esposa 
Justina  Anguiano  de  Morales:  que  va¬ 
rias  veces  solicitó  audiencia  como  ío 
podrá  afirmar  el  General  Cifuentes; 
que  la  segunda  vez  que  habló  con  el 
Licenciado  Estrada  Cabrera,  fué  en  el 
mes  de  julio  de  mil  novecientos  diez  y 
ocho  en  '“La  Palma”  para  el  negocio 
de  la  casa  de  los  esposos  Palláis.  C) 
Examen  de  Félix  Octavio  Sánchez  O. 
conforme  al  interrogatorio  de  folio  diez 
y  siete  de  la  pieza  citada,  relativo  a  es- 
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tablecer:  “que  el  día  viernes  catorce  de 
junio  de  mil  novecientos  diez  y  ocho  co¬ 
mo  a  las  dos  de  la  tarde  llegó  el  señor 
Sánchez  O.  a  la  casa  de  la  señora  de 
Palláis  de  parte  del  Licenciado  Estrada 
Cabrera,  a  proponerle  que  le  vendiera 
la  casa  citada,  y  que  obteniendo  respues¬ 
ta  negativa,  de  parte  de  dicha  señora  le 
hizo  las  mismas  amenazas  que  le  había 
hecho  por  medio  del  señor  Morales  M. 
y  que  a  pesar  de  ellas  siempre  obtuvo 
la  misma  negativa  de  parte  de  la  Señora 
de  Palláis.”  El  señor  Sánchez  contestó 
afirmativamente,  a  todas  las  preguntas 
que  se  le  formularon  y  repreguntado 
por  el  demandado  en  la  misma  forma 
que  lo  hizo  con  Morales,  el  testigo  con¬ 
testó:  que  nunca  tuvo  negocios  perso¬ 
nales  ni  oficiales  con  Estrada  Cabrera, 
pero  que,  en  una  tarde  de  junio  de  mil 
novecientos  diez  y  ocho,  sin  poder  pre¬ 
cisar  la  fecha ,  como  a  la  una  de  la  tar¬ 
de,  pidió  al  señor  Cabrera  el  empleo  de 
Mayor  de  Plaza  del  Puerto  de  San  Jo¬ 
sé,  el  cual  le  fué  prometido,  comisio¬ 
nándolo  para  cumplimentar  el  encargo 
con  los  esposos  Palláis;  que  varias  ve¬ 
ces  solicitó  audiencia  habiendo  sido  re¬ 
cibido  como  treinta;  y  que  nunca  tuvo 
que  tocar  con  Generales  de  Estado  Ma¬ 
yor  sino  únicamente  con  los  ayudan¬ 
tes,  para  solicitar  audiencia  en  deman¬ 
da  de  empleos  fuera  de  la  capital.  D) 
Examen  de  don  Carlos  Gálvez  A.  so¬ 
bre:  “que  el  nueve  de  julio  de  mil  no¬ 
vecientos  diez  y  ocho,  a  las  once  de  la 
mañana,  llegó  a  casa  de  la  demandan¬ 
te,  en  nombre  de  Cabrera,  a  proponer¬ 
le  la  compra  de  la  casa  de  autos,  reci¬ 
biendo  contestación  negativa,  y  que, 
entonces,  el  testigo  le  dijo  que  Estrada 
Cabrera  le  había  ordenado  que  la  pre¬ 
viniera  de  su  parte  hacerle  las  amena¬ 
zas  ya  relacionadas,  y  que  entonces 
también  recibió  contestación  negativa 
de  parte  de  la  preguntante.”  Contestó 
afirmativamente.  Repreguntado  en  los 
mismos  términos  que  los  dos  testigos 
anteriores,  dijo:  que  solo  para  el  asun¬ 


to  de  los  señores  Palláis,  tuvo  que  tra¬ 
tar  con  Estrada  Cabarera;  que  las  au¬ 
diencias  las  solicitó  por  telégrafo:  que 
la  audieniia  concedida  que  tuvo  lugar 
del  nueve  al  diez  de  julio  de  mil  nove¬ 
cientos  diez  y  ocho,  sería  a  las  cinco  de 
la  tarde,  que  tenía  por  objeto  solicitar 
empleo,  y  se  verificó  en  “La  Palma” 
donde  fué  recibido  por  un  General  cu¬ 
yo  nombre  no  recuerda.  E)  Posiciones 
absueltas  por  don  Felipe  Márquez  a 
solicitud  de  doña  Clara  Novales  de  Pa¬ 
lláis  al  tenor  de  las  preguntas  siguien¬ 
tes:  “Primera:  Diga  si  es  cierto  como 
lo  es :  que  el  confesante  llegó  varias  ve¬ 
ces  a  mi  domicilio,  enviado  por  el  en¬ 
tonces  Presidente  de  la  República,  Li¬ 
cenciado  don  Manuel  Estrada  Cabrera 
a  fin  de  que  vendiera  a  dicho  señor  mi 
casa  número  tres  de  la  Octava  Calle 
Poniente  de  esta  Ciudad.  Segunda :  Di¬ 
ga  si  es  cierto  como  lo  es:  que  el  con¬ 
fesante  llevó  siempre  a  Estrada  Cabre¬ 
ra,  mi  negativa  rotunda  a  su  proposi¬ 
ción.”  El  absolvente  señor  Márquez  con 
testó  a  la  primera  pregunta:  “que  lle¬ 
gó  una  tan  sola  vez,  no  en  nombre  del 
Presidente  de  la  República,  sino  en  el 
del  Licenciado  Estrada  Cabrera”.  A  la 
segunda  pregunta:  que  la  señora  Pa¬ 
lláis  le  contestó  que  no  vendía  la  casa; 
pero  sí  la  permutaba  por  otra,  dándo¬ 
le  ribete”  Con  citación  del  Licenciado 
don  Manuel  Estrada  Cabarera,  en  dili¬ 
gencia  de  diez  y  nueve  de  julio  de  mil 
novecientos  veintiuno,  don  Felipe  Már- 
que  ratificó  las  expresadas  posiciones. 
F)  Posiciones  absueltas  por  el  General 
don  José  María  Letona  a  solicitud  de 
la  señora  de  Palláis  y  ratificadas  con  ci¬ 
tación  del  Licenciado  Estrada  Cabrera. 
Dichas  posiciones  según  el  tenor  de 
preguntas  que  figuran  al  folio  treinta  y 
siete  de  la  pieza  se  contraen  a  estable¬ 
cer  :  ‘que  el  General  Letona  no  tuvo  em¬ 
peño  en  que  el  Licenciado  Estrada  Ca¬ 
brera  adquiriese  en  propiedad  la  casa 
número  tres  de  la  Octava  Calle  Ponien¬ 
te  de  esta  Ciudad :  que  no  recibió  de  la 
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Señora  de  Palláis  encargo  de  proponer¬ 
la  en  venta  al  mismo  señor  Estrada  Ca¬ 
brera,  ni  consentimiento  para  vender  la 
misma  casa:  que  el  General  Letona,  úni¬ 
camente  intervino  en  transmitir  al  No¬ 
tario  don  Leonardo  Lara  G.  la  orden 
de  Estrada  Cabrera,  para  hacer  la  es¬ 
critura  de  compra-venta  de  la  indicada 
casa :  que  el  diez  y  siete  de  agosto  de  mil 
novecientos  diez  y  ocho,  acompañó  al 
propio  Notario  Lara  G.  a  recoger  la  fir¬ 
ma  de  la  Sra.  Palláis  y  de  su  esposo  Sr. 
Palláis,  en  la  escritura  de  compra-ven¬ 
ta  de  la  misma  casa  sin  que  los  acom¬ 
pañara  el  señor  Estrada  Cabrera  ni  los 
testigos  instrumentales  don  Abel  Cor¬ 
zo  y  don  Enrique  Salazar.”  El  General 
Letona  contestó  afirmativamente  a  las 
preguntas  que  se  le  dirigieron,  acla¬ 
rando  que  en  cuanto  a  las  fechas  que 
se  le  citan  no  recuerda  bien.  G)  Exa¬ 
men  de  don  Juan  Guzmán  V.  y  don  Vi¬ 
cente  Quezada  al  tenor  de  las  pregun¬ 
tas  siguientes  (folios  40  de  la  pieza  de 
pruebas)  “ia.  Sobre  conocimiento  y  ge¬ 
nerales.  2a.  Digan  si  es  verdad  que  el 
día  sábado,  diez  y  siete  de  agosto  de 
mil  novecientos  diez  y  ocho,  como  a  las 
ocho  de  la  mañana,  llegaron  (Guzmán 
V.  y  Ouezada)  juntos  a  mi  casa  de  ha¬ 
bitación  situada  en  el  Callejón  de  la 
antigua  Aduana,  entre  quince  y  diez  y 
seis  Calle  Oriente,  de  esta  Ciudad,  en¬ 
viados  por  el  señor  Presidente  de  la  Re 
pública,  para  prevenirme  de  su  parte  j 
que  tenían  orden  terminante  de  él,  pa¬ 
ra  capturar  y  llevar  a  prisión  a  mi  hijo 
Emilio  Enrique  Pallaeis,  si  yo  y  mi  es¬ 
poso  nos  negábamos  a  firmar,  ese  día  la 
escritura  de  venta  a  favor  del  dicho  se¬ 
ñor  Estrada  Cabrera,  de  mi  casa  núme¬ 
ro  tres  de  la  Octava  Calle  Poniente  de 
esta  Ciudad,  la  cual  me  sería  presenta¬ 
da  al  efecto.  3a.  Digan  si  es  verdad  si 
ese  día  sábado,  diez  y  siete  de  agosto, 
Uds.  estuvieron  desde  por  la  mañana 
hasta  por  la  tarde  por  orden  del  pro¬ 
pio  señor  Estrada  Cabrera,  en  la  esqui¬ 
na  próxima  a  mi  residencia,  pasando 


varias  veces  por  enfrente  a  mi  domici¬ 
lio,  vigilando  constantemente  mi  casa 
de  habitación  y  que,  como  a  las  diez  y 
media,  poco  más  o  menos,  vieron  llegar 
en  carruaje  y  penetrar  a  mi  referido 
domicilio  a  los  señores  Licenciado^  don 
Leonardo  Lara  G.  acompañado  única¬ 
mente,  del  señor  General  don  José  Ma¬ 
ría  Letona  R.  Digan  si  es  verdad  que 
en  todo  ese  día  referido,  17  de  agosto, 
no  me  vieron  Uds.  salir  de  mi  domici¬ 
lio  a  ninguna  parte,  ni  siquiera  asomar¬ 
me  a  la  puerta  de  la  casa,  por  lo  cual 
pueden  Uds.  asegurar  que  permanecí 
todo  ese  día  en  mi  casa  de  habitación 
sin  salir  a  la  calle”.  Los  interrogados 
Guzmán  y  Quezada  contestaron  afir¬ 
mativamente  las  preguntas  que  se  les 
dirigieron  agregando  a  virtud  de  pre¬ 
gunta  que  en  el  acto  les  dirigió  don 
Juan  Bautista  Palláis,  el  segundo  que 
ía  orden  se  la  dió  Estrada  Cabrera  en 
la  puerta  de  su  residencia  “La  Palma”, 
acompañado  del  General  Cifuentes,  y  el 
primero,  que  esa  orden  fué  también  an¬ 
te  su  Jefe  (del  declarante)  Vicente  Que 
zada.  H)  Examen  de  los  señores  don 
J.  Trinidad  Valdez,  don  Maximiliano 
Asteguieta,  don  Alberto  Samayoa,  don 
Antonio  Contreras,  don  Salvador  Pa- 
niagua  y  don  Felipe  Castañeda  de  con¬ 
formidad  con  el  interrogatorio  de  fo¬ 
lios  (43)  cuarenta  y  tres  y  (44)  cua¬ 
renta  y  cuatro  de  la  pieza  de  pruebas  y 
relativo  a  establecer :  “que  el  día  diez  y 
siete  de  agosto  de  mil  novecientos  diez  y 
ocho,  como  a  las  once  de  la  mañana  los 
dichos  testigos  se  encontraban  en  la  ca¬ 
sa  de  habitación  de  la  señora  de  Palláis, 
situada  en  el  Callejón  de  la  antigua 
Aduana,  entre  quince  y  diez  y  seis  Ca¬ 
lle  Oriente  de  esta  Capital,  donde  dicha 
señora  tenia  venta  de  trastos  de  china, 
peltre  y  otros  artículos,  cuando  el  se¬ 
ñor  Licenciado  don  Leonardo  Lara  G. 
acompañado  únicamente  del  señor  Ge¬ 
neral  don  José  María  Letona,  llegó  y 
vieron  y  oyeron  que  después  de  cam¬ 
biar  un  saludo  ceremonioso,  el  Licen- 
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ciado  Lara  G.  sacó  unos  papeles  sella¬ 
dos  y  leyó  una  escritura,  que  ya  llevaba 
escrita  y  por  la  cual  se  hacía  constar, 
que  la  señora  de  Palláis  autorizada  por 
su  esposo,  vendía  al  señor  Estrada  Ca¬ 
brera,  su  casa  número  tres  de  la  Octa¬ 
va  Calle  Poniente  de  esta  Capital,  por 
el  precio  de  setenta  mil  billetes  del  país 
e  invitada  a  firmar  firmó  la  señora  de 
Palláis  y  su  esposo  don  Juan  Bautista 
Palláis,  retirándose  acto  seguido  los  se¬ 
ñores  Lara  G.  y  Letona  R.,  y  que,  en 
todo  ese  acto,  no  estuvieron  presentes 
el  señor  Licenciado  Estrada  Cabrera  ni 
los  señores  Abel  Corzo  y  Enrique  Sa- 
lazar  que  se  dicen  testigos  presenciales 
de  tal  acto  notarial.”  Los  referidos  tes¬ 
tigos  contestaron  afirmativamente  a  las 
preguntas  que  se  les  dirigieron,  agre¬ 
gando  que  les  constaba  porque  se  en¬ 
contraban  uno,  comprando  peltre;  otro 
pinturas;  alguno  objetos  de  cristal, 
quien  comprando  clavos,  un  quinto  com 
prando  un  juego  de  platos  en  la  casa  de 
la  señora  de  Palláis,  solamente  G.  Cas¬ 
tañeda  dice:  que  en  la  hora  “no  está 
muy  fijo”  y  que  solo  oyó,  que  se  trataba 
de  la  compra-venta  de  una  casa  entre 
Lara  y  la  señora  de  Palláis;  y  don  José 
Antonio  Contreras,  dice:  que  le  consta 
el  contenido  de  las  preguntas  porque  en 
esos  momentos  estaba  en  la  casa  de  la 
señora  Palláis  y  tuvo  ocasión  de  pre¬ 
senciar  el  acto  a  que  el  interrogatorio 
se  refiere.  I)  Posiciones  articuladas  por 
doña  Clara  Novales  de  Palláis  al  Licen¬ 
ciado  don  Manuel  Estrada  Cabrera  al 
tenor  de  las  preguntas  siguientes  (fo¬ 
lios  53  pieza  de  pruebas):  “Primera: 
Diga  si  es  cierto  como  lo  es:  que  el 
confesante  comisionó  al  General  don 
José  María  Letona  R.  y  al  Notario  don 


Leonardo  Lara  G.  con  el  fin  de  que 
se  constituyera  en  mi  casa  de  habita¬ 
ción,  entre  15  y  16  Calle  Oriente  y  Ca¬ 
llejón  de  la  Antigua  Aduana  de  esta 
Ciudad,  el  diez  y  siete  de  agosto  de  mil 
novecientos  diez  y  ocho,  para  que  fir¬ 
mara  yo  a  favor  del  interrogado,  la  es¬ 
critura  de  compra-venta  de  la  casa  nú¬ 
mero  tres  de  la  Octava  Calle  Poniente 
de  esta  Ciudad.  Segunda:  Diga  si  es 
cierto  como  lo  es :  que  el  contestante  no 
me  vió  en  su  residencia  de  “La  Palma” 
en  la  fecha  indicada  de  la  anterior  pre¬ 
gunta.  Tercera:  Diga  si  es  cierto  como 
lo  es:  que  el  contestante  no  me  vió  fir¬ 
mar  a  su  presencia,  la  escritura  públi¬ 
ca  del  contrato  referido  en  la  primera 
pregunta.  Cuarta:  Diga  si  es  cierto  co¬ 
mo  lo  es :  que  el  contestante  no  vió  tam¬ 
poco  firmar  a  los  testigos  instrumenta¬ 
les  de  la  escritura  referida  en  la  prime¬ 
ra  pregunta.  Quinta:  Diga  si  es  cier¬ 
to  como  lo  es :  que  el  contestante  no  lle¬ 
gó  a  firmar  la  escritura  referida  en  la 
pregunta  primera,  a  mi  casa  de  habita¬ 
ción,  sin  número,  sita  en  el  Calejjón  de 
la  Antigua  Aduana  entre  15  y  16  C.  O. 
de  esta  Ciudad,  en  la  fecha  y  ante  el 
Notario  indicados  en  la  misma  primera 
pregunta.”  El  Licenciado  Estrada  Ca¬ 
brera  contestó:  “A  la  Primera :  que  es 
cierto  el  contenido  de  la  pregunta;  pero 
que  no  recuerda  las  fechas  y  que  el  se¬ 
ñor  Letona  fué  el  que  intervino  y  se 
empeñó  en  que  el  absolvente  adquiriera 
la  casa  en  referencia.  A  la  Segunda: 
que  no  vió  a  la  articulante.  A  la  Terce¬ 
ra:  que  está  contestada  en  la  anterior. 
A  la  Cuarta:  que  sí  vió  firmar  a  los 
testigos  instrumentales  que  firmaron 
con  el  interrogado.  A  la  Quinta:  que  el 
interrogado  firmó  en  “La  Palma”  como 
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ya  manifestó.”  A  continuación  la  arti¬ 
culante  por  medio  de  su  esposo  don 
Juan  B.  Palláis  formuló  las  preguntas 
siguientes:  “Conoce  el  señor  Estrada  a 
los  testigos.”  El  absolvente  contestó  que 
no  recuerda  quiénes  son:  pero  que  des¬ 
de  luego  los  debe  conocer.”  Poniéndole 
a  la  vista  la  copia  simple  de  la  escritura 
de  compra-venta  de  la  casa  en  referen¬ 
cia:  ¿“Conoce  el  señor  Estrada  Cabre¬ 
ra  a  los  señores  Enrique  Salazar  y  Abel 
Corzo?”  Contesta:  “que  sí  los  conoce  y 
agrega  que  en  este  asunto  intervino  en 
todo  el  General  José  María  Letona  por 
encargo  del  contestante.”  J)  Examen 
del  General  don  José  María  Letona  R. 
de  conformidad  con  los  puntos  del  in 
terrogatorio  de  folios  (66)  sesenta  y 
seis  y  (67)  sesenta  y  siete  de  la  pieza 
de  pruebas,  relativo  a  establecer:  “que 
el  día  diez  y  siete  de  agosto  de  mil  no¬ 
vecientos  diez  y  ocho,  como  a  las  once 
de  la  mañana  aproximadamente ,  llegó 
el  General  Letona,  de  orden  del  enton¬ 
ces  Presidente  Licenciado  Estrada  Ca¬ 
brera,  acompañando  al  señor  Lie.  don 
Leonardo  Lara  G.,  a  la  casa  de  habi¬ 
tación  de  la  señora  de  Palláis,  situada 
en  el  Callejón  de  la  antigua  Aduana  de 
esta  Ciudad  entre  15  y  16  Calle  Orien¬ 
te:  que  el  Notario  señor  Lara  G.  llevó 
ya  escrita  en  su  protocolo,  y  firmada 
únicamente  por  el  señor  Licenciado  don 
Manuel  Estrada  Cabrera,  la  escritura 
de  compra-venta  de  la  casa  número  tres 
de  la  Octava  Calle  Poniente  de  esta 
•  Ciudad,  con. el  objeto  de  que  la  pregun¬ 
tante  y  su  esposo  firmaran  dicha  escri¬ 
tura:,  que  al  tiempo  de  firmar  no  asis¬ 
tieron  .ni  el  licenciado  Estrada  Cabrera, 
ni  los 'testigos  iñ’stirümeñtales  que  en> 
ella  se  mencionan :  que  el  referido  señor 


le  manifestó  el  deseo  vehemente  de  ad¬ 
quirir  por  cualquier  medio  la  casa  ya 
nombrada:  que  el  día  diez  y  siete  de 
agosto  de  mil  novecientos  diez  y  ocho 
desde  en  la  mañana,  el  licenciado  Es¬ 
trada  Cabrera  dió  órdenes  (sic)  a  fin 
de  que  ese  mismo  día  quedase  termina¬ 
do  todo  lo  relativo  al  otorgamiento  de 
la  escritura:  que  el  General  Letona  no 
hizo  nunca  propuesta  alguna  de  com¬ 
pra,  de  la  casa  número  tres  de  la  Oc¬ 
tava  Calle  Poniente,  ni  la  señora  Pa¬ 
lláis  comisionó  al  General  Letona  R. 
para  venderla  y  mucho  menos  al  enton¬ 
ces  Presidente  de  la  República  Licen¬ 
ciado  don  Manuel  Estrada  Cabrera; 
que  el  señor  Estrada  Cabrera,  tomó  sin 
consentiminto  de  la  señora  de  Palláis  y 
ocupó  en  el  año  de  mil  ochocientos  no¬ 
venta  y  nueve,  la  casa  tantas  veces  ci¬ 
tada:  que  la  señora  de  Palláis  jamás 
celebró  contrato  de  arrendamiento  por 
dicha  casa,  con  el  licenciado  Estrada  Ca 
brera,  a  quien  en  los  meses  posteriores 
a  los  terremotos  de  mil  novecientos  diez 
y  siete  y  mil  novecientos  diez  y  ocho,  no 
podía  hacérsele  reclamo  y  menos  obje¬ 
ción  sin  exponerse  a  venganzas  terri¬ 
bles  :  que  el  General  Letona  recibió  ins¬ 
trucciones  del  entonces  Presidente  de  la 
República  licenciado  Estrada  Cabrera, 
para  acompañar  al  señor  Notario  Lara 
G.  por  temor  que  abrigara  el  señor  Es¬ 
trada  Cabrera,  de  que  el  señor  Lara  G. 
se  negara  a  autorizar  la  escritura  de 
compra-venta  y  también  se  negara  la 
señora  de  Palláis  y  su  esposo  a  suscri¬ 
birla  y  que,  Letona,  en  esa  época  era 
Sub-Secretario  de  la  Guerra:  que  las 
órdenes  de  Estrada  Cabrera,  no  se  dis¬ 
cutían  sino  que  se  cumplían  y  que  a 
'cualquier  oposición  que  se  hiciera  a  sus 
órdenes,  se  castigaba  con  el  mayor  ri- 
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gor,  llegando  hasta  la  crueldad:  que  si 
la  señora  de  Palláis,  se  hubiere  negado 
a  firmar  la  escritura  de  compra- venta  de 
su  casa  ya  mencionada,  dado  el  tempe¬ 
ramento  del  ex-Presidente  Cabrera,  hu¬ 
biera  cumplido  las  graves  amenazas  que, 
por  varios  conductos,  le  mandó  a  la 
propia  señora  de  Palalais :  que  a  media¬ 
dos  del  mes  de  julio  de  mil  novecientos 
diez  y  ocho  el  General  Letona  estando 
en  “La  Palma”  oyó  cuando  el  licencia¬ 
do  Manuel  Estrada  Cabrera,  dió  órde¬ 
nes  a  José  Morales  M.  para  que  fuera  a 
casa  de  la  señora  de  Palláis  a  fin  de 
conseguir  de  ella  que  le  vendiera  la  ca¬ 
sa  número  tres  de  la  Octava  Calle  Po¬ 
niente  de  esta  Ciudad  y  oyó  también 
que  el  señor  Estrada  Cabrera  dijo  al 
señor  don  José  Morales  que  en  caso  de 
que  la  señora  de  Palláis  se  negara  a 
vender  la  mencionada  casa,  le  previnie¬ 
ra  que  su  negativa  le  traería  graves  da¬ 
ños,  pues  mandaría  expulsar  del  terri¬ 
torio  a  su  esposo,  como  extranjero  per¬ 
nicioso,  mandaría  poner  en  prisión  a  su 
hijo  Enrique  y  de  todos  modos  los  ex¬ 
propiaría  de  la  casa:  que  el  propio  se¬ 
ñor  Estrada  Cabrera  había  dicho  al  Ge¬ 
neral  Letona  que  si  la  señora  Palláis  se 
negaba  a  firmar  la  referida  escritura 
de  compra-venta,  su  hijo  Enrique  sería 
reducido  a  prisión  aquel  mismo  día  por 
dos  agentes  de  la  policía  secreta  a  quien 
él  había  ordenado  que  estuvieran  apos¬ 
tados  en  la  esquina  próxima  a  su  domi¬ 
cilio  esperando  una  segunda  orden  pa¬ 
ra  proceder  a  la  captura”.  El  General 
don  José  María  Letona  R.,  contestó  afir 
mativamente  a  todas  las  preguntas  que 
se  le  dirigieron.  K)  Solicitud  de  exa¬ 
men  del  Notario  don  Leonardo  Lara  G. 
y  de  los  testigos  Abel  Corzo  y  Enrique 
Salazar  G.,  de  conformidad  con  el  in¬ 


terrogatorio  del  folio  sesentinueve  de 
la  pieza  de  pruebas,  pero  tal  diligencia 
no  fué  practicada.  L)  Certificación  de 
los  doctores  don  Daniel  Arellano  y  don 
Carlos  Murillo,  con  firma  legalizada  por 
Notario  Público  y  relativas  a  estable¬ 
cer:  que  doña  Clara  Novales  de  Pa¬ 
lláis,  el  diez  y  siete  de  agosto  de  mil 
novecientos  diez  y  ocho,  fué  asistida  a 
domicilio  por  el  doctor  Arellano  y  esta¬ 
ba  imposibilitada  para  salir  a  la  calle 
por  padecer  de  metrorragia  y  según  el 
doctor  Murillo  a  mediados  de  agosto  del 
año  citado,  asistía  a  la  señora  de  Pa¬ 
lláis,  quien  sufría  de  metrorragia  que 
la  obligó  a  estar  en  cama  y  sin  salir  a 
la  calle  por  varios  días.  LL)  Dictamen 
del  experto  don  Federico  Zea  que  esta¬ 
blece:  que,  “la  casa  número  tres  de  la 
Octava  Calle  Peoniente  de  eita  ciu  Ld 
que  sirvió  de  mansión  presidencial  al 
licenciado  Estrada  Cabrera,  no  pudo 
valer  su  arrendamiento  menos  de  TRES 
CIENTOS  PESOS  ORO  AMERICA¬ 
NO  al  mes  que  en  doscientos  treinta 
meses,  forman  un  total  de  sesenta  y  nue 
ve  mil  pesos  oro  americano.  M)  Dic¬ 
tamen  del  experto  don  Guillermo  Stre- 
ker  que  establece:  “que  según  su  leal 
saber  y  entender,  la  misma  casa  pudo 
haber  producido  desde  el  (15)  quince 
de  junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve  hasta  el  quince  de  agosto  de 
(1918)  mil  novecientos  diez  y  ocho,  la 
renta  de  trescientos  pesos  oro  america¬ 
no  mensualmente  o  sean  sesenta  y  nue¬ 
ve  mil  pesos  oro.”  Las  firmas  en  ambos 
dictámenes  fueron  legalizadas  por  No¬ 
tario  Público. 

RESULTANDO  7° — Que  concluido 
el  término  probatorio,  reunidas  las  pruc 
bas  a  los  autos  y  concedidos  los  trasla¬ 
dos  para  alegar  de  bien  probado,  la  par¬ 
te  actora  presentó  su  alegato  y  acompa¬ 
ñó  los  documentos  siguientes:  A)  Ter- 
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cer  testimonio  fechado  el  veintiséis  de 
junio  de  mil  novecientos  veinte  y  entre¬ 
gado  a  la  señora  de  Palláis,  de  la  es¬ 
critura  autorizada  en  esta  Ciudad  el 
seis  de  junio  de  mil  novecientos  once, 
por  el  Notario  don  Antonio  Rivera,  en 
la  que  aparece  que  doña  Clara  Novales 
de  Palláis  confesó  haber  recibido  del 
Licenciado  don  Manuel  Estrada  Cabre¬ 
ra,  la  cantidad  de  DIEZ  Y  SEIS  MIL 
OCHOCIENTOS  PESOS,  por  alquile¬ 
res  de  la  casa  número  tres  de  la  Octava 
Calle  Poniente  de  esta  Ciudad,  a  razón 
de  trescientos  cincuenta  pesos  mensua¬ 
les,  contados  del  primero  de  enero  de 
mil  novecientos  siete  al  treinta  y  uno  de 
diciembre  de  mil  novecientos  diez,  por 
lo  que  le  otorga  eficaz  carta  de  pago: 
B)  Primer  testimonio  fechado  eL  cinco 
de  julio  de  mil  novecientos  veinte  y  en¬ 
tregado  a  la  señora  de  Palláis,  de  la  es¬ 
critura  autorizada  en  esta  Capital  el 

quince  de  enero  de  mil  novecientos  ca¬ 
torce,  por  el  Notario  don  Abel  Girón, 

en  la  que  aparece:  que  doña  Clara  No¬ 
vales  de  Palláis  recibió  del  licenciado 
don  Manuel  Estrada  Cabrera,  la  canti¬ 
dad  de  DOCE  MIL  SEISCIENTOS 
PESOS,  por  alquileres  de  la  misma  ca¬ 
sa,  a  razón  de  TRESCIENTOS  CIN¬ 
CUENTA  PESOS  MENSUALES, 
contados  del  primero  de  enero  de  mil 
novecientos  once  al  treinta  y  uno  de 
diciembre  de  mil  novecientos  trece,  por 
lo  que  le  otorga  la  más  completa  y  efi¬ 
caz  carta  de  pago:  C)  Primer  testimo¬ 
nio  con  fecha  cinco  de  julio  de  mil  no¬ 
vecientos  veinte  extendido  a  la  señora 
de  Palláis  de  la  escritura  autorizada  en 
esta  Ciudad  el  treinta  de  enero  de  mil 
novecientos  diez  y  seis  por  el  propio 


Notario  don  Abel  Girón,  en  la  que  apa¬ 
rece:  que  la  misma  señora  de  Palláis 
hizo  constar  que  había  recibido  del  li¬ 
cenciado  Estrada  Cabrera  la.  cantidad 
de  ($8.400)  ocho  mil  cuatrocientos  pe¬ 
sos  por  alquileres  de  la  citada  casa  a 
razón  de  TRESCIENTOS  CINCUEN 
TA  PESOS  MENSUALES,  contados 
del  primero  de  enero  de  mil  novecien¬ 
tos  catorce  al  treinta  de  diciembre  de 
mil  novecientos  quince  y  le  otorga  por 
tal  suma  eficaz  carta  de  pago.  D)  Cer¬ 
tificación  autorizada  por  el  doctor  don 
Rafael  Cotera,  con  firma  legalizada 
por  el  Notario,  en  la  que  dicho  Doctor 
hace  constar  que  doña  Clara  Novales  de 
Palláis  es  de  temperamento  nervioso, 
circunstancia  idiosincrática,  que  la  ha¬ 
ce  impresionable  a  toda  clase  de  afec¬ 
ciones  por  leves  que  sean  ,y  que  a  pesar 
del  tratamiento  a  que  ha  sido  sometida 
no  se  ha  logrado  modificar.  E)  Certi¬ 
ficación  autorizada  por  el  doctor  don 
Ezequiel  Sosa,  también  legalizada  por 
Notario  y  en  términos  idénticos  a  la  an¬ 
terior.  F)  Posiciones  articuladas  por 
la  señora  Novales  de  Palláis  al  licencia¬ 
do  Estrada  Cabrera  sobre  los  puntos 
siguientes:  (folio  101  de  la  pieza  de 
pruebas):  “i9  que  el  licenciado  Estra¬ 
da  Cabrera  ocupó  la  casa  número  tres 
de  la  Octava  Calle  Poniente  de  esta 
Ciudad,  de  la  propiedad  de  la  articu¬ 
lante.  29  Que  no  se  firmó  ningún  con¬ 
trato  de  arrendamiento,  ni  se  convino 
en  el  precio,  forma  de  pago  ni  duración 
de  arrendamiento.  39 — En  caso  de  ne¬ 
gar  el  punto  anterior,  que  diga  el  va¬ 
lor,  forma  de  pago  y  duración  del  arren 
damiento  y  Notario  que  autorizó  el 
Contrato.  49 — Que  por  medio  del  Licen 
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ciado  don  Juan  Mata  C.  e!  absolvente 
mandó  pagar  a  la  articulante  una  sutna 
por  alquileres  de  dicha  casa  fijados  al 
arbitrio  del  señor  Estrada  Cabrera  C. 
a  razón  de  DOSCIENTOS  CINCUEN 
TA  PESOS  BILLETES  AL  MES  Y 
CORRIDOS  DEL  (15)  quince  de  ju¬ 
nio  de  mil  ochocientots  noventa  y  nue¬ 
ve  (1899)  al  mes  de  diciembre  de  mil 
novecientos  seis  ( 1906)  este  pago  lo 
verificó  el  licenciado  Mata  C.  el  tres  de 
diciembre  de  mil  novecientos  seis.  50 — 
Que  después  de  esa  fecha  y  siempre  a 
voluntad  del  señor  Estrada  Cabrera,  le 
pagó  alquileres,  como  consta  en  las  es¬ 
crituras  de  que  ha  hecho  relación.  69 — 
Que  siempre  a  la  propia  estimación  del 
señor  Cabrera,  le  verificó  el  último  pa¬ 
go  según  la  escritura  de  treinta  de 
marzo  de  mil  novecientos  diez  y  seis, 
autorizada  por  el  Notario  don  Abel  Gi¬ 
rón,  por  alquileres  de  la  casa  menciona¬ 
da.  79 — Que  los  alaquileres  contados  del 
treinta  y  uno  de  diciembre  de  mil  no¬ 
vecientos  quince  al  diez  y  siete  de  agos¬ 
to  de  mil  novecientos  diez  y  ocho  no 
han  sido  pagados.  89 — Sobre  que  reco¬ 
nozca  el  licenciado  Estrada  Cabrera 
que  los  dichos  alquileres  que  expresa  el 
punto  anterior  los  adeuda  a  la  articu¬ 
lante.  9P — En  caso  de  negar  el  punto  89 
diga  ante  quién  verificó  el  pago  y  si  tie¬ 
ne  las  constancias  respectivas.  io9 — Di¬ 
ga  quién  lo  autorizó  para  fijar  el  pre¬ 
cio  que  dió  por  el  arrendamiento  de  la 
casa  número  tres  de  la  Octava  Calle 
Poniente  de  esta  ciudad  desde  el  (15) 
quince  de  junio  de  ( 1899)  mil  ochocien¬ 
tos  noventa  y  nueve  hasta  el  (31)  trein¬ 
ta  y  uno  de  diciembre  de  mil  novecien¬ 
tos  quince.”  El  licenciado  don  Manuel 
Estrada  Cabrera,  contestó  asi:  A  la 


primera-,  que  el  año  es  el  mismo  pero 
que  la  fecha  precisa  no  la  recuerda.  A 
la  Segunda:  que  no  es  cierta.  A  la  Ter¬ 
cera:  que  el  valor  del  arrendamiento 
fué  de  trescientos  pesos  más  o  menos  y 
que  el  contrato  se  celebró  in-voce  sin 
fijar  tiempo  para  la  duración  del  mis¬ 
mo.  A  la  Cuarta:  que  ante  el  Notario 
Público  sin  recordar  si  fué  el  Licencia¬ 
do  Mata,  se  le  pagó  todo  lo  que  se  adeu¬ 
daba,  de  acuerdo  con  el  contrato  in-voce 
celebrado  cuando  ocupó  la  casa.  A  la 
Quinta:  que  si  es  cierta,  que  conforme 
le  pagaba  en  virtud  del  mismo  contra¬ 
to,  otorgaba  el  recibo  ante  los  Natarios 
respectivos.  A  la  Sexta:  que  como  en¬ 
cierra  varias  contestaciones  la  pregun¬ 
ta,  no  recuerda  las  cantidades  y  fechas 
pero  que  esos  datos  deben  constar  en 
las  escrituras  respectivas.  A  la  Sépti¬ 
ma:  que  no  es  cierta,  que  está  pagada 
hasta  el  día  en  que  le  compró  la  casa. 
A  la  Octava:  que  está  contestada  en  la 
respuesta  anterior.  A  la  Novena:  que 
deben  constar  en  escrituras  o  documen¬ 
tos.  A  la  Décima :  que  ella  como  dueña 
fijó  el  precio. 

RESULTANDO  89 — Que  evacuado 
el  traslado  con  el  alegato  respectivo,  por 
la  parte  demandada,  el  Juez  citó  a  las 
partes  para  dictar  sentencia  la  cual  emi¬ 
tió  el  veintiocho  de  noviembre  de  mil  no¬ 
vecientos  veintiuno  y  declara :  Primero : 
que  el  licenciado  don  Manuel  Estrada 
Cabrera  debe  pagar  a  doña  Clara  No¬ 
vales  de  Palláis,  dentro  de  tercero  día, 
la  suma  de  NUEVE  MIL  CUATRO 
CIENTOS  SETENTA  PESOS  ORO 
AMERICANO  por  el  uso  que  hizo  de 
la  casa  número  tres  de  la  Octava  Calle 
Poniente  de  esta  Ciudad,  en  el  tiempo 
comprendido  entre  el  treinta  y  uno  de 
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diciembre  de  mil  novecientos  quince  y 
el  diez  y  siete  de  agosto  de  mil  nove¬ 
cientos  diez  y  ocho.  Segundo :  Absuel¬ 
ve  al  licenciado  Estrada  Cabrera,  del 
pago  de  los  alquileres  que  se  le  deman¬ 
dan  y  que  le  reclama  desde  el  quince  de 
junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue¬ 
ve,  al  treinta  y  uno  de  diciembre  de 
mil  novecientos  quince.  Tercero :  decla¬ 
ra  nula  la  escritura  pública  de  compra¬ 
venta  de  la  casa  número  tres  de  la  Oc¬ 
tava  Calle  Poniente  de  esta  Ciudad, 
autorizada  por  el  Notario  don  Leonar¬ 
do  Lara  G.  el  diez  y  siete  de  agosto  de 
mil  novecientots  diez  y  ocho;  nula  la 
venta  de  la  precitada  casa  y,  como  con¬ 
secuencia  legal  se  manda  cancelar  la 
undécima  inscripción  de  dominio  hecha 
en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmue¬ 
ble  a  favor  del  licenciado  Estrada  Ca¬ 
brera  sobre  la  finca  número  setenta  y 
seis,  folio  setenta  y  ocho  del  libro  diez 
de  Guatemala  y  manda  restituir,  a  la 
señora  doña  Clara  Novales  de  Palláis 
en  el  goce  y  uso  de  ella,  previa  devolu¬ 
ción  del  precio  de  la  aludida  venta,  o 
sean  los  SETENTA  MIL  PESOS  mo¬ 
neda  nacional,  que  recibió  del  licencia¬ 
do  don  Manuel  Estrada  Cabrera.  Las 
costas  son  a  cargo  de  ambas  partes. 

RESUTANDO  99 — Que  en  virtud 
de  apelación  interpuesta  por  el  deman¬ 
dado,  pasó  el  juicio  a  la  Sala  Primera 
de  la  Corte  de  Apelaciones  donde  se 
concedieron  a  las  partes  los  traslados  de 
ley  y  cada  cual  expuso  lo  que  a  su  de¬ 
recho  juzgó  pertinente.  El  demandado, 
en  otro  sí  de  su  alegato,  solicita  que  se 
conceda  el  término  probatorio  en  la  se¬ 
gunda  Instancia,  para  discutir  y  demos¬ 
trar  las  cuatro  “excepciones”  siguien  ¬ 
tes:  ia.  La  de  nulidad  de  las  diligen¬ 


cias  de  la  prueba  testimonial  contra  ins¬ 
trumentos  públicos.  29  Verificación  de 
la  escritura  de  venta  conforme  el  Arto. 
677  Pr.  Civiles.  3a.  Prescripción  de  la 
acción  para  cobrar  alquileres  que  han 
sido  pagados  de  la  casa  litigada  y  4a. 
La  de  pago  de  todos  los  alquileres  que 
hoy  se  vuelven  a  cobrar,  todo  de  con¬ 
formidad  con  lo  que  establecen  los  Ar¬ 
tos.  1852,  1853  y  1854  de  Cod.  de  Prs. 
Cvs.”  La  parte  demandante  o  sea  la  se¬ 
ñora  de  Palláis  en  su  alegato  de  prime¬ 
ro  de  marzo  de  mil  novecientos  veinti¬ 
dós,  folios  del  seis  al  once  de  la  pieza 
de  segunda  Instancia,  hace  constar  lo 
siguiente:  “La  falta  de  verificación  de 
la  escritura:  respecto  de  esa  verifica¬ 
ción  que  pide  el  señor  Estrada  Cabre¬ 
ra  debo  manifestar  a  los  Señores  Ma¬ 
gistrados:  que  tal  verificación  NO  LA 
PEDI  porque  es  inconducente  y  no  lle¬ 
va  el  fin  de  encontrar  la  verdad. En  efec 
to,  yo  no  he  demandado  la  falsedad  de 
la  escritura,  porque,  ella  contenga  una 
suposición  fraudulenta  en.  perjuicio  de 

un  tercero,  por  haberse  contrahecho  la 
escritura  o  subscripción  de  alguno  de 
los  que  supone  que  la  otorgaron,  o  de 
los  testigos  o  del  escribano,  o  por  ha¬ 
berse  suprimido,  alterado  o  añadido  al¬ 
gunas  cláusulas  o  palabras  en  el  cuerpo 
del  instrumento,  después  de  otorgado,  o 
por  haberse  anticipado  o  postergado  su 
data,  o  por  defectos  de  forma  de  aque¬ 
llos  que  dejan  huella  en  el  registro  del 
Notario :  nada  de  eso  se  ha  demandado” 
...  .yo  demandé  la  nulidad  del  contra¬ 
to  de  compra-venta  y  la  de  la  escritura 
que  la  contiene ....  etc.,  etc. 

RESULTANDO  io9— Que  llama¬ 
dos  autos  con  fecha  quince  de  mayo  de 
mil  novecientos  veintidós,  la  Sala  Pri¬ 
mera  dictó  la  sentencia  que  se  examina, 
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ya  relacionada  al  principio  de  este  fallo. 

RESULTANDO  n’ — Que  por  esti¬ 
mar  violados  los  Artículos  1406,  1407, 
1412,  1413,  1422,  1663,  1669,  1671, 
1681,  2249,  2364,  2365,  2366,  2425  del 
Código  Civil  269  Dto.  272,  163,  165, 
209,-603,  649,  673,  674,  679,  713,  721, 
736,  766,  775,  823,  824,  825,  829,  849 
y  874  del  Cod.  de  Procedimientos  Ci¬ 
viles  178  y  184  del  Decreto  No.  273  e 
infringido  el  procedimiento  en  el  artícu¬ 
lo  1504  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  y  auxiliada  por  el  Abogado 
don  Salvador  Villanueva  Guerra,  la  se¬ 
ñora  Novales  de  Palláis  interpuso  el 
presente  recurso  de  casación  contra  la 
precitada  sentencia. 

RESULTANDO  12’— Que  tramita¬ 
da  la  casación  en  la  forma  legal,  cada 
una  de  las  partes  presentó  sus  alega¬ 
ciones  y  entre  los  documentos  adjuntos 
al  alegato  del  licenciado  Estrada  Cabre¬ 
ra,  figuran  las  fotografías:  de  una  car¬ 
ta  dirigida  por  doña  Clara  Novales  de 
Palláis  a  dicho  señor,  con  fecha  quince 
de  julio  de  1918  y  de  un  telegrama  de 
la  misma  señora  nara  el  Presidente,  re¬ 
cibido  en  la  casa  Presidencial  el  5  de 
agosto  del  mismo  año,  diciendo  en  am¬ 
bos,  que  no  se  olvide  de  ella  y  que  le 
urge  la  venta  de  la  casa.  Además  con 
el  mismo  alegato  presentó  otras  dos  fo¬ 
tografías  de  dos  cartas,  una  de  ellas  di¬ 
rigida  por  la  señora  de  Palláis  al  Ge¬ 
neral  José  María  Letona,  el  28  de  julio 
ya  citado  (1918)  y  la  otra  dirigida  por 
el  señor  Estrada  Cabrera  a  la  señora  de 
Palláis  el  18  del  mismo  mes,  y  ambas  se 
refieren  al  negocio  que  entonces  estaba 
pendiente.  Acerca  de  estos  documentos 
ninguna  consideración  legal  se  hará  en 
este  fallo  por  no  haberse  presentado  en 
tiempo  oportuno,  concretándose  solo 
la  relación  precedente. 

CONSIDERANDO  P— Que  al  in¬ 
troducir  el  recurso,  la  parte  que  lo  pro¬ 


movió  funda  su  derecho  en  violación 
de  ley  y  en  el  quebrantamiento  del 
procedimiento:  y,  para  proceder  con 
orden,  debe  examinarse  previamente,  en 
qué  se  hace  consistir  la  infracción  de 
éste  último,  respecto  del  cual  cita  el 
Artículo  1504  del  Código  de  Proce¬ 
dimientos  que  dispone:  que  “si  ningu¬ 
na  de  las  partes  promueve  prueba  (en 
los  incidentes)  el  Juez  debe  mandar 
traer  los  autos  a  la  vista  para  resolver”. 
Para  dictar  el  fallo  que  se  examina  la 
Sala  no  infringió  la  ley  citada  que,  co¬ 
mo  se  ha  dicho  se  refiere  a  los  inciden¬ 
tes;  y  en  las  que  se  resolvieron  autos 
de  la  sentencia,  se  llenaron  los  requisi¬ 
tos  que  dicha  ley  expresa.  Aunque  la 
parte  nada  alegó  ante  este  Tribunal  res¬ 
pecto  del  quebrantamiento,  debe  hacer¬ 
se  mención  de  que  la  Sala,  no  llamó  au¬ 
tos  previamente,  para  resolver  la  acla¬ 
ración  y  ampliación  que  le  fué  pedida 
respecto  de  su  fallo,  y  sin  duda  a  eso 
se  refiere  la  cita  que  se  hace  de  aquel 
artículo  a  juzgar  por  las  alegaciones 
que  hizo  en  segunda  Instancia;  pero 
debe  tenerse  en  cuenta  que,  ni  eso  cons¬ 
tituiría  lo  que  debe  entenderse  por  que¬ 
brantamiento  sustancial  del  procedimien 
to,  según  el  Arto.  1869  Prs.  entre  cu¬ 
yos  casos  no  se  encuentra  el  citado,  ni 
el  incidente  de  aclaración  y  ampliación 
está  sujeto  a  los  trámites  comunes  de 

las  demás  articulaciones,  sino  al  Arto. 
883  Prs.  el  cual  no  establece  que  se  lla¬ 
men  “Autos”,  y  por  consiguiente,  ha¬ 
biéndose  hecho  recta  aplicación  de  esta 
ley  no  pudo  ser  infringida  aquella,  que 
la  parte  quejosa  citó  para  fundar  el  re¬ 
curso  extraordinario. 

Procede,  ahora,  continuar  el  examen 
de  las  demás  leyes  que  se  citan  como 
violadas  en  el  fallo  que  se  examina. 

CONSIDERANDO  2’— Que  la  ac- 
tora  en  su  demanda  propuso  a  resolver 
seis  capítulos,  de  los  que,  el  primero  y 


1016 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


tercero,  son  los  fundamentales  y,  los 
otros  (segundo,  cuarto,  quinto  y  sex¬ 
to),  son  consecuencia  de  aquellos.  De¬ 
ben  pues  examinarse  en  el  orden  de  im¬ 
portancia,  con  relación  a  las  pruebas 
rendidas  y  a  las  leyes  que  se  citan  co¬ 
mo  infringidas  por  la  Sala  sentencia¬ 
dora.  En  el  primer  capítulo  se  pide 
que  se  resuelva  (Primer  Resultando  de 
este  fallo)  :  que  son  nulos  los  contratos 
y  nulas  las  escrituras,  que  cita,  en  que 
consta  que  la  demandante  confiesa  que 
recibió  del  licenciado  Estrada  Cabrera, 
algunas  cantidades  de  moneda  nacional 
por  alquileres  de  la  casa  número  3  de 
la  8a.  C.  P.  de  esta  ciudad.  El  funda¬ 
mento  para  deducir  esas  nulidades,  se¬ 
gún  la  misma  demanda,  se  hace  con¬ 
sistir  en  que  el  demandado  ocupó  de  he¬ 
cho  y  contra  la  voluntad  de  la  dueña, 
la  casa  a  que  este  pleito  se  refiere,  sin 
pagarle  renta  alguna  por  más  de  siete 
años  desde  el  15  de  junio  de  1899,  has¬ 
ta  que,  por  un  acto  de  la  propia  volun¬ 
tad  del  señor  Estrada  Cabrera,  resol¬ 
vió  mandar  a  cubrir  alquileres,  a  razón 
de  $250  moneda  nacional  por  mes,  el 
cual  pago  se  hizo  constar  en  la  escritu¬ 
ra  autorizada  por  el  Notario  Licencia¬ 
do  Mata,  que  la  otorgante  tuvo  que 
firmar  por  coacción  y  miedo  ejercidos 
sobre  ella;  y  que,  por  las  mismas  cau¬ 
sas  firmó  también  las  escrituras  otor¬ 
gadas  ante  los  Notarios  Rivera  y  Oi- 
rón,  en  las  cuales  consta  que  la  reta 
se  cubrió  a  razón  de  $350  mensuales. 
En  cuanto  a  la  validez  de  esas  escritu¬ 
ras,  por  su  forma  externa,  consta 
ellas  mismas  que  en  su  redacción  se  lle¬ 
naron  los  requisitos  legales  que  la  ley 
exige  (Artos.  162,  163  y  164  Pis  Cl.\ 
y  47  Dto.  273)  y  no  se  rindió  prueba 
alguna  por  la  actora,  acerca  de  la  cau¬ 


sa  de  violencia  que  asegura  en  su  de¬ 
manda  que  se  ejerció  sobre  su  persona 
para  obligarla  a  que  las  firmara  y  así 
lo  reconocen  la  señora  de  Palláis  y  su 
esposo,  en  el  alegato  de  casación  que 
presentaron  a  esta  Corte,  el  día  de  la 
vista,  1 6  de  octubre  de  1922,  en  los  pá¬ 
rrafos  que  dicen:  “Y  dicho  lo  anterior 
entro  en  materia  examinando  los  “C  xn- 
siderando”  de  aquella  sentencia”  (se  re¬ 
fieren  a  la  de  segunda  Instancia  cuya 
casación  pide).  “En  el  primero  estima 
que  no  son  nulas  las  escrituras  autori¬ 
zadas  por  los  Notarios  Juan  Mata  C. 
Antonio  Rivera  y  Abel  Girón,  en  las 
cuales,  consta  que  el  reo  me  pagó  di¬ 
versas  sumas  por  el  use  que  hizo  de  mi 
casa  número  3  de  la  8a.  C.  P.  desde  el 
15  de  junio  de  1899  al  31  de  diciembre 
de  1915.  La  resolución  de  este  Capítu¬ 
lo  está  fundada  en  que  no  rendí  prue¬ 
ba  alguna  sobre  el  particular  y  se  apo¬ 
ya  en  el  Arto.  603  P.  C.  que  previene, 
que  el  actor  debe  probar  su  acción.  Na¬ 
da  tengo  que  decir  en  contrario  pues 
el  Tribunal  en  esta  parte  de  la  senten¬ 
cia  está  dentro  de  la  ley”.  En  conse¬ 
cuencia  la  Sala  no  violó  los  Artos,  que 
quedan  citados  ni  el  673  Prs.  que  ex¬ 
presa  cuales  son  los  instrumentos  pú¬ 
blicos  nulos  .Según  se  deduce  del  texto 
del  capítulo  en  estudio,  son  varios  los 
contratos  cuya  nulidad  se  pide,  pero  en 
el  cuerpo  de  la  demanda,  y  con  rela¬ 
ción  al  arrendamiento  de  la  casa,  solo 
se  hace  mención  de  un  contrato,  a  me¬ 
nos  que,  según  el  criterio  de  la  intere¬ 
sada,  cada  una  de  las  escrituras  en  que 
constan  los  pagos  de  la  renta,  conten¬ 
ga  contratos  diferentes.  Si  así  fuere  se 
hace  necesario  expresar  claramente  que, 
las  referidas  escrituras,  no  contienen 
contrato  alguno,  nada  más  que  el  acto 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


1017 


del  recibo  del  dinero  procedente  del 
arrendamiento,  por  el  tiempo  y  por  la 
renta  mensual  que  en  ellas  se  expresa, 
pues  no  se  concibe  que  se  haya  tenido 
el  intento  de  consignar  un  contrato, 
que  por  su  naturaleza  es  consensual,  en 
un  acto  puramente  unilateral  como  lo 
es  una  carta  de  lasto.  No  habiendo, 
pues,  contratos  qué  apreciar  en  las  es¬ 
crituras  dichas,  más  que  la  referencia 
que  en  ellas  se  hace  del  arrendamiento 
de  la  casa  número  3  de  la  8a.  C.  P.  pro¬ 
cede  examinar  las  constancias  de  autos 
con  relación  a  la  causal  que  en  la  de¬ 
manda  se  aduce  para  su  nulidad.  Se 
invoca  en  ella  la  de  falta  de  causa  para 
obligarse,  pues  el  señor  Estrada  Cabre¬ 
ra,  tomó  posesión  de  la  casa,  sin  la  vo¬ 
luntad  de  la  dueña  y  aún  contra  su 
gusto.  La  prueba  que  a  ese  respecto  se 
rindió  consiste  en  la  declaración  del 
testigo  General  Letona  y  posiciones  ar¬ 
ticuladas  al  Licenciado  Estrada  Cabre¬ 
ra  y  nada  más.  El  primero  declaró  que 
el  segundo  tomó  el  inmueble,  sin  con¬ 
sentimiento  de  la  señora  Palláis  y  lo 
ocupó  sin  contrato  de  arrendamiento 
desde  el  año  de  1899;  en  cambio  el  li¬ 
cenciado  Estrada  Cabrera  en  posiciones 
que  absolvió  reconoció  el  hecho  de  la 
ocupación  del  raíz,  sin  recordar  fecha  y 
negó  el  acertó  de  la  demandante  de  que 
no  existiera  contrato,  afirmando  que 
este  se  celebró  in  voce,  sin  fijar  térmi¬ 
no  para  su  duración,  siendo  la  renta  de 
TRESCIENTOS  PESOS  MENSUA¬ 
LES  más  o  menos  y  confirmó  el  hecho 
de  que  hizo  el  pago  de  las  cantidades 
que  por  esa  causa  cubrió  a  la  dueña, 
según  escrituras  que  ésta  firmó.  Por 
consiguiente,  si  de  los  autos  consta  que 
el  licenciado  Estrada  C.  ocupó  la  casa 
y  pagó  renta  por  ella,  y  no  se  probó  la 


existencia  de  las  amenazas  y  coaccio¬ 
nes  deducidas,  es  claro  que  el  arrenda¬ 
miento  existió  por  tiempo  indefinido, 
pues  no  es  suficiente  la  declaración  del 

General  Letona  al  respecto,  que  solo 
produciría  semi-plena  prueba,  ni  el  he¬ 
cho  de  que  la  renta  fuera  exigua,  para 
desvirtuar  aquellas  constancias,  ni  tam¬ 
poco  es  razón  convincente  la  falta  de  la 
escritura  pública,  para  comprobar  el 
contrato,  pues,  apareciendo  en  autos  los 
testimonios,  de  los  instrumentos  com¬ 
probatorios  del  pago,  presentados  por 
la  misma  querellante  (Arto.  735  Prs. 
Cvs.)  en  los  cuales  consta  que  para  su 
pago,  la  renta  se  calculó  por  mes,  debe 
reputarse  el  alquier  por  meses  y  no  por 
año  o  semestre,  o  por  otro  tiempo  ma¬ 
yor,  en  cuyo  caso,  bastó  el  consenti¬ 
miento  de  las  partes  sobre  la  cosa  y 
renta,  para  que  el  contrato  fuera  per¬ 
fecto;  y  por  consiguiente,  la  Sala  sen¬ 
tenciadora  no  infringió  en  su  fallo  los 
artículos  del  C.  C.  relativos  al  arrenda¬ 
miento  citados  en  el  recurso ;  tales  son : 
el  2364,  que  ninguna  aplicación  tiene  en 
el  caso,  por  referirse  a  la  deuda  con¬ 
traída  para  salvar  de  la  ruina  el  edificio 
fructuario,  el  1663,  que  define  la  loca¬ 
ción  y  conducción;  el  1ÓÓ9  que  expresa 
los  modos  de  cómo  puede  celebrarse  el 
contrato  de  arrendamiento,  y  entre 
otros  está  el  de  hacerlo  “de  palabra”; 
pero  en  el  caso  de  que  la  renta  anual 
pase  de  $500  solo  podrá  probarse  por 
ESCRITURA  PUBLICA  O  POR 
CONFESION  DE  PARTE;  el  1671 
que  dispone  que  la  locación  se  perfec¬ 
ciona  por  el  mero  consentimiento  de  los 
interesados  sobre  la  cosa  y  renta,  sal¬ 
vo  el  caso  del  artículo  anterior  y  el  1681 
que  dispone  que  el  alquiler  de  casa,  por 
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tiempo  indeterminado,  se  reputa  ser 
por  años,  por  semestres  o  por  meses, 
según  se  pague  la  renta  al  año,  al  se¬ 
mestre  o  al  mes.  Ni  fueron  violados 
tampoco,  por  haber  reconocido  el  Tri¬ 
bunal  de  2a.  Instancia  la  existencia  del 
contrato  de  arrendamiento,  el  Arto. 
2249  C.  C.  que  se  contrae  a  los  princi¬ 
pios  a  que  debe  sujetarse  el  consenti¬ 
miento  presunto;  el  209  Prs.  Cvs.,  que 
especifica  las  atribuciones  de  los  exper¬ 
tos;  el  713  y  721  del  mismo  Código,  que 
disponen  que  solo  es  admisible  en  juicio 
como  plena  prueba,  el  instrumento  otor¬ 
gado  conforme  a  las  leyes  y  que  cuan¬ 
do  éstas  exigen  por  solemnidad  de  al¬ 
gún  acto  el  otorgamiento  de  escritura 
pública,  este  es  el  único  medio  de  pro¬ 
bar  la  realidad  y  legitimidad  del  acto, 
Y  el  736  que  determina  los  casos  en  que 
procede  el  juicio  de  peritos. 

CONSIDERANDO  3P— Que  la  par¬ 
te  actora  al  interponer  su  demanda,  hi¬ 
zo  consistir  la  causa  de  nulidad  del  con¬ 
trato  de  venta  de  la  casa  relacionada  en 
que  fué  violentado  su  consentimiento 
para  llevarlo  a  cabo,  por  el  señor  Es¬ 
trada  Cabrera  mediante  hechos  delic¬ 
tuosos,  como  fueron  las  coacciones  y 
amenazas  de  causarle  daños  graves  que 
afirma  fueron  ejercidas  sobre  ella,  pa¬ 
ra  infundirle  temor  de  que,  si  no  acce¬ 
día  se  cumplirían,  consistentes:  en  ex¬ 
pulsar  del  país  por  extranjero  pernicio¬ 
so,  a  su  esposo  don  Juan  B.  Palláis; 
Poner  en  prisión  a  su  menor  hijo  Emi¬ 
lio  Enrique  Palláis  Novales  y  expro¬ 
piarla  por  fingida  causa  de  utilidad  pú¬ 
blica  de  la  referida  casa;  y  que  en  con¬ 
secuencia  de  todo  eso,  tampoco  hubo 
causa  justa  para  obligarse. 

CONSIDERANDO  49 — Que  con  ese 
criterio  debe  examinarse  si  la  Sala  sen¬ 


tenciadora  infringió  las  leyes  que  se  ci¬ 
taron  al  introducirse  este  recurso.  Entre 
esas  leyes  aparecen  los  Artos.  1406, 
1407,  1412,  1413  y  1422  del  Cod.  Civil, 
de  los  cuales,  el  primero,  expresa  que 
para  validez  de  los  contratos  se  requie¬ 
re:  i9  el  consentimiento  de  las  partes; 
2e  su  capacidad  para  contratar;  3*  cosa 
cierta  que  sea  materia  del  contrato,  y 
4P  causa  justa  para  obligarse;  el  segun¬ 
do  que  no  es  válido  el  consentimiento 
que  proviene  de  error,  dolo  o  violencia; 
el  tercero,  que  son  nulos  los  contratos 
por  fuerza  o  violencia  que  recae  sobre 
los  contratantes  o  alguno  de  ellos,  ya  se 
haya  empleado  por  una  de  las  partes  o 
por  un  tercero;  el  cuarto,  que  la  fuerza 
o  violencia  deben  ser  tales  que  produz¬ 
can  una  impresión  profunda,  en  el  áni¬ 
mo  del  que  la  sufra,  por  amenazarle  con 
un  mal  grave  en  su  persona,  la  de  su 
cónyugue,  ascendientes  o  descendientes, 
o  con  la  pérdida  de  todos  o  parte  con¬ 
siderable  de  sus  bienes;  y  el  quinto,  que 
es  nulo  el  contrato  celebrado  sin  haber 
causa,  o  con  una  causa  falsa  o  ilícita. 
Ahora  bien,  la  causa  de  la  nulidad  de¬ 
ducida,  se  hace  consistir  en  la  violencia, 
la  cual  según  la  ley,  debe  reunir  los  ca¬ 
racteres  que  claramente  especifican  los 
Artos.  1412  y  1413  citados,  es  decir, 
que  se  haya  empleado,  por  una  de  las 
partes  o  por  un  tercero,  amenazando 
al  que  la  sufra,  con  un  mal  grave  en  su 
persona,  en  la  de  su  cónyugue,  ascen¬ 
dientes  o  descendientes,  o  con  la  pérdi¬ 
da  de  todos  o  parte  considerable  de  sus 
bienes.  En  el  presente  caso,  se  propuso 
prueba  por  la  actora,  para  establecer 
que  la  amenaza  provino  de  parte  del  de¬ 
mandado  señor  Cabrera  por  medio  de 
distintas  personas  intermediarias,  que 
la  hicieron  en  días  diferentes,  antes  de 
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que  el  contrato  se  llevara  a  cabo  y  que 
en  esas  oportunidades,  siempre  recibie¬ 
ron  los  intermediarios,  rotunda  negati¬ 
va  de  parte  de  la  amenazada;  de  suerte 
que,  no  cabe  tomar  en  cuenta  tales  ame¬ 
nazas  anticipadas  y  aisladas,  porque 
para  ser  apreciadas  debió  establecerse 
que  habían  producido  el  efecto  inmedia¬ 
to  que  se  proponían;  esto  es  que,  me¬ 
diante  ellas  se  había  arrancado  el  con¬ 
sentimiento;  y  por  el  contrario  se  pro¬ 
bó  por  la  parte  actora  que  no  dieron 
más  resultado,  en  cada  caso,  que  la  ne¬ 
gativa  absoluta  de  vender  el  inmueble 
motivo  de  este  juicio.  Así  se  deduce  de 
los  diversos  interrogatorios  que  la  se¬ 
ñora  de  Palláis  dirigió  a  los  señores 
Francisco  Navas,  J.  Marcos  Leiva,  José 
Guadalupe  Cifuentes,  Jacinto  J.  Rosa¬ 
les,  Salvador  Salazar  e  Isidro  Rosal ; 
Felipe  Márquez  padre,  José  Morales 
M.,  Octavio  Sánchez  O.  y  Carlos  Gál- 
vez  A.  y  de  las  contestaciones  que  to¬ 
dos  ellos  dieron  a  las  preguntas  que  les 
fueron  dirigidas:  los  seis  primeros  so¬ 
bre  la  misión  de  Márquez  y  amenazas 
que  hizo  (acerca  de  las  cuales  nada  se 
le  preguntó  a  él  personalmente)  y  los 
tres  últimos  acerca  de  su  actuación  co¬ 
mo  emisarios  y  portadores  de  dichas 
amenazas. 

CONSIDERANDO  59—  Que  no 
consta  comprobado  en  autos,  cuál  fué 
el  momento  preciso  en  que  la  señora  de 
Palláis  haya  dado  su  consentimiento 
para  vender  la  casa  antes  del  otorga¬ 
miento  de  la  escritura.  La  actora,  en  la 
demanda,  se  concretó  a  afirmar  que 
“por  fin  un  día  recibió  el  ultimátum  (sin 
decir  cuándo,  quién  y  cómo  se  le  comu¬ 
nicó)  de  que  un  Notario  se  constituiría 
en  su  casa  para  que  firmara  la  escritu¬ 
ra  de  venta,  y  que  en  caso  de  negarse 
se  ejecutarían  inmediatamente  las  ame¬ 


nazas  dichas  y,  en  efecto  el  17  de  agos¬ 
to  de  1918  (sin  expresar  la  hora)  se 
presentó  el  Notario  don  Leonardo  Lara 
acompañado  del  General  José  María 
Letona  con  la  escritura  de  forzada 
compra-venta  que  entonces  tuvo  que 
firmar,  sin  su  consentimiento,  contra  su 
voluntad,  violentada  y  amenazada,  solo 
para  evitar  el  cumplimiento  de  las  tre¬ 
mendas  amenazas  y  los  sufrimientos 
morales  y  físicos  que  Estrada  Cabrera, 
tenía  reservados  a  los  dos  seres  para 
ella  más  queridos”.  .  .  Para  comprobar 
esa  afirmación  categórica,  la  parte  acto¬ 
ra  produjo  los  testimonios  del  General 
Letona,  J.  Trinidad  Valdés,  Maximilia¬ 
no  Asteguieta,  Alberto  Samayoa,  An¬ 
tonio  Contreras,  Salvador  Paniagua  y 
Félix  Castañeda,  sobre  que  el  17  de 
agosto  de  1918,  a  las  once  de  la  maña¬ 
na,  el  Notario  señor  Lara,  llegó  a  la 
casa  de  la  demandante,  llevando  ya  re¬ 
dactada  la  escritura,  a  recoger  las  fir¬ 
mas  de  los  otorgantes,  concretándose, 
previamente,  a  dar  lectura  al  instru¬ 
mento.  Como  no  se  ha  comprobado  que 
este  haya  sido  contrahecho  sino  que,  la 
actora  afirma  por  el  contrario  que  no 
lo  fué,  debe  aceptarse  tal  como  aparece 
en  el  segundo  testimonio  presentado  por 
ella  misma  acompañándolo  a  su  deman¬ 
da,  y  el  cual  le  extendió  el  Notario  au¬ 
torizante,  con  fecha  12  de  mayo  de 
1920.  Ahora  bien,  en  ese  instrumento 
aparece  que  el  escribano  que  lo  autorizó, 
dió  fé  de  haber  tenido  a  la  vista  el  tí-r 
tulo  de  propiedad  del  raíz  “que  es  la 
escritura  de  26  de  octubre  de  1900  au¬ 
torizada  por  el  Notario  don  Manuel  J. 
Alvarado”  y  el  del  agua  de  que  disfru¬ 
ta  el  inmueble,  registrado  al  número 
1222,  los  cuales,  por  consiguiente,  solo 
pudo  haber  visto  el  Notario  señor  La¬ 
ra,  antes  o  cuando  redactó  el  instrumen 
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to,  esto  es,  antes  también  de  que  pre¬ 
sentara  este  a  los  esposos  Palláis  No¬ 
vales  para  que  lo  firmaran.  Por  otra 
parte  no  se  alegó  siquiera  ni  menos  se 
intentó  probar  por  la  actora,  que  el  No¬ 
tario  se  hubiese  proveído  de  los  títulos 
de  propiedad  que  le  sirvieron  de  base 
para  la  escritura  de  traspaso,  en  otra 
fuente  que  no  fuese  de  la  misma  intere¬ 
sada,  ni  esta  los  presentó  al  juicio  para 
establecer  que  no  estaban  razonadas  y 
que  no  habían  salido  de  su  poder,  ni 
nada  consta  en  autos  a  este  respecto, 
que  bien  pudo  ser  un  capítulo  de  im¬ 
portancia  capital  en  la  demanda,  que 
fué  formulada  hasta  el  14  de  febrero  de 
1921  o  sea  ocho  meses  después,  que  el 
escribano  le  había  extendido  el  segundo 
testimonió  relacionado,  en  donde  consta 
el  hecho  que  se  comenta.  De  todo  lo  ex¬ 
puesto  se  deduce  que  el  consentimien¬ 
to  para  la  venta,  fué  otorgado  antes  de 
que  se  llenara  la  solemnidad  del  con¬ 
trato,  mediante  el  instrumento  público 
que  se  impugna.  No  obstante  esos  an¬ 
tecedentes,  en  la  demanda  se  dá  a  en¬ 
tender  que  el  consentimiento  se  prestó 
por  la  querellante,  en  el  momento  pre¬ 
ciso  en  que  se  vió  forzada  a  firmar  la 
escritura  de  traspaso,  por  lo  cual  se  ha¬ 
ce  necesario  examinar  la  prueba  rendi¬ 
da  a  este  propósito.  Se  hacen  figurar 
como  emisarios  del  señor  Estrada  C. 

f 

portadores  del  ultimátum  verbal,  a  que 
se  refiere  la  demanda  los  individuos 
Juan  Guzmán  y  Vicente  G.  Quezada, 
(Resultando  acápite  G.  de  este  fa¬ 
llo)  quienes  afirman  que  cumplieron  su 
cometido  el  17  de  agosto  de  1918  (te¬ 
cha  en  que  se  firmó  la  escritura)  y  acer¬ 
ca  de  sus  dichos  procede  hacer  las  ob¬ 
servaciones  siguientes:  no  expresan  si 
la  misión  que  confiesan  haber  cumpli¬ 


do,  fué  como  particulares  o  como  Agen¬ 
tes  de  la  autoridad  a  pesar  de  que  lo 
hicieron  en  nombre  del  presidente  de  la 
República;  el  interrogatorio  dirigido  a 
Guzmán  y  Quezada  y  sus  declara  nones 
reducen  la  amenaza  tan  solo  a  que  se 
procedería  a  la  captura  y  poner  en  pri¬ 
sión  a  don  Emilio  Enrique  Palláis,  110 
obstante  que  en  la  demanda  se  expresa 
que  el  ultimátum  comprendía  la  de  eje¬ 
cutar  también  la  expulsión,  por  extran¬ 
jero  pernicioso,  del  esposo  de  la  actora 
y  la  expropiación  por  fingida  utilidad 
pública  del  inmueble  de  que  se  trata;  el 
mismo  interrogatorio  y  declaraciones 
fijan  las  10  y  media  de  la  mañana  como 
hora  de  la  llegada  del  Notario  señor 
Lara  y  el  General  Letona  a  la  casa  de 
la  actora;  siendo  así  que,  según  los  in¬ 
terrogatorios  dirigidos  al  propio  Gene¬ 
ral  y  a  los  testigos  J.  Trinidad  Valdez, 
Maximiliano  Asteguieta,  Alberto  Sa- 
mayoa,  Antonio  Contreras,  Salvador 
Paniagua  y  Felipe  Castañeda,  y  en  las 
contestaciones  que  todos  ellos  dieron, 
con  excepción  del  último  que  no  pudo 
puntualizar,  se  afirma  que  la  hora  de  lle¬ 
gada  del  Notario  con  su  acompañante 
fué  a  las  once  de  la  mañana;  las  decla¬ 
raciones  de  Guzmán  y  Quezada  en  cuan 
to  a  la  misión  que  afirman  desempeña¬ 
ron,  no  se  contraen  a  hechos  que  vie¬ 
ron  y  oyeron,  como  testigos  presencia¬ 
les  (Arto.  824  Prs.  Cvs.)  sino  que  se 
refieren  a  hechos  practicados  por  ellos 
personalmente,  y  si  bien  es  cierto  que 
dicen  obraron  por  orden  del  Presidente 
de  la  República,  no  consta  comproba¬ 
do  que,  en  realidad,  haya  existido  esa 
orden;  siendo  de  advertir  que  la  parte 
actora  en  las  dos  veces  que  articuló  po¬ 
siciones  al  demandado  no  intentó  obte¬ 
ner  de  él  confesión  judicial  sobre  la 
orden  que  Guzmán  y  Quezada  asegu¬ 
ran  que  recibieron  de  Estrada  Cabre¬ 
ra  para  trasmitirla  a  la  Sra.  de  Palláis 
y  por  el  contrario  el  señor  Estrada  Ca- 
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brera  en  virtud  de  interrogatorio  que  se 
le  hizo,  confesó  que  “comisionó”  al  Ge¬ 
neral  Letona  y  al  Notario  señor  Lara 
para  que  se  constituyera  en  la  casa  de 
la  demandante  el  17  de  agosto  de  1918 
para  que  esta  firmara  la  escritura,  y 
que  el  expresado  General  fué  quien  in¬ 
tervino  y  se  empeñó  en  que  el  absolven¬ 
te  adquiriera  la  casa  de  referencia”; 
especie  esta  última  que  el  repetido  se¬ 
ñor  Letona  negó  en  lo  absoluto.  En 
cuanto  a  las  declaraciones  del  General 
Letona,  en  la  parte  que  se  refiere  a  las 
amenazas  y  coacciones  que  la  actora 
asegura  violentaron  su  voluntad,  debe 
de  tenerse  en  cuenta  que,  aquel  se  con¬ 
cretó  a  afirmar,  mediante  las  preguntas 
que  se  le  hicieron,  que  su  actuación  se 
redujo  a  acompañar  al  Notario  para 
recojer  la  firma  de  la  escritura,  y  ade¬ 
más  asegura:  que  oyó  decir  a  Estrada 
Cabrera,  que  si  la  señora  de  Palláis  se 
negaba  a  firmar  la  escritura  de  compra¬ 
venta.  el  hijo  de  ésta,  Enrique,  sería 
reducido  a  prisión  aquel  mismo  día,  por 
dos  agentes  de  la  policía  secreta,  a 
quienes  había  ordenado  “que  estuvieran 
en  la  esquina  próxima  a  su  domicilio 
(de  la  actora)  esperando  una  segunda 
orden  para  proceder  a  la  captura” ;  pe¬ 
ro  cabe  observar  que  el  dicho  del  de¬ 
clarante,  solo  constituiría  semi-plena 
prueba,  acerca  de  la  orden  dada  (Arto. 
831  Prs.  Cs.)  y  que  contradice  lo  que 
afirmaron  Guzmán  y  Quezada  (si  es 
que  ellos  eran  los  agentes  secretos,  pues 
no  está  probada  esta  circunstancia)  res¬ 
pecto  a  la  orden  de  ir  a  la  casa  de  la  se¬ 
ñora  de  Palláis,  como  portadores  del 
ultimátum,  a  prevenir  a  ésta  acerca  de 
la  prisión  de  su  hijo ,  es  decir  que  si, 
según  el  General  Letona,  el  Licenciado 


Estrada  Cabrera,  dió  instrucciones  pa¬ 
ra  que  los  agentes  secretos  se  apostaran 
en  la  esquina  inmediata  y  esperaran  se¬ 
gunda  orden,  esos  individuos  se  extra 
limitaron  en  hacer  a  la  señora  la  pre¬ 
vención  de  que  se  trata. 

CONSIDERANDO  69--Que  de  to¬ 
do  lo  expuesto  se  deduce:  C — Que  el 
consentimiento  dado  para  llevar  a  cabo 
el  contrato  de  compra-venta  relaciona¬ 
do,  tuvo  lugar  indefectiblemente,  algún 
tiempo  después  de  que  según  lo  afirma 
la  señora  de  Palláis,  había  rechazado 
las  amenazas  que  le  hicieron  Felipe 
Márquez,  padre,  José  Morales  M.,  Oc¬ 
tavio  Sánchez  O.  y  Carlos  Gálvez  A.  y 
antes  de  que  se  firmara  por  las  partes 
la  escritura  del  traspaso  de  dominio  y 
nó  en  el  momento  preciso  en  que  este 
tuvo  verificativo.  2° — Que  aún  en  el  su¬ 
puesto  de  que  la  amenaza  de  que  fue¬ 
ron  portadores  los  individuos  Guzmán 
y  Quezada,  concretándola  a  menos  ma¬ 
les  de  los  que  antes  se  le  habían  anun¬ 
ciado  por  otras  peresonas,  según  lo  afir¬ 
ma  la  demandante  (que  no  dieron  re¬ 
sultado  alguno  en  su  ánimo  en  el  senti¬ 
do  que  se  proponían)  hubiese  determi¬ 
nado  la  prestación  del  consentimiento, 
la  demandante  debió  probar  también, 
que  la  tal  amenaza  provenía,  positiva¬ 
mente  de  parte  de  Estrada  Cabrera,  pa¬ 
ra  que  pudiera  perjudicar  a  éste  en  sus 
derechos  pues  si  bien  es  cierto  que  se¬ 
gún  el  Arto.  1412  C.  C.  la  violencia 
también  puede  emplearse  por  un  terce¬ 
ro,  en  el  presente  caso  se  hace  consis¬ 
tir,  según  la  demanda,  como  originaria 
de  unos  de  los  contratantes,  el  señor 
Estrada  Cabrera  C.,  por  medio  de  in¬ 
termediarios,  de  tal  manera  que  debió 
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establecerse  esa  circunstancia,  y  faltan¬ 
do  ese  elemento  de  prueba  indispensa¬ 
ble  para  que  la  acción  quedara  eviden¬ 
ciada,  como  fué  propuesta  en  el  libelo 
de  demanda,  los  hechos  relacionados 
por  los  testigos,  Guzmán  y  Quezada, 
solo  deben  apreciarse  como  personales 
de  ellos  mismos,  ya  como  autores,  .ya 
como  co-autores  o  como  cómplices  de 
las  amenazas  en  cuyo  caso,  no  pueden 
ser  testigos  idóneos  por  el  interés  direc¬ 
to  o  indirecto  que  pueden  tener  en  el 
pleito,  de  conformidad  con  el  Arto.  790 
inciso  12  Código  de  Ps.  Cvs.,  porque  el 
objeto  de  la  prueba  testimonial  es  esta¬ 
blecer  hechos  concretos  que  puedan  caer 
bajo  la  acción  de  los  sentidos  del  de¬ 
clarante  o  en  otros  términos  que  ocu¬ 
rrieron  ante  él  y  pudo  apreciar  viendo  u 
oyendo,  y  no  actuando  en  nombre  pro¬ 
pio  o  ajeno.  30— No  está  establecido  en 
los  autos,  tampoco,  en  la  forma  que  pre¬ 
viene  el  Arto.  435  del  Código  Civil  que 
la  amenaza  de  captura  y  prisión  de  don 
Emilio  Enrique  Palláis,  recayera  sobre 
un  descendiente  de  la  parte  que  se  dice 
violentada  por  ese  hecho,  para  que  este 
fuera  apreciado  en  consonancia  con  el 
Arto.  1413  del  Código  citado;  49  No 
estando  desvirtuado  el  consentimiento 
por  la  causal  de  violencia  alegada,  exis¬ 
te  en  consecuencia  la  causa  justa  para 
llevar  a  cabo  el  contrato,  pues  dicha  cau¬ 
sa,  es  el  consentimiento  mismo  que  dió 
origen  a  la  obligación;  y  59 — Si  la  Sala 
sentenciadora,  no  estimó  suficiente  la 
prueba  relacionada,  para  establecer  las 
causales  de  violencia  y  falta  de  causa 
para  obligarse  que  fueron  demandadas, 
no  pudo  aplicar  los  Artos.  1406,  1407, 
1412,  1413,  1422,  2365  y  2366  Código 
Civil,  citados  como  violados,  que  se  re¬ 
fieren  a  la  nulidad  de  los  contratos  y 
por  consiguiente  tampoco  fueron  infrin¬ 
gidos  los  Artos.  775,  823,  824,  825  y 


829  Prs.  Civiles,  todos  los  cuales  tratan 
del  valor  de  la  prueba  testimonial,  en 
tanto  cuanto  se  apreció  esta  para  resol¬ 
ver  sobre  el  capítulo  de  violencia  ale¬ 
gada. 

CONSIDERANDO  79 — Que  según 
el  Arto.  674  Prs.  la  falsedad  civil  de 
un  instrumento,  se  califica  como  tal, 
“cuando  contiene  alguna  suposición 
fraudulenta  en  perjuicio  de  un  tercero, 
por  haberse  contrahecho  la  escritura  o 
subscripción  de  alguno  de  los  que  se  su¬ 
pone  que  la  otorgaron  o  de  los  testigos 
o  del  escribano;  o  por  haberse  suprimi¬ 
do,  alterado  o  añadido  alguna  cláusula 
o  palabras  en  el  cuerpo  del  instrumen¬ 
to  después  de  otorgado :  o  haberse  an¬ 
ticipado  o  postergado  su  data”.  Ese  ar¬ 
tículo  desde  luego,  fija  como  condición 
indispensable  para  apreciar  la  falsedad, 
que  en  el  instrumento  exista  no  solo  al¬ 
guna  suposición  fraudulenta  sino  que 
ésta  sea  en  perjuicio  de  tercero,  provi¬ 
niendo  de  los  hechos  espeecíficos  que  se¬ 
ñala,  siendo  de  advertir  que,  según  se 
deduce  del  texto  de  esa  ley,  las  altera¬ 
ciones  que  puedan  causar  la  suposición 
fraudulenta  contra  tercero,  solo  pueden 
llevarse  a  cabo,  después  que  el  instru¬ 
mento  impugnado  de  falso,  se  hubiese 
otorgado.  Dados  esos  antecedentes,  de¬ 
be  afirmarse  que,  para  que  una  acción 
sobre  el  particular  prospere,  debe  fun¬ 
darse,  precisamente,  en  la  existencia  de 
la  causal,  que  el  repetido  artículo  seña¬ 
la,  pues  de  lo  contrario,  los  Tribunales 
no  pueden  tomar  en  consideración  otra 
u  otras  causales  que  se  deduzcan  o  ale¬ 
guen  sin  infringir  de  manera  manifies¬ 
ta  el  artículo  transcrito.  En  el  presente 
caso,  la  demanda  habla  de  que  es  falsa 
la  escritura  en  que  se  hizo  constar  el 
contrato,  porque  aparecen  en  ella  he¬ 
chos  falsos  los  cuales  enumera  sin  que 
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entre  ellos,  aparezcan  citados  algu¬ 
nos  o  todos  los  que  la  ley  seña¬ 
la  para  considerarla  como  tal,  o 
sean  los  de  haberse  contrahecho 
el  instrumento  o  la  suscripción  de  algu¬ 
nos  de  los  que  lo  firmaron,  o  por  haber¬ 
se  suprimido,  alterado  o  añadido  cláu¬ 
sulas  o  palabras;  o  por  haberse  antici¬ 
pado  o  postergado  su  fecha,  y  menos  se 
expresó  que  los  defectos  que  en  el  libe¬ 
lo  se  apuntan,  constituyan  una  suposi¬ 
ción  fraudulenta  en  perjuicio  de  terce¬ 
ro,  ni  podría  aceptarse  que  esa  tercera 
persona,  lo  fuera  la  propia  demandante, 
ya  que,  no  solo  en  la  demanda  sino  que 
en  otros  y  repetidos  pasajes  del  juicio, 
afirma  que  sí  firmó  la  escritura,  y  en  con 
secuencia  no  debe  considerársela  como 
ajena  al  otorgamiento  del  instrumento  y 
así  lo  reconoce  ella  misma  en  su  alega¬ 
to  de  agravias  (folio  6  Vto.  pieza  de 
2a.  Instancia)  en  los  siguientes  térmi¬ 
nos:  “yo  no  he  demandado  la  falsedad 
de  la  escritura,  porque  ella  contenga  al¬ 
guna  suposición  fraudulenta  en  perjui¬ 
cio  de  tercero,  por  haberse  contrahecho 

la  escritura  o  subscripción . o  por 

defecto  de  forma  de  aquellos  que  dejan 
huella  en  el  Registro  del  Notario,  nada 
de  eso  he  demandado”.  “Yo  demandé  la 
nulidad  del  contrato  de  compra-venta  y 
la  escritura  que  lo  contiene,  porque  el 
ex-Presidente  Estrada  Cabrera  empleó 
medios  de  fuerza  y  violencia  grave  pa¬ 
ra  lograr  que  le  vendiera  la  casa . . . .  ” 
Cita  sin  embarco  en  ese  alegato,  y  los 
repite  en  el  escrito  de  casación,  el  ar¬ 
tículo  679  Prs.  que  prevee  el  caso  en 
que  ocurra  prueba  testimonial  para 
acreditar  la  imposibilidad  f  ísica,  de  ha¬ 
ber  estado  los  otorgantes,  el  escribano  o 
los  testigos  instrumentales  en  el  lugar 
donde  se  otorgó  el  instrumento ;  o  .r o, 
al  fundarse  la  actora  en  esa  causal  de 
imposibilidad,  lo  que  propiamente  hace 
es  tachar  de  falsa  la  escritura  de  mé¬ 
rito,  y  así  lo  expresa  claramente  '.1  la 
demanda  al  decir  “que  es  falsa  la  escri¬ 


tura  porque  se  hicieron  aparecer  en  ella 
hechos  falsos  como  son:  el  que,  la  ac¬ 
tora  hubiese  firmado  en  “La  Palma” 
cuando  en  realidad  lo  hizo  en  su  casa, 
etc.,  etc.  En  presencia  de  tales  afirma¬ 
ciones  debe  examinarse  si  los  hechos 
denunciados  son  aquellos  que  contiene 
el  Arto.  674  Prs.  Cvls.  citado  como  in¬ 
fringido  para  ver  si  caen  bajo  su  san¬ 
ción.  Como  queda  dicho,  para  calificar 
de  falso  un  instrumento  público,  se  ne¬ 
cesita  que  la  suposición  que  se  alegue 
haber  cometido  en  él,  sea  fraudulenta 
y  en  perjuicio  de  tercero :  y  a  estable¬ 
cer  estos  extremos  debe  dirigirse  la 
prueba  que  se  rinda.  En  el  caso  que  se 
examina  se  propuso  la  información  de 
los  testigos  General  Letona,  Trinidad 
Valdez,  Maximiliano  Asteguieta,  Albei: 
to  Samayoa,  Antonio  Contreras,  Salva¬ 
dos  Paniagua  y  Felipe  Castañeda  y  po¬ 
siciones  absueltas  por  el  licenciado  Es¬ 
trada  Cabrera,  para  demostrar  que 
cuando  se  firmó  el  instrumento  en  que 

consta  la  venta  de  la  casa  por . 

$70.000.00  billetes,  que  ya  llevó  escrito 
el  Notario,  no  estuvieron  juntos  los 
otorgantes,  quienes  los  suscribieron  en 
sitios  disttintos  sin  que  estuvieran  pre¬ 
sentes  don  Abel  Corzo  y  don  Enrique 
Salazar  G.  que  se  dicen  testigos  instru¬ 
mentales;  de  suerte  que,  se  intentó  pro¬ 
bar  solamente  la  suposición  de  hechos 
que  no  pasaron  como  se  dice  en  la  es¬ 
critura,  faltando  la  demostración  de  que 
tales  hechos  fueron  fraudulentos  y  en 
perjuicio  de  tercero.  Por  estas  razones 
no  procede  examinar  la  prueba  rendida 
sobre  la  suposición  denunciada  y  al  es¬ 
timarlo  así  la  Sala,  no  infringió  los 
Artos,  que  se  han  venido  analizando  en 
este  párrafo,  que  se  citaron  como  vio¬ 
lados. 

CONSIDERANDO  8° — Que  según 
el  Arto  673  Prs.  Civiles  “Los  instru¬ 
mentos  públicos  son  nulos,  o  porque  en 
ellos  no  se  han  observado  las  formali- 
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dades  prescritas  en  este  Código  o  por¬ 
que  contienen  un  acto  contrario  a  ter¬ 
minantes  disposiciones  del  Código  Ci¬ 
vil”;  pero,  en  el  testimonio  de  la  escri¬ 
tura  de  compra  ya  relacionada,  que  se 
impugna  de  nula,  aparece  que  en  ella  se 
observaron  los  requisitos  que  prescriben 
los  Artos.  TÓ3  y  165  Prs.  que  se  refie¬ 
ren  a  las  formalidades  que  deben  de  con 
tener  y  expresar  las  escrituras  públicas 
y  en  tal  concepto  no  debe  conceptuarse 
como  nula  dicha  escritura.  No  obstante 
eso,  la  parte  actora  intentó  prueba  pa¬ 
ra  establecer  que,  a  pesar  de  que  en  la 
escritura  se  cumplió  con  expresar  que 
se  llenaron  los  requisitos  legales,  estos 
no  tuvieron  lugar  cuando  el  acto  se  ve¬ 
rificó,  pero  ello  no  es  objeto  de  la  acción 
de  nulidad  sino  de  la  de  falsedad  y  co¬ 
mo  queda  dicho  en  el  párrafo  anterior, 
para  que  esta  sea  reputada  como  tal, 
es  preciso  que  no  solo  haya  una  supo¬ 
sición  contraría  a  los  hechos  sino  que 
sea  fraudulenta  y  en  perjuicio  de  terce¬ 
ro,  es  decir  que  no  intervino  en  el  acto. 
Además,  la  prueba  testimonial  rendida 
al  respecto,  tendió  a  establecer  hechos 
contra  y  fuera  del  contenido  del  instru¬ 
mento  impugnado,  como  se  desprende 
de  la  pregunta  6a.  del  interrogatorio 
(folio  44  pieza  de  pruebas)  dirigido  a 
los  testigos  que  se  citan  en  el  párrafo 
anterior,  en  que  se  les  preguntó,  y  ellos 
contestaron  afirmativamente,  sobre  si 
era  cierto  “que  en  la  escritura  se  hacía 
constar  que  la  señora  de  Palláis,  auto¬ 
rizada  por  su  esposo,  vendía  la  casa  re¬ 
lacionada  al  señor  Estrada  Cabrera 
por  el  precio  de  SETENTA  MIL  PE¬ 
SOS....  BILLETES  DEL  PAIS”; 
cuando  en  realidad,  en  la  repetida  es¬ 
critura,  no  consta  que  contenga  la  fra¬ 
se  “billetes  del  País”,  sino  simplemente 
“sotenta  mil  pesos”.  Por  consiguiente  y 
por  esta  razón  más,  la  información  tes¬ 
timonial  aludida,  no  debe  tomarse  en 
cuenta,  pues  contraría  al  Artículo  167 
Dto.  273  el  cual  dispone  “que  en  ningún 
caso  se  admitirá  la  prueba  de  testigos 


contra  y  fuera  del  contenido  de  los  ins¬ 
trumentos  públicos”,  sin  que,  en  el  pre¬ 
sente  valga  la  alegación  de  que  esa 
prueba  está  comprendida  en  la  excep¬ 
ción  que  esa  ley  hace  respecto  de  los  Ar¬ 
tos.  675,  677,  679  y  680  Prs.  Cls.,  pues 
estos  por  su  orden,  se  refieren:  el  i°  a 
la  admisión,  en  el  juicio  de  nulidad,  de 
las  declaraciones  de  los  testigos,  de  la 
escritura;  el  20  a  que  hecho  el  examen 
del  Registro  del  Notario  en  el  juicio  de 
falsedad  por  haberse  contrahecho  algu¬ 
na  parte  del  instrumento  y  dictadas  las 
providencias  convenientes  para  esclare¬ 
cer  la  verdad,  deben  recibirse  las  prue¬ 
bas  pertinentes,  escritas,  testimoniales  o 
de  expertos,  para  producir  un  pleno 
convencimiento ;  el  3?  al  caso  de  la  impo¬ 
sibilidad  física,  que  como  se  ha  visto, 
constituye  una  suposición,  que,  si  fue¬ 
ra  fraudulenta  y  en  perjuicio  de  terce¬ 
ro,  constituye  falsedad  y  nunca  nulidad, 
la  cual  está  fundada,  según  la  ley,  en 
otros  defectos;  y  en  el  4’  a  que,  en  el  jui 
ció  de  falsedad  de  un  instrumento  no 
hacen  plena  prueba  menos  de  cinco  tes¬ 
tigos.  Como  se  vé,  el  caso  propuesto  no 
está  incluido  en  los  de  excepción  para 
estimar  la  nulidad  deducida.  En  cuanto 
a  la  confesión  del  licenciado  Estrada  Ca 
brera,  respecto  de  que  la  firma  de  la  es¬ 
critura  no  se  verificó  estando  las  partes 
y  los  testigos  juntos,  debe  de  tenerse 
presente  que  en  los  Artos.  163  y  165 
Prs.  no  se  expresa  de  manera  terminan¬ 
te,  como  lo  hace  la  ley  para  los  testa¬ 
mentos,  que  ese  requisito  debe  verificar¬ 
se  en  esa  forma,  sino  que  la  lectura  del 
instrumento  se  haga  a  los  otorgantes 
ante  los  testigos,  lo  cual  puede  hacerse 
sin  duda  alguna,  en  actos  separados;  y, 
en  cuanto  al  señor  Estrada  Cabrera 
concierne,  él  asegura  que  cuando  firmó 
los  testigos  estuvieron  presentes,  y  en 
caso  de  que  así  no  hubiese  sido,  el  he¬ 
cho  no  seria  causa  de  nulidad,  sino  co¬ 
mo  queda  explicado  atrás,  habría  una 
suposición  que  no  se  probó  que  fuese 
fraudulenta  y  en  perjuicio  de  otra  per- 
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sona  ajena  al  acto.  Todo  esto  en  cuan¬ 
to  al  primer  concepto  del  Arto.  673 
Prs.  que  se  examipa;  y  en  cuanto  al 
segundo,  o  sea  a  la  parte  relativa  a  que 
el  instrumento  “contenga  un  acto  con¬ 
trario  a  terminantes  disposiciones  del 
Código  Civil”  debe  afirmarse  que  ni  en 
la  demanda  ni  en  las  pruebas  rendidas, 
se  ha  señalado  en  él  algún  defecto  que 
contravenga  a  las  disposiciones  del  últi¬ 
mo  Código  citado,  y  por  el  contrario, 
consta  en  la  escritura  que  se  tuvo  en 
cuenta  al  autorizarla,  la  capacidad  de 
los  otorgantes  y  testigos,  el  consenti¬ 
miento  de  los  interesados  y  los  demás 
requisitos  del  orden  puramente  civil  que 
el  Código  de  la  materia  establece.  La 
Sala  sentenciadora  en  consecuencia,  no 
infringió  los  Artos,  aquí  comentados 
que  fueron  citados  al  introducirse  el 
presente  recurso. 

CONSIDERANDO  99— Que  de  to¬ 
do  lo  expuesto  se  deduce  que  no  fueron 
violados  en  la  sentencia  recurrida  los 
artículos  siguientes  775  Prs.  que  dispo¬ 
ne  que  toda  persona  puede  probar  su 
acción  por  medio  de  testigos,  en  los  ca¬ 
sos  en  que  la  ley  no  requiera  otro  me¬ 
dio  de  prueba;  823,  824,  825  y  829,  del 
mismo  Código  que  se  refieren  al  modo 
de  graduar  la  prueba  testimonial ;  a  las 
declaraciones  que  se  reputan  legalmen¬ 
te  verdaderas;  al  número  de  testigos 
que  hacen  plena  prueba;  ni  lo  fueron 
tampoco  los  Artos.  178  Dto.  273  y  849 
Prs.  que  establecen  que  las  presuncio¬ 
nes  humanas  no  servirán  para  probar 

aquellos  actos  que  conforme  a  la  ’ey  de¬ 
ben  constar  por  escrito  o  de  otra  ma¬ 
nera  expresa;  que  los  Jueces  apreciarán 
en  justicia  el  valor  de  dichas  presuncio¬ 
nes,  según  la  naturaleza  de  los  hechos, 
pues,  en  el  caso  subjúdice  no  procede 
apreciar  esas  pruebas,  existiendo  las 
otras  aunque  ineficaces  para  el  objeto, 
que  se  rindieron  con  el  propósit.)  deli¬ 
berado  de  establecer  los  hechos  alegados, 
por  medios  directos  y  no  deductivos;  y 


por  último,  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala,  al  condenar  al  demandado  al  pa¬ 
go  de  los  arrendamientos  que  en  ella  se 
expresan  y  al  absolverlo  de  los  otros 
capítulos  que  contiene  la  demanda,  lo 
hace  claramente,  y  al  establecer  el  de¬ 
recho  que  de  autos  se  desprende,  conde¬ 
na  y  absuelve,  según  el  caso,  de  manera 
terminante  y  se  citan  las  leyes  aplica¬ 
bles  en  que  se  funda  la  resolución  fi¬ 
nal;  y,  por  consiguiente  no  fueron  in¬ 
fringidos  por  el  Tribunal  de  2a.  Ins¬ 
tancia  los  Artos.  184  Dto.  273  y  2423 
del  Código  Civil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con 
presencia  de  todo  lo  expuesto  y  de  con¬ 
formidad  con  los  Artos.  1879,  1887  Prs. 
Civiles,  desestima  el  recurso  extraordi¬ 
nario  interpuesto  y  condena  a  la  parte 
que  lo  introdujo  a  la  pérdida  del  depó¬ 
sito  constituido,  el  cual  ingresará  a  los 
fondos  de  justicia,  y  al  pago  de  las  cos¬ 
tas  del  incidente.  Notifíquese  y  con  cer¬ 
tificación  devuélvanse  los  autos  al  Tri¬ 
bunal  de  Segunda  Instancia. 

R.  E.  Sandoval. 

Quirino  Flortes  y  Flores 
José  Serrano  Muñoz.  "Abel  Paredes. 

Benj.  G.  U miela 
Salomón  Carrillo  Ramírez. 

Corte  Seuprema  de  Justicia,  Guate¬ 
mala,  ocho  de  agosto  de  mil  novecientos 
veinticuatro. 

Vistos, 

RESULTA:  que  el  veintinueve  de 
julio  anterior  a  las  cuatro  p.m.  por  me¬ 
dio  de  cédula,  fueron  notificados  los  es¬ 
posos  Palláis  Novales  de  la  sentencia 
dictada  por  este  Tribunal  el  veintiocho 
del  mismo  en  la  cual  se  desestima  el  re- 
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curso  de  casación  interpuesto  contra  el 
fallo  de  15  de  mayo  de  1922  de  la  Sa¬ 
la  ia.  de  Apelaciones  en  que  revocan¬ 
do  el  del  Juez  i9  de  ia.  Instancia  de  es¬ 
te  departamento,  condena  al  licenciado 
Manuel  Estrada  C.  a  pagar  dentro  de 
tercero  dia  a  doña  Clara  Novales  de 
Palláis,  los  alquileres  que  le  debe  desde 
el  primero  de  enero  de  mil  novecientos 
diez  y  seis  al  diez  y  siete  de  agosto  de 
mil  novecientos  diez  y  ocho  a  razón  de 
trescientos  cincuenta  pesos  mensuales, 
moneda  nacional,  y  sin  especial  conde¬ 
nación  en  costas  lo  absuelve  de  los  otros 
capítulos  que  contiene  la  demanda  que 
se  le  interpuso  el  catorce  de  febrero  de 
mil  novecientos  veintiuno.  Que  el  trein¬ 
ta  del  mismo  julio,  a  las  tres  de  la  tar¬ 
de,  la  señora  de  Palláis  autorizada  por 
su  esposo  don  Juan  B.  de  este  apellido, 
presentó  escrito  a  este  Tribunal,  refiricn 
dose  al  juicio  aludido  y  pide  ampliación 
y  aclaración  de  la  sentencia  que  se  le 
notificó  el  día  anterior  a  las  cuatro  de 
la  tarde,  porque  en  su  concepto  ‘‘proce¬ 
de  dicha  ampliación  y  aclaración  tanto 
por  estar  concebido  el  fallo  en  términos 
obscuros  y  ambiguos  como  porque  en 
él  se  omitió  resolver  puntos  discutidos.” 
Que  oído  el  Licenciado  Estrada  Cabre¬ 
ra,  acerca  de  esa  solicitud,  manifestó  en 
escrito  de  cuatro  del  corriente,  que  no 
hay  razón  legal  ni  lógica  para  ampliar 
y  aclarar  lo  que  está  completo  y  claro, 
y  que  tratándose  del  recurso  de  casa¬ 
ción  que  fué  desestimado  en  el  fallo, 
no  puede  abrazar  otro  punto  que  la  pro¬ 
pia  desestimación,  por  lo  cual  pide  se 
declare  sin  lugar  la  solicitud  de  los  es¬ 
posos  Palláis  Novales. 

CONSIDERANDO:  que  la  parte  re¬ 
currente  al  hacer  su  solicitud  se  concre¬ 
ta  a  afirmar  en  lo  general,  que  la  sen¬ 
tencia  que  se  examina  está  concebida  en 
términos  obscuros  y  ambiguos,  sin  de¬ 
terminar  expresamente  en  qué  consiste 
la  obscuridad  ni  la  ambüedad,  como 
era  de  su  deber,  para  que  el  Tribunal 


pudiera  apreciarla  con  mayor  acierto; 
pero  no  habiéndolo  hecho  así,  es  única¬ 
mente  el  criterio  de  éste,  el  llamado  a 
aplicarse  en  el  presente  caso,  y  en  ese 
sentido  encuentra  que  el  fallo  aludido 
está  perfectamente  claro  y  explícito;  y 
en  cuanto  a  que  se  omitieron  resolver 
puntos  contravertidos  (y  no  discuti¬ 
dos),  tratándose  de  la  desestimación 
del  recurso  de  casación,  no  podía  en¬ 
trarse  a  resolver  otra  cosa  sino  la  pro¬ 
cedencia  de  la  misma,  fundada  en  que 
ni  se  quebrantó  el  procedimiento  ni  se 
violaron  las  leyes,  que  a  ese  propósito 
se  citaron  por  la  parte  recurrente. 

PORTANTO: 

.  / 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  apli¬ 
cando  los  Artos.  881,  882  y  884  Prs. 
Civiles,  declara  que  no  ha  lugar  a  la 
aclaración  y  ampliación  solicitadas.  No- 
tifíquese  y  como  está  mandado  devuél¬ 
vanse  con  certificación  los  autos  a  don¬ 
de  corresponde. 

Sandoval. 

.:¡&r 

Flores  y  Flores. 

Serrano  Muñoz.  Paredes. 

Urruela. 

Salomón  Carrillo  Ramírez.  % 


CRIMINAL 

Por  falta  de  prueba  plena  contra  el  acu¬ 
sado,  se  le  absuelve  del  cargo  que  por 
el  delito  de  estupro  se  le  formuló. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema¬ 
la  cuatro  de  agosto  de  mil  novecientos 
veinticuatro. 
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Por  recurso  de  casación  se  examina 
la  sentencia  dictada  el  siete  de  abril  úl¬ 
timo  por  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones, 
en  la  cual  revoca  la  que  pronunció  el 
Juez  i9  de  la.  Instancia  de  Quezalte- 
nango,  en  la  causa  instruida  contra  Ma 
teo  Pérez  por  estupro  y  condena  a  éste 
por  tal  delito  a  un  año  de  prisión  correc¬ 
cional  aumentada  en  una  tercera  parte 
por  haber  cometido  el  hecho  en  despo¬ 
blado;  hace  las  demás  declaraciones 
procedentes  y  por  último  recomienda  al 
Juez  a  quo  que  si  procediere  haga  apli¬ 
cación  del  Decreto  de  indulto  No.  849. 

RESULTA:  que  en  memorial  de  fe¬ 
cha  tres  de  julio  del  año  próximo  pasa¬ 
do,  se  presentó  al  Juzgado  Municipal  de 
San  Martín  Sacatepéquez  Manuel  de 
León  C.  acusando  por  el  delito  de  vio¬ 
lación  de  su  menor  hija  Micaela  de  su 
apellido,  al  indígena  Mateo  Pérez,  de 
su  mismo  vecindario,  puntualizando  que 
el  hecho  había  tenido  lugar  el  día  vein¬ 
tidós.  de  junio  anterior.  Examinada  en 
la  misma  fecha  la  ofendida  por  medio 
de  intérprete,  por  no  saber  hablar  el 
castellano  dijo:  que  hacía  como  veinte 
dias  más  o  menos  se  había  ido  al  monte 
a  traer  leña  y  viniendo  de  regreso  con 
su  carga,  se  encontró  con  el  indígena 
Mateo  Pérez,  quien  la  tomó  de  las  ma¬ 
nos  y  le  tapó  la  boca  para  evitar  que 
gritara ;  la  tiró  al  suelo  y  tuvo  con  ella 
ac;eso  carnal  lo  que  explica  diciendo 
que  le  levantó  las  enaguas,  se  montó  en 
ella,  sintió  dolor  entre  las  piernas  y  le 
salió  sangre,  después  de  lo  cual  se  fue 
Pérez  para  un  terreno  que  tiene  por  ese 
lugar;  que  ella  continuó  su  camino  y 
llegó  a  su  casa  pero  no  le  dijo  nada  a 
su  abuelita  con  quien  vive  porque  se 
encontraba  gravemente  enferma:  que 
tampoco  se  quejó  con  su  padre  porque 
tuvo  miedo  y  casi  no  se  mantiene  en  la 
casa  sino  en  sus  negocios ;  que  la  enagua 
la  escondió  atrás  de  la  casa  pero  como 
a  los  seis  días  llegó  su  madrastra  Ma¬ 
ría  Leona  López  y  encontró  la'  enagua  y 


al  verla  ensangretada.  pusieron  a  la  de¬ 
clarante  en  confesión,  y  ella  les  dijo  co¬ 
mo  había  sucedido  el  caso.  La  señora 
María  Leona  López  se  produjo  en  los 
mismos  términos  referidos  por  la  me¬ 
nor  en  cuanto  al  hallazgo  de  la  enagua 
ensangrentada,  y  agregó  que  en  cuanto 
su  esposo  Manuel  de  León,  tuvo  noti¬ 
cia  de  lo  sucedido  dió  parte  a  la  autori¬ 
dad,  no  habiéndolo  hecho  ella  antes  por¬ 
que  no  sabe  si  eso  es  delito. 

RESULTA:  que  un  día  después  de 
la  denuncia  fué  capturado  el  acusado 
quien  es  de  cuarenta  y  ocho  años  de 
edad,  casado,  y  examinado,  dijo:  que 
conoce  a  Micaela  de  León  porque  es  de 
su  mismo  vecindario:  que  hacía  como 
veinte  días  que  él  vino  de  su  labor,  pe¬ 
ro  que  no  la  había  visto  para  nada  du¬ 
rante  ese  tiempo;  que  es  falso  que  el 
veintidós  de  junio  haya  estado  con  Mi¬ 
caela  de  León  y  cometido  con  ella  el  de¬ 
lito  de  estupro,  pues  en  esa  fecha  se  en¬ 
contraba  él  en  su  labor;  que  él  supo 
que  le  había  pasado  eso  a  la  patoja  por¬ 
que  la  mujer  de  Manuel  de  León  lo  fué 
a  llamar  a  su  casa,  y  él  vino  a  hablar 
con  de  León,  quien  le  dijo  que  si  era 
cierto  que  él  se  había  estuprado  a  su  hi¬ 
ja,  a  lo  cual  contestó  que  era  absoluta¬ 
mente  falso,  que  no  sabía  quién  había 
sido  y  que  talvez  ya  hacía  tiempo  de  eso 
y  porqué  hasta  ahora  se  quejaba  la  mu¬ 
chacha;  que  después  de  esta  plática  se 
retiró  el  declarante  y  se  fué  para  su 
casa. 

RESULTA:  que  fueron  agregados 
a  los  autos  la  partida  de  nacimiento  de 
la  ofendida,  en  la  que  consta  que  en  la 
fecha  de  la  comisión  del  hecho  tenía 
doce  años  cumplidos  y  que  es  hija  na¬ 
tural  de  Alejandro  López;  y  el  informe 
emitido  por  el  doctor  don  Ricardo  Ma- 
zariegos  acerca  del  reconocimiento  que 
hizo  en  la  menor  el  9  de  julio,  en  el  que 
manifiesta  que  ésta  había  sido  desflo- 
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rada  quince  o  veinte  días  antes  de  esa 
fecha. 

RESULTA:  que  practicado  careo 
entre  la  ofendida  y  acusado,  ambos  se 
sostuvieron  en  sus  dichos,  asegurando 
la  menor  que  lo  sucedido  cumplió  vein¬ 
te  días  el  viernes  seies  del  propio  mes, 
pues  tuvo  lugar  día  viernes  a  las  doce 
del  día ;  por  su  parte  el  reo  aseguró  que 
en  la  fecha  que  dice  la  de  León  que  fué 
violada  se  encontraba  el  declarante  en 
su  labor  o  sea  en  el  pié  del  cerro  Xe- 
molmoguitz  habiéndolo  visto  en  ese  lu¬ 
gar  Pedro  Orozco. 

RESULTA:  que  elevada  la  causa  a 
plenario  se  tomó  al  reo  confesión  con 
cargos,  formulándose  el  de  estupro  con 
el  cual  no  se  conformó  y  conferidos  los 
traslados  de  ley,  evacuó  el  suyo  el  acu¬ 
sador  por  medio  del  apoderado,  forma¬ 
lizando  la  acusación,  y  pidiendo  que  se 
concediera  el  término  probatorio  de 
cuarenta  días. 

RESULTA :  que  dentro  de  este  tér¬ 
mino  pidió  el  defensor  del  reo  que  fue¬ 
ran  examinados  los  testigos  Andrés  Ra 
mírez  y  Pedro  Orozco  a  quienes  les 
constaba  que  el  acusado  había  estado  en 
compañía  de  ellos  trabajando  durante 
más  de  dos  semanas  consecutivas  en  su 
labor  situada  en  el  lugar  llamado  “Che- 
mamabutz”  desde  el  jueves  catorce  de 
junio  en  adelante  hasta  tres  días  antes 
que  fuera  capturado,  yéndose  diariamen 
te  los  tres  juntos  del  pueblo  de  San  Mar¬ 
tín  y  regresando  también  juntos  después 
que  se  había  puesto  el  sol;  que  durante 
ese  tiempo  no  se  juntaron  ni  siquiera 
vieron  a  Micaela  de  León  ni  que  el  reo 
se  haya  separado  de  ellos  para  acompa¬ 
ñar  a  la  relacionada  niña,  y  que  los  do¬ 
mingos  los  pasaban  descansando  en  sus 
respectivas  casas.  Los  mencionados  tes 


tigos  declararon  de  conformidad  con  el 
interrogatorio  respecvito. 

RESULTA :  que  vencido  el  término 
de  pruebas  se  agregaron  las  producidas 
a  los  autos  y  se  mandó  de  nuevo  que 
se  corrieran  los  traslados  de  ley,  pe¬ 
ro  el  acusador  ya  no  evacuó  el  suyo 
motivo  por  el  cual  se  tuvo  por  renuncia¬ 
do  el  traslado  y  después  de  haber  eva¬ 
cuado  el  defensor  la  defensa  correspon¬ 
diente,  se  dictó  por  el  Juez  sentencia  ab¬ 
solviendo  al  prevenido  del  cargo  formu¬ 
lado  por  falta  de  pruebas.  Este  fallo 
fué  revocado  por  la  Sala  Cuarta  de  Ape 
laciones  en  el  sentido  como  se  dijo  al 
principio;  y  contra  el  pronunciamiento 
de  éste  último  Tribunal  el  Procurador 
de  la  propia  Sala  interpuso  el  recurso 
de  casación  por  estimar  que  fueron  in¬ 
fringidos  los  Artos.  568,  589,  595,  596, 
597,  601  y  731  del  Cod.  de  Ps.  Pls.  Pe¬ 
didos  los  autos,  tuvo  lugar  la  vista  el 
día  señalado  sin  que  el  recurrente  pre¬ 
sentara  alegato  alguno. 

i 

CONSIDERANDO:  que  sin  que  apa 
rezca  prueba  plena  de  que  existió  el  de¬ 
lito  y  de  que  el  procesado  lo  cometió, 
nadie  puede  ser  condenado;  y  como  en 
la  causa  que  se  examina  no  aparece  de¬ 
bidamente  justificado  el  segundo  de  es¬ 
tos  extremos,  fué  infringido  por  la  Sala 
el  Arto.  568  del  C.  de  Ps.  Pls.  incurrién 
dose  en  el  caso  previsto  por  el  inciso  40 
del  Arto.  676  del  mismo  Código,  por 
cuyo  motivo  es  procedente  casar  y  anu¬ 
lar  la  sentencia  recurrida  y  dictar  la 
que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO:  que  con  el  re¬ 
conocimiento  practicado  en  la  menor 
Micaela  de  León  por  el  facultativo  don 
Ricardo  Mazariegos,  por  los  demás  da¬ 
tos  suministrados  por  la  ofendida  y  por 
lo  declarado  por  María  Leona  López 
madrasta  de  la  misma,  se  comprueba  pie 
namente  el  delito  de  estupro  cometido 
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en  la  propia  menor  Artos.  1 1  y  326  del 
Cod.  Pl. ;  252  y  259  del  Cod.  de  Ps.  Pls. 

CONSIDERANDO:  que  siendo  el 
estupro  un  delito  de  carácter  puramen¬ 
te  privado  respecto  del  cual  no  puede 
procederse  sino  a  instancia  de  la  parte 
agraviada  o  de  su  legítimo  representan¬ 
te  si  fuere  menor  de  edad;  y  aparecien¬ 
do  en  autos  que  la  llamada  Micaela  de 
León  es  hija  ilegítima  de  Alejandro  Ló 
pez,  es  a  ésta  únicamente  a  quien  corres 
ponde  ejecutar  la  expresada  acción,  ya 
que  no  hay  constancia  alguna  que  acre¬ 
dite  estar  reconocida  como  hija  de  don 
Manuel  de  León,  quien  se  constituyó  co¬ 
mo  tal  acusador.  Arto.  331  C.  de  Prs.  P. 

COSSIDERANDO:  que  fuera  délo 
consignado  en  el  párrafo  precedente  es 
de  tenerse  en  cuenta  que  no  existe  con¬ 
tra  el  prevenido  Mateo  Pérez,  ninguna 
prueba  que  justifique  que  él  sea  el  autor 
del  delito,  puesto  que  la  simple  sindica¬ 
ción  de  la  ofendida  sin  otra  constan¬ 
cia  que  la  corrobore,  no  es  suficiente  pa¬ 
ra  fundar  un  fallo  condenatorio,  y  en 
consecuencia  debe  declararse  la  absolu¬ 
ción  del  cargo  que  se  le  dedujo.  Arto. 
568  P.  P. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  con  fundamento  de  las  leyes 
citadas  y  de  lo  que  además  disponen  los 
Artos.  686  y  687  del  mismo  cuerpo  de 
leyes,  casa  y  anula  la  sentencia  recurri¬ 
da  y  resolviendo  declara  absuelto  a  Ma¬ 
teo  Pérez  del  cargo  que  se  le  formuló. 
Notifíquese  y  devuélvase  la  causa  con 
certificación  al  Tribunal  de  su  origen. 

R.  E.  Sandoval 
Quirino  Flores  y  Flores 
José  Serrano  Maños.  Abel  Paredes. 

J.  F.  Rodrigues. 

Salomón  Carrillo  Ramíres. 


“por  meólo  óel  *2>to.  872.  se  Ijacett 
algunas  reformas  a  la  “T.  O,  óel 
“poóer  3uólclal. 

DECRETO  NUMERO  872 
José  María  Ordlc.na 
Presidente  de  la  República, 
CONSIDERANDO: 

Que  la  experiencia  ha  demostrado  la 
necesidad  urgente  de  expeditar  la  admi¬ 
nistración  de  justicia  y  mejorar  el  ser¬ 
vicio  que  prestan  los  Tr  Tunales,  procu¬ 
rando  que  estén  abiertos  al  público  las 
mismas  horas  que  las  demás  oficinas  ad¬ 
ministrativas  ; 

Que  estableciendo  la  Constitución  de 
la  República  el  modo  y  forma  en  que 
deben  nombrarse  los  Jueces  de  Prime¬ 
ra  Instancia,  no  hay  razón  legal  para 
que  los  Jueces  de  Paz  sean  designados 
por  elección  popular,  atendiendo  a  las 
funciones  judiciales  que  desempeñan, 

POR  TANTO: 

En  uso  de  las  facultades  que  le  con¬ 
fiere  el  Decreto  Legislativo  No.  1312, 
de  5  mayo  anterior, 

s 

DECRETA: 

Las  siguientes  reformas  a  la  Ley  Or¬ 
gánica  y  Reglamentaria  del  Poder  Ju¬ 
dicial  : 

Artículo  i9 — El  artículo  47  queda 
así :  Las  Salas  de  la  Corte  de  Apelacio¬ 
nes  oirán  las  quejas  que  las  partes  agra¬ 
viadas  interpongan  contra  los  Jueces  de 
Primera  Instancia,  por  cualquiera  fal¬ 
ta  o  abuso  que  cometieren  en  el  ejerci¬ 
cio  de  sus  funciones;  y  previa  audien¬ 
cia,  por  dos  días,  al  Juez  respectivo,  con 
contestación  o  sin  ella,  resolverán  lo 
que  proceda  en  derecho  dentro  de  vein¬ 
ticuatro  horas. 
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Si  la  queja  fuere  por  retardo  en  la 
administración  de  justicia,  se  impondrá 
al  Juez  negligente  en  el  cumplimiento 
de  sus  obligaciones,  una  multa  de  dos¬ 
cientos  a  quinientos  jpesos,  y  en  caso  de 
obstinación  se  procederá  contra  el  ne¬ 
gligente  por  denegación  de  justicia. 

Articulo  29 — Queda  suprimido  el  ar¬ 
tículo  no. 

Articula  39 — El  artículo  150  queda 
así:  El  Poder  Ejecutivo  establecerá 
Jueces  de  Paz  en  los  municipios  que  lo 
crea  necesario  y  estime  conveniente,  y 
fijará  el  sueldo  que  devenguen. 

Artículo  49 — El  artículo  1 5 1  queda 
así:  Jos  Jueces  de  Paz  serán  nombra¬ 
dos  por  el  Poder  Ejecutivo.  Durarán 
dos  años  en  el  ejercicio  de  sus  funcio¬ 
nes  y  podrán  ser  removidos  o  traslada¬ 
dos  a  otro  lugar  cuando  se  crea  con¬ 
veniente. 

* 

Artículo  59 — El  artículo  152  queda 
así :  Para  ser  nombrado  Juez  de  Paz  se 
necesita  ser  mayor  de  veintiún  años,  es¬ 
tar  en  el  goce  de  sus  derechos  políticos, 
ser  del  estado  seglar  y  gozar  de  buena 
reputación. 

Artículo  69 — El  artículo  180  queda 
así:  Los  Magistrados,  Jueces  y  demás 
empleados  del  Poder  Judicial,  deberán 
asistir  diariamente  a  su  Despacho  y 
permanecer  en  él,  las  mismas  horas  que 
estén  abiertas  al  público  las  demás  ofi¬ 
cinas  administrativas,  con  excepción  de 
los  domingos  y  días  feriados. 

Artículo  79 — Esta  ley  comenzará  a  re¬ 
gir  desde  la  fecha  de  su  publicación. 

De  este  Decreto  se  dará  cuenta  a  la 
Asamblea  Nacional  Legislativa  en  sus 
próximas  sesiones  ordinarias. 

Dado  en  la  Casa  del  Gobierno:  en 
Guatemala,  el  ocho  de  agosto  de  mil  no¬ 
vecientos  veinticuatro. 

/.  Ma.  Orellana 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Des¬ 
pacho  de  Gobernación  y  Justicia, 

H.  Abraham  Cabrera.  X 


La  Asamblea  Nacional  Legislativa  emi¬ 
te  el  siguiente  Arancel  de  Abogados, 
Notarios,  Procuradores,  Expertos  y 
Depositarios. 


DECRETO  NUMERO  1327 

La  Asamblea  Legislativa  de  la  Repú¬ 
blica  de  Guatemala , 

DECRETA: 

El  siguiente  Arancel  de  Abogados, 
Notarios,  Procuradores,  Expertos  y 
Depositarios. 

PARRAFO  I 

Disposiciones  Generales . 

Artículo  P. — Los  Abogados,  Notarios, 
Procuradores,  Expertos  y  Depositarios 
y  las  personas  que  soliciten  los  servicios 
profesionales  de  unos  y  otros,  son  ente¬ 
ramente  libres  para  contratar  sobre  ho¬ 
norarios  y  sobre  las  condiciones  de  pa¬ 
go.  A  falta  de  convenio,  se  regularán 
los  honorarios  conforme  este  Arancel, 
en  moneda  nacional,  salvo  los  casos  es¬ 
peciales.  Respecto  a  los  pagos  que  de¬ 
ban  hacerse  con  relación  a  la  cuantía 
del  negocio,  el  porcentaje  se  calculará  en 
la  misma  clase  de  moneda  a  que  se  re¬ 
fiere  el  negocio. 

Cuando  un  negocio.se  refiera  a  dife¬ 
rentes  clases  de  moneda,  para  calcular 
los  honorarios,  el  acreedor  la  reducirá 
a  su  elección  a  una  clase  de  moneda,  al 
cambio  de  plaza  del  día  en  que  deba 
efectuarse  el  pago. 

Artículo  29. — Cuando  los  Abogados 
hayan  prestado  servicios  profesionales 
y  de  procuración  en  un  mismo  negocio, 
tendrán  derecho  a  percibir  íntegros  sus 
honorarios  en  ambos  conceptos. 

Artículo  39. — Los  Abogados,  Nota¬ 
rios,  Procuradores,  Expertos  y  Depo¬ 
sitarios,  tendrán  acción  directa  para  co¬ 
brar  sus-  honorarios  de  la  persona  que 
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haya  solicitado  sus  servicios,  quién  la 
tendrá  a  su  vez,  para  hacerse  reinte¬ 
grar  de  la  parte  contraria,  cuando  ésta 
haya  sido  condenada  en  costas. 

Los  honorarios  de  los  expertos  a  quie 
nes  se  hubiere  nombrado  de  oficio,  los 
cubrirá  la  persona  que  hubiere  propues¬ 
to  la  prueba;  pero  el  litigante  condena¬ 
do  en  costas,  hará  el  reintegro  en  la 
época  que  corresponda. 

Los  Abogados  que  hubieren  litigado 
en  causa  propia,  tendrán  derecho  a  co¬ 
brar  honorarios  de  dirección  y  procura¬ 
ción  de  la  persona  que  haya  sido  con¬ 
denada  en  costas. 

Artículo  4°. — Sólo  está  obligada  a  pa 
garlas  a  su  contraria  con  arreglo  a  es¬ 
te  Arancel.  ¿  r, 

PARRAFO  II 

Abogados. 

Articulo  59. — Los  Abogados  tienen  la 
obligación  de  defender  gratuitamente  a 
las  personas  a  quienes  se  hubiere  decla¬ 
rado  pobres  de  solemnidad.  En  conse¬ 
cuencia,  en  el  mes  de  enero  de  cada  año, 
los  Jueces  de  ia.  Instancia  encargados 
de  la  disciplina  judicial,  formarán  una 
lista  de  los  Abogados  en  ejercicio,  para 
los  efectos  que  expresa  el  inciso  99  del 
artículo  16  del  Código  de  Procedimien¬ 
tos  Civiles.  Esta  disposición  es  extensi¬ 
va  tanto  en  el  ramo  civil  como  en  el  cri¬ 
minal,  y  se  ejecutará  por  los  Jueces 
siempre  que  lo  soliciten  los  interesados. 
A  los  defensores  de  ausentes  se  les  cu¬ 
brirá  de  los  fondos  judiciales  sus  ho¬ 
norarios  y  gastos. 

Artículo  69. — Todos  los  honorarios 
profesionales  de  Abogadeos,  Notarios, 
Procuradores,  Defensores,  Tutores  es¬ 
pecíficos,  Expertos  y  Depositarios,  que 
no  estén  comprendidos  en  este  Arancel, 
serán  tasados  por  el  Juez,  aplicando  las 
disposiciones  análogas  del  presente  De¬ 
creto  y  el  espíritu  del  mismo. 


Artículo  79. — Los  recibos  o  planillas 
relativos  a  asuntos  no  seguidos  ante  los 
tribunales  ordinarios,  de  los  Abogados, 
Notarios,  Procuradores,  Expertos  y  De 
positarios,  al  obtener  el  “Páguese”  del 
Juez  respectivo,  serán  instrumentos  eje 
cutivos. 

Artículo  8°. — Si  el  interesado  pidiese 
la  liquidación  de  sus  honorarios,  el 
Juez  ordenará  a  la  Secretaría  la  forma¬ 
ción  de  ella;  se  dará  vista  por  dos  días 
comunes  a  todas  las  partes  interesadas, 
y  si  durante  ese  término,  que  es  impro¬ 
rrogable  y  fatal,  el  deudor  no  presenta 
constancia  auténtica  de  haber  pagado 
los  honorarios  que  se  le  cobran  y  la  li¬ 
quidación  se  encuentra  formulada  de 
acuerdo  con  la  ley  y  las  constancias  de 
autos,  se  procederá  a  aprobarla.  Con¬ 
tra  el  auto  en  que  se  apruebe  no  se  ad¬ 
mitirá  recurso  alguno  interpuesto  por 
el  que  deba  cubrir  la  liquidación,  salvo 
que  hubiere  depositado,  previamente, 
en  el  tribunal,  el  monto  de  la  liquidación. 
Esta,  al  estar  aprobada,  constituirá  tí¬ 
tulo  ejecutivo. 

Cuando  del  asunto  hubiere  conocido 
la  Sala  de  Apelaciones  y  se  hubiere  in¬ 
terpuesto  recurso  de  casación  o  hubiere 
conocido  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
en  virtud  de  ocurso  de  queja,  dichos  tri¬ 
bunales,  en  los  respectivos  casos,  remiti¬ 
rán,  al  pedírselas,  al  Juzgado  en  que  se 
formule  la  liquidación,  un  informe  de¬ 
tallado  sobre  el  papel  que  se  empleó,  el 

número  de  escritos,  si  son  simples  o  no 
y  si  están  autorizados  con  firma  de  le¬ 
trado.  En  vista  de  tales  informes,  el  Se 
cretario  que  formule  la  liquidación,  in¬ 
cluirá  en  ésta  los  honorarios  por  direc¬ 
ción  y  procuración  de  segunda  instancia 
y  casación  en  su  caso. 

Artículo  9 9. — Por  la  vista  de  toda  cía 
se  de  papeles,  aún  cuando  solo  fueren 
en  consulta  los  Abogados  cobrarán  tres 
pesos  por  cada  hoja  o  fracción. 

Artículo  io. — Por  las  consultas  ver¬ 
bales  o  escritas  que  se  hagan  a  los  Abo¬ 
gados,  se  cobrará  de  cien  a  dos  mil  pe- 


1032 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


sos,  según  la  importancia  y  cuantía  del 
negocio,  extensión  o  dificultad  de  la 
consulta. 

Artículo  ii. — Por  los  escritos  dirigi¬ 
dos  a  toda  clase  de  autoridades  judi¬ 
ciales,  conteniendo  simples  peticiones, 
los  Abogados  cobrarán  cincuenta  pesos. 

Artículo  12. — Por  los  escritos,  me¬ 
moriales  o  exposiciones  en  que  haya  ra¬ 
zonamientos  sobre  puntos  de  derecho  o 
de  hecho  y  por  los  escritos  _.en  que  se 
propongan  interrogatorios  para  examen 
de  testigos  o  expertos,  posiciones  o  re¬ 
conocimiento  de  documentos,  cobrarán 
cien  pesos  por  la  primera  hoja  y  cin¬ 
cuenta^  pesos  por  cada  hoja  adicional  o 
fracción  manuscrita. 

Artículo  13. — Por  alegatos  verbales 
en  estrados  cobrarán  de  doscientos  a 
mil  pesos,  según  la  cuantía  del  negocio 
y  la  importancia  y  extensión  del  alegato. 

,  Si  los  alegatos  fueren  escritos,  cobra¬ 
rán  trescientos  pesos  por  la  primera  ho¬ 
ja  y  cien  pesos  por  cada  hoja  adicional 
o  fracción  manuscrita. 

Artículo  14. — Por  la  dirección  de  un 
asunto  escrito,  civil  o  criminal,  los  Abo 
gados,  además  de  los  otros  honorarios 
especificados  en  este  Arancel,  cobrarán 
en  la  forma  siguiente:  cinco  por  ciento 
sobre  el  monto  total  del  asunto  hasta 
veinticinco  mil  pesos,  y  uno  por  ciento 
sobre  el  excedente;  por  la  segunda  ins¬ 
tancia,  dos  y  medio  por  ciento  y  medio 
por  ciento  entre  el  mismo  límite;  y  por 
casación  igual  que  en  segunda  instancia. 

El  valor  de  honorarios,  para  el  caso 
del  presente  artículo,  será  el  que  se  fije 
como  monto  del  valor  del  litigio  en  la 
sentencia  definitiva;  y  si  ésta  fuere  ab¬ 
solutoria,  se  tendrá  como  de  cantidad  in 
determinada,  para  los  efectos  del  pago 
de  honorarios. 

Artículo  15. — En  los  asuntos  cuyo 
valor  no  pueda  determinarse,  de  cual¬ 
quier  naturaleza  que  sean,  los  Aboga¬ 
dos  cobrarán  por  dirección,  según  la  im 
portancia  del  negocio,  de  mil  a  veinti¬ 
cinco  mil  pesos. 


Si  en  el  asunto  hubiere  parte  deter¬ 
minada  y  parte  indeterminada,  se  apli¬ 
carán  las  disposiciones  contenidas  en  el 
presente  artículo  y  en  el  artículo  14. 

Artículo  16. — En  los  negocios  escri¬ 
tos  de  jurisdicción  voluntaria,  los  Abo 
gados  cobrarán  por  dirección,  quinien¬ 
tos  pesos  como  base,  más  el  uno  por 
ciento  sobre  el  valor  total  del  negocio. 

Si  el  valor  del  negocio  no  puede  de¬ 
terminarse,  cobrarán  de  mil  a  veinti¬ 
cinco  mil  pesos,  según  su  importancia. 

Si  en  el  asunto  hubiere  parte  deter¬ 
minada  y  parte  indeterminada,  se  apli¬ 
carán  las  dos  disposiciones  del  presente 
artículo. 

Artículo  17. — Por  los  proyectos  de 
partición,  cobrarán  quinientos  pesos 
como  base,  más  el  tres  por  ciento  del 
haber  divisible  hasta  veinticinco  mil 
pesos;  y  medio  por  ciento  sobre  el  ex¬ 
ceso. 

Artículo  18. — Por  la  asistencia  o  in¬ 
tervención  a  cada  junta,  de  cualquier 
clase,  o  remate,  examen  de  testigos  e 
interrogatorios,  cobrarán  de  doscientos 
a  quinientos  pesos,  más  los  honorarios 
a  que  se  contrae  el  artículo  21  de  la  pre¬ 
sente  ley. 

Artículo  19. — En  los  asuntos  que 
terminen  por  tansación,  sea  cual  fue¬ 
re  el  estado  en  que  se  encuentren  dichos 
asuntos,  o  en  las  transacciones  extraju¬ 
diciales  en  que  haya  intervenido  el  Abo 
gado,  se  cobrará  conforme  los  artículos 
14  Y  15- 

Artículo  20. — En  los  juicios  arbitra¬ 
les,  cada  árbitro  cobrará  quinientos 
pesos  como  base  y  además,  si  hubiere 
conocido  del  asunto,  el  uno  por  ciento 
sobre  el  monto  del  negocio  hasta  veinti¬ 
cinco  mil  pesos  y  un  cuarto  por  ciento 
hasta  el  excedente.  Si  el  negocio  fuere 
por  valor  indeterminado,  cada  árbitro 
cobrará,  además  de  la  base,  de  mil  a 
veinticinco  mil  pesos,  según  la  impor¬ 
tancia  del  asunto. 
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El  Secretario  del  tribunal  arbitral  co¬ 
brará  la  décima  parte  de  lo  que  corres¬ 
ponde  a  los  árbitros. 

Artículo  21. — Cuando  los  Abogados 
fueren  llamados  fuera  de  su  oficina  pa¬ 
ra  prestar  sus  servicios  dentro  del  ra¬ 
dio  de  la  población  en  que  residan,  ade¬ 
más  de  los  honorarios  que  les  corres¬ 
ponden  conforme  este  Arancel,  cobra¬ 
rán  cincuenta  pesos  por  cada  hora  de 
trabajo.  Si  el  servicio  tiene  lugar  fuera 
del  radio  de  la  población,  se  cobrará  cien 
pesos  por  cada  legua  o  fracción  de  dis¬ 
tancia  de  ida  y  vuelta. 

Artículo  22. — Cuando  una  excepción 
o  incidente  ponga  fin  a  un  juicio,  los 
honorarios  se  pagarán  como  si  aquél 
hubiere  corrido  todos  sus  trámites. 

PARRAFO  III 

Notarios 

Artículo  23. — Por  las  escrituras  pú¬ 
blicas  que  autoricen,  cuando  éstas  con¬ 
tengan  un  solo  acto  o  contrato,  por  \  a- 
lor  determinado,  doscientos  pesos,  como 
base;  más  el  tres  por  millar  sobre  los 
primeros  dos  mil  pesos;  más  el  dos  por 
millar  sobre  los  ocho  mil  pesos  siguien¬ 
tes;  más  el  uno  por  millar  sobre  lo  que 
exceda  de  diez  mil  pesos.  Cuando  una 
escritura  contenga  actos  o  contratos  ac¬ 
cesorios,  los  Notarios  cobrarán  por  ca¬ 
da  uno  de  éstos,  la  mitad  del  honorario 
que  habría  de  corresponderles  si  fuera 
principal. 

Artículo  24. — Por  las  escri'ura?  pú 
blicas  de  valor  indeterminado  cobrarán 
de  doscientos  pesos  a  dos  mil  pesos,  se¬ 
gún  su  importancia. 

Artículo  25. — Por  las  escrituras  can¬ 
celadas  se  cobrará  la  mitad  de  los  ho¬ 
norarios  que  corresponderían  si  se  hu¬ 
bieran  suscrito;  pago  que  verificara  el 
otorgante  o  los  otorgantes  que  hubie¬ 
ren  dado  lugar  a  la  omisión  de  las  fir¬ 
mas  o  la  cancelación. 

Artículo  26— Por  la  autorización  de 
un  testimonio  cobrarán  cincuenta  pesos, 


J 

y  veinticinco  pesos  más  por  cada  año  de 
íos  anteriores  al  corriente.  Por  las  ac¬ 
tas  notariales  y  certificaciones  y  fe  de 
vida,  de  doscientos  a  mil  pesos. 

Artículo  27. — Por  los  inventarios  co 
brarán  trescientos  pesos  como  base, 
más  el  uno  por  ciento  sobre  el  activo 
inventariado  hasta  veinticinco  mil  pe¬ 
sos  y  el  uno  por  mil  sobre  el  excedente. 

Artículo  28. — Por  la  protocolización 
de  documentos  se  cobrará  como  por  la 
autorización  de  una  escritura  que  con¬ 
tenga  un  solo  acto  o  contrato,  según  los 
artículos  23  y  24. 

Artículo  29. — Por  la  autorización  de 
un  testamento  se  cobrará  conforme  al 
artículo  23,  y  además  los  honorarios  es¬ 
pecificados  en  el  artículo  24  por  la  par¬ 
te  de  valor  indeterminado  del  testamen¬ 
to. 

Artículo  30. — Por  la  redacción  de 
un  documento  privado  se  cobrará  en 
los  respectivos  casos,  la  cuarta  parte  de 
los  honorarios  que  determinan  los  ar¬ 
tículos  23,  24,  25  y  28. 

Artículo  31. — Por  la  legalización  de 
una  firma  cobrarán  cien  pesos,  y  cin¬ 
cuenta  pesos  más  por  cada  una  de  las 
firmas  que  le  sigan. 

Articulo  32. — Además  de  los  honora¬ 
rios  determinados  en  este  Arancel,  los 
Notarios  y  Abogados  cobrarán  lo  ma¬ 
nuscrito  a  razón  de  diez  pesos  por  ca¬ 
da  hoja  o  fracción;  si  fuere  escrito  a 
máquina  se  cobrará  el  doble.  El  papel 
sellado  y  timbres  serán  por  cuenta  del 
interesado. 

Artículo  33. — Por  el  examen  de  libros 
en  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmue¬ 
ble,  los  Abogados  y  Notarios  cobrarán 
por  todo  derecho,  veinticinco  pesos  co¬ 
mo  base,  más  diez  pesos  por  cada  libro 
que  examinen. 

Artículo  34. — Los  Notarios  tendrán 
los  mismos  honorarios  en  los  casos  que 
establece  el  artículo  21  para  los  Aboga¬ 
dos.  ......  . . . 
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PARRAFO  IV 

Procuradores. 

Artículo  35- — En  los  juicios  verbales 
los  Procuradores  cobrarán  de  doscien¬ 
tos  a  seiscientos  pesos,  según  la  impor¬ 
tancia  del  asunto. 

Artículo  36. — Los  Procuradores  en 
los  juicios  escritos,  devengarán  la  cuar¬ 
ta  parte  de  los  honorarios  de  dirección. 

PARRAFO  v 

Expertos. 

Articulo  37. — Cuando  los  expertos 
sean  nombrados  por  las  partes,  son  li¬ 
bres  de  pactar  sus  honorarios;  y  si  hu¬ 
bieren  sido  nombrados  de  oficio,  el  Juez 
se  los  fijará  equitativamente.  Si  un  li¬ 
tigante  fuere  condenado  a  pagar  a  los 
expertos,  los  honorarios  serán  tasados 
por  el  Juez. 

PARRAFO  vi 
Depositarios. 

Artículo  38. — Queda  a  discreción  de 
los  Jueces  fijar  el  monto  de  honora¬ 
rios  de  los  Depositarios,  tomando  en 
cuenta  la  cuantía  del  asunto,  el  vaior 
de  los  bienes  dados  para  su  custodia,  su 
situación  y  el  mayor  o  menor  trabajo 
que  hayan  tenido  en  el  desempeño  de  su 
cargo. 

PARRAFO  VII 

Disposiciones  adicionales  al  Arancel. 

Artículo  39. — Los  Jueces  y  Secreta¬ 
rios  cobrarán  por  la  autorización  de 
cada  hoja  de  los  libros  de  comercio*  cin 
cuenta  centavos,  por  todo  derecho,  cual 
quiera  que  sea  el  tamaño  de  la  hoja. 

Artículo  40. — Los  Jueces  de  Comer¬ 
cio  cobrarán  por  la  inscripción  en  el  Re 
gistro  del  Juzgado,  de  cada  escritura  so 
cial  doscientos  pesos,  más  lo  escrito  co¬ 
mo  lo  establece  el  artículo  32. 

Artículo  41. — Por  cada  pregón  de 
remate  se  cobrarán  veinticinco  pesos. 

Artículo  42. — Por  cada  certificación 
cobrarán  los  Secretarios  veinticinco  pe¬ 
sos,  más  lo  escrito  según  el  artículo  32. 


Artículo  43. — Por  cada  embargo  or¬ 
denado  por  autoridad  competente,  co¬ 
brará  el  ministro  ejecutor  ciento  cin¬ 
cuenta  pesos.  Dicho  ministro  ejecutor 
indemnizará  a  los  testigos  y  consigna¬ 
rá  al  calce  el  monto  de  los  honorarios. 

Artículo  44. — Por  las  gestiones  ad¬ 
ministrativas  o  de  cualquier  otro  orden 
ante  otra  autoridad,  funcionario  u  ofi¬ 
cina  pública,  distinta  de  las  judiciales, 
se  cobrará  la  mitad  de  lo  que  fija  esta 
ley,  para  las  solicitudes  judiciales. 

Artículo  45. — Las  disiposiciones  de 
este  Arancel,  relativas  a  certificaciones, 
rigen  para  todas  las  Oficinas  del  Gobier 
no  y  Municipales.  Al  pie  de  las  certifi¬ 
caciones  deberá  consignarse  el  valor  de 
ellas  y  el  papel  y  timbres  empleados ;  tal 
constancia  llevará  el  “Visto  Bueno”  del 
Juez  y  del  empleado  superior  de  la  ofi¬ 
cina,  en  los  respectivos  casos. 

Artículo  46. — Queda  derogado  el  De 
creto  legislativo  No.  286,  de  23  de  abril 
de  1895,  y  las  leyes  que  se  opongan  al 
presente  Decreto,  que  comenzará  a  sur¬ 
tir  sus  efectos  desde  la  fecha  de  su  pu¬ 
blicación. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publica¬ 
ción  y  cumplimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la 
Asamblea  Nacional  Legislativa:  en  la 
ciudad  de  Guatemala,  a  veintitrés  de 
mayo  de  mil  novecientos  veinticuatro. 

J.  A.  Manduj ano, 
Presidente. 

J.  F.  Juárez  Muñoz, 

Secretario. 

J.  Antonio  Villacorta  C. 

Secretario 

Casa  del  Gobierno:  Guatemala,  diez 
y  siete  de  junio  de  mil  novecientos  vein¬ 
ticuatro.  Publíquese  y  cúmplase. 

/.  Ma.  Orellana. 

El  Secretario  de  Estado  en  el 
Despacho  de  Gobernación  y 

Justicia  ,  '  Je 

H.  Abraham  Cabrera.  '  ó'; a 
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NUMERO  DE  RESOLUCIONES 

Dicítadas  por  los  Tribunales  de  Justicia  de  la  República  durante  el  mes  de  junio 

del  corriente  año. 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Corte  Suprema 

de  Justicia  . 

187 

6 

6 

Sala  la. 

de 

Apelaciones  .  .  . 

144 

43 

50 

”  2a. 

99 

99 

215 

55 

46 

”  3a. 

99 

99 

153 

58 

15 

”  4a. 

99 

99 

476 

78 

28 

”  5a. 

99 

99 

”  6a. 

99 

99 

174 

30 

13 

Juzgado  1». 

de 

la.  Instancia 

422 

346 

15 

99 

2». 

de 

la.  ” 

657 

261 

17 

99 

3». 

de 

la. 

614 

276 

9 

99 

4». 

de 

la. 

591 

236 

28 

99 

5». 

de 

la. 

796 

303 

20 

99 

6». 

de 

la. 

603 

322 

26 

99 

de 

la. 

Instancia  de 

Amatitlán  . 

320 

95 

5 

99 

99 

99 

99  99 

Escuintla  . 

681 

353 

18 

99 

99 

99 

.»  » 

Sacatepéquez  . 

304 

200 

4 

i-  99 

i  . 

99 

99 

99  99 

Chimaltenango  .... 

516 

194 

18 

*  99 

99 

99 

99  99 

Baja  Verapaz  . 

99 

99 

99 

99  99 

Alta  Verapaz  . 

318 

205 

4 

99 

99 

99 

99  99 

Petén  . 

125 

3 

18 

99 

99 

99 

99  99 

Suchitepéquez  ..... 

120 

293 

2 

TOTAL  . 

702 

252 

6 

99 

99 

99 

9-9  9  9 

Sololá  . 

423 

227 

7 

•Juzgado  1’. 

de 

la.  Instancia 

de  Quezaltenango  .  . 

380 

190 

14 

99 

2*. 

de 

la. 

99  99 

428 

215 

23 

99 

3*. 

de 

la. 

99  99 

190 

160 

13 

Juzgado 

de 

la. 

Instancia  de 

Totonicapán  . 

327 

135 

5 

99 

99 

99 

99  99 

San  Marcos  . 

395 

164 

10 

99 

99 

99 

99  99 

Huehuetenango  .... 

99 

99 

99 

99  9  9 

Quiché  . 

464 

93 

8 

»» 

99 

99 

99  99 

Izabal  . 

261 

107 

6 

99 

99 

99 

9  9  9  9 

Zacapa . 

99 

99 

99 

99  99 

Chiquimula  . 

532 

65 

4 

99 

99 

99 

99  9  9 

Jalapa  . 

141 

60 

11 

99 

99 

99 

99  99 

Jutiapa . 

157 

258 

1 

99 

99 

99 

99  9  9 

Santa  Rosa  . 

265 

79 

2 

99 

99 

99 

99  99 

Progreso  . 

377 

759 

5 

La  Sala  que  dictS  más  sentencias  fué  la  1  a  de  Apelaciones. 

Los  Juzgados  que  dictaron  mayor  número  de  las  mismas  fueron  el  4o-  y  6o-  de  la- 
Instancia  de  esta  capital  y  el  2o.  de  la.  Instancia  de  Quezaltenango. 

Los  que  dictaron  menos  fueron  los  Juzgados  de  la  Instancia  de  El  Progreso  y  Jutiapa 


Sección  de  Estadística:  Guatemala,  junio  de  1924. 


FUNCIONARIOS  MILITARES 
Comandante  de  Armas,  General  don 
Flavio  Ovalle. 

Auditor  General  de  Guerra  de  la  Repú¬ 
blica,  Lie.  don  Elíseo  Solís. 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA 

Vocales  Militares  para  la  Corte  Supre¬ 
ma  de  Justicia 

Propietario,  General  de  División,  don 
Ramón  Alvarado. 

Propietario,  General  de  División,  don 
Miguel  Larrave. 

Suplente,  General  de  División,  don  Ma¬ 
riano  Sánchez  O. 

Suplente,  General  de  Brigada,  don  Ro¬ 
drigo  G.  Solórzano. 

Vocales  Militares  para  las  Salas  la.,  2a. 
y  3a.  de  Apelaciones 

Propietario,  General  de  División,  don 
Rodolfo  A.  Mendoza. 

Propietario,  General  de  Brigada,  don 
Daniel  Flores. 

Suplente,  General  de  Brigada,  don  San¬ 
tiago  Romero. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Sil- 
verio  Contreras. 


Vocales  Militares  para  la  Sala  4a.  de 
Apelaciones 


Propietario,  T. 
Maldonado. 

Coronel 

don 

Nicolás 

Propietario,  T. 
Hernández. 

Coronel 

don 

Paulino 

Suplente,  T.  Coronel  J.  Joaquín  Díaz. 
Suplente,  T.  Coronel  don  Heliodoro  Al¬ 
varado. 


Vocales  Militares  para  la  Sala  5a.  de 
Apelaciones 

Propietario,  T.  Coronel  don  Gregorio 
Barrientos. 

Propietario,  T.  Coronel  don  Macabeo 
Pinto. 

Suplente,  T.  Coronel  don  Tránsito  Bo¬ 
nilla. 

Suplente,  T.  Coronel  don  Felipe  Solór¬ 
zano. 


Vocales  Militares  para  la  Sala  6a.  de 
Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Heliodoro  Be- 
nitez. 

Propietario,  Coronel  don  Enrique  F. 
Cruz. 

Suplente,  Coronel  don  Nicolás  de  León. 
Suplente,  Coronel  don  Luis  Alfredo 
Arango. 

DISTRITOS  JURISDICCIONALES 

.  Sala  la.  de  la  Corta  de  Apelaciones 

Juzgados  í*.  y  6».  de  Guatemala  y  Juz¬ 
gados  de  la.  Instancia  y  Comandan¬ 
cia  de  Armas  de  Amatitlán,  Petén, 
Santa  Rosa  y  Baja  Verapaz. 

Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2*.  y  4*.  de  la.  Instancia  de 
Guatemala  y  Juzgados  de  la.  Instan¬ 
cia  y  Comandancias  de  Armas  de  Chi 
maltenango,  Alta  Verapaz  y  Escuintla. 

Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3*.  y  5*.  de  la.  Instancia  de 
Guatemala  Comandancia  de  Armas  de 
Guatemala  y  Juzgado  de  la.  Instan¬ 
cia  del  Progreso;  Juzgado  de  la.  Ins¬ 
tancia  y  Comandancia  de  Armas  de 
Sacatepéquez. 

Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1*.,  2*.  y  3’.  de  la.  Instancia 
y  Comandancia  de  Armas  de  Quezal- 

tenango,  y  Juzgados  de  la.  Instancia 
y  Comandancias  de  Armas  de  San 
Marcos,  Retalhuleu. 

Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  la.  Instancia  y  Comandan¬ 
cias  de  Armas  de  los  departamentos 
de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Za- 
capa  e  Izabal. 

Sala  6a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  la.  .Instancia  y  Comandan 
cias  de  Armas  de  los  departamentos 
de  Totonicapán,  Sololá,  Quiché,  Hue- 
huetenango  y  Suchitepéquez. 


